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Presentación

En el cumplimiento de su obligación el Estado Colombiano presentó a finales del 2011, el 
“IV y V Informes Periódicos (periodo 2006-2010) sobre “las medidas adoptadas para dar 
efecto a los derechos reconocidos en la Convención de los Derechos del Niño y sobre el 

progreso realizado en cuanto al goce de estos”, al Comité de los Derechos del Niño.

La Alianza por la Niñez Colombiana, red que agrupa las organizaciones más reconocidas en 
el ámbito nacional, regional y local que trabajan de manera mancomunada en la defensa y la 
garantía plena de los derechos de la niñez en Colombia1  y trabaja en el fortalecimiento insti-
tucional del Estado para la formulación de políticas de infancia y adolescencia, ha elaborado 
el presente Informe Oficial Complementario al Informe del Estado, en el cual se hacen re-
flexiones sobre el cumplimiento, por parte del Estado, de la garantía efectiva de los derechos 
establecidos en la Convención de los Derechos del Niño en el país y sobre el seguimiento 
de las recomendaciones presentadas por el Comité de los Derechos del Niño en respuesta a 
los informes presentados en el pasado. Así mismo, el presente informe ha tenido en cuenta 
las recomendaciones presentadas a Colombia sobre  el Reporte Periódico Universal relacio-
nadas con los derechos de las niñas y niños Colombianos, manifestadas en el marco de la 
16ª sesión de Exámenes Periódicos – EPU – de la Comisión de Derechos Humanos de la 
Naciones Unidas en 2013.

Este informe pretende aportar elementos que contribuyan a la discusión sobre la pertinencia 
de las acciones adelantadas por el Estado Colombiano en el cumplimiento de las obligacio-
nes establecidas en la Convención y  procura enfatizar en la necesidad de reorientar y formu-
lar las políticas, programas y proyectos que conduzcan a la garantía integral de los derechos 
de las niñas, los niños y adolescentes del país.

Para la realización del informe se siguió un proceso que incluyó: consulta de la opinión de 
niños, niñas y adolescentes por medio de grupos focales en diferentes regiones y de un es-
pacio virtual en internet; consulta a las organizaciones integrantes de la Alianza por la Niñez 
Colombiana y la revisión de cifras e investigaciones disponibles sobre cada uno de los temas 
a analizar. Para su redacción, se tuvieron en cuenta las recomendaciones dadas por el Co-
mité sobre los Derechos del Niño y la Coalición Internacional de ONG para la elaboración de 
Informes al Comité.

1Entre las organizaciones que agrupa están La Fundación Retrepo Barco; ALDEAS INFANTILES SOS; La Fundación Plan; Visión Mundial; Save the Children Inter-
nacional; La Fundación Telefónica; Fundación Éxito; El Observatorio de Infancia de la Universidad Nacional; Kid Save; Pontificia Universidad Javeriana-Facultad de 
Psicología; RED PAI- Red de protección de Infancia; La Fundación Centre Internacional de Educación y Desarrollo Humano – CINDE; entre otras.
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Introducción

1.1 Contexto del País

Para analizar lo ocurrido con los derechos de niñas, niños y adolescentes en el periodo 
2006-2010 es necesario tener presente las disimiles apreciaciones que, de un lado y otro 
del espectro político, pretenden explicar lo acaecido en la materia, a partir del estudio argu-
mentativo de los aciertos o desaciertos de las políticas públicas al respecto y sobre la base 
de las distintas evaluaciones y cifras que pretenden dar cuenta del mayor o menor grado de 
satisfacción de los derechos de los colombianos y las colombianas en esos años.

En efecto, de conformidad con afirmaciones del gobierno de la época, la cobertura del de-
recho a la educación se incrementó en 1.4 millones de nuevos cupos escolares. La calidad, 
como se verá en este texto más adelante, ha sido severamente cuestionada.
 
En relación con el derecho a la salud, el régimen subsidiado de atención a los más pobres 
y vulnerables alcanzó, en dichos años,  7.8 millones de nuevos afiliados al sistema que, sin 
duda, presenta enormes dificultades en su calidad y cuenta, a la fecha,  con intentos de refor-
ma que no han satisfecho a diversos sectores sociales, pese a la urgencia de una reformula-
ción de los lineamientos que rigen en la materia.

Según estadísticas oficiales, en ese periodo, hubo una reducción de la pobreza relevante, 
pues ésta pasó del 57 % en 2002 al 49 % en 2006. Así mismo, la línea de indigencia disminu-
yó 6 puntos, de 20.7% a 14.7%2.

Adicionalmente, como una expresión de los avances de los derechos económicos y sociales 
en dicha época, el gobierno de ese entonces señaló que 3.1 millones de colombianos se eri-
gieron como nuevos beneficiarios del servicio de acueducto.

En otros estudios, como el informe del Banco Mundial intitulado “La movilidad económica y el 
crecimiento de la clase media en América Latina”, elaborado en el año 2012, se afirma que “la 
clase media en la región creció hasta comprender unos 152 millones de personas en 2009, 
comparado con 103 millones en 2003, un aumento del 50 por ciento. Para Colombia, la clase 
media aumentó en ese periodo de 7.1 millones a 13.6 millones.”3 
 
El crecimiento sostenido de la economía colombiana entre el 2002 y el 2010 estuvo por en-
cima de 6% y constituye, a juicio del gobierno de esos días,  la razón que, en asocio con la 
seguridad, brindaron condiciones para el desarrollo social y la obtención de los resultados 
anotados. 

En efecto, en las evaluaciones oficiales se afirma que la política de seguridad democrática 
que puso en marcha el gobierno dio frutos tangibles. Según cifras oficiales, las masacres, 
que en el año 2002 correspondieron a 115 casos, en el 2009 fueron 29, representando una 

variación de 74.78%. Así mismo, en el 2002 se perpetraron 2.882 secuestros, mientras que 
en el año 2009 la cifra llegó a 213, lo que significó una reducción de 92.87% en ese periodo. 
A juicio del gobierno, los homicidios se redujeron en un 45%, los desplazamientos en cerca 
del 70% y los ataques a poblaciones en un 96.88%, en ese mismo lapso.

Sin embargo, desde otra perspectiva se considera que el momento que vivió el país en ese 
quinquenio, estuvo caracterizado por un crecimiento económico medio impulsado principal-
mente por el desarrollo minero y la apertura a la inversión extranjera y la consolidación de la 
presencia del Estado colombiano en varias regiones del país por medio del fortalecimiento 
militar e institucional construido en el marco de una política de “seguridad democrática”, que 
llevó a acuerdos de paz sólo con grupos paramilitares y guerra franca y persecución a los 
grupos guerrilleros. Así mismo, a juicio de algunos, en ese periodo persistieron las inequi-
dades económicas y sociales, la pérdida de conquistas sociales y el debilitamiento de las 
organizaciones sociales.4

Durante esta lapso, según los críticos del gobierno, persistió la violación de derechos huma-
nos, reflejada en  diversas expresiones que abarcan desde crímenes cometidos por miem-
bros del Estado, tales como los llamados “falsos positivos”, consistente en más de 3.000 
ejecuciones extrajudiciales (parte importante de ellas en el periodo analizado) llevadas a 
cabo, entre otros, por militares activos contra ciudadanos del común con el objeto de recibir 
prebendas laborales o económicas; hasta el mantenimiento del reclutamiento forzado de me-
nores de edad y el secuestro a miembros de la población civil por parte de grupos guerrilleros, 
paramilitares y bandas criminales emergentes. 

Además se asistió a la “continuación de homicidios, amenazas, atentados, robos de informa-
ción, seguimientos e intimidaciones contra defensores y defensoras de derechos humanos y 
sus organizaciones en diferentes regiones del país y por cuenta de múltiples grupos armados. 
Especialmente preocupantes son los homicidios, amenazas y acosos contra quienes trabajan 
por los derechos de las personas desplazadas, especialmente lideresas de grupos de muje-
res, y por la restitución de tierras”5 , como lo expresaba el informe de la Alta Comisionada de 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos.

Según la Alta Comisionada, la persistencia del prolongado conflicto armado interno “…con-
tinúa planteando muchos retos para el país, incluyendo el total desprecio por el derecho 
internacional humanitario por los grupos guerrilleros. Esta situación se ve exacerbada por la 
violencia contra la población ejercida por los grupos armados ilegales surgidos del proceso de 
desmovilización de las organizaciones paramilitares, los nexos de los actores armados con el 
narcotráfico y el impacto especialmente grave del conflicto armado interno en las comunida-
des indígenas y afrocolombianas”6.

En el quinquenio 2006-2010 continuó presentándose el fenómeno del desplazamiento forza-
do, lo que ha llevado a que Colombia sea el segundo país del mundo con mayor número de 
desplazados internos, con más de 4 millones de población en situación de desplazamiento 
(9% del total del país), según las cifras acumuladas desde mediados de los años 807.

2SINERGIA, Departamento Nacional de Planeación. Balance de Resultados Plan Nacional de Desarrollo 2005 “Hacia un Estado Comunitario”. Serie de Evaluación No. 
27, Febrero 2006. Pág. 115
3Banco Mundial. “La movilidad económica y el crecimiento de la clase media en América Latina”. 2012. 
En:http://www.bancomundial.org/es/news/press-release/2012/11/13/new-world-bank-report-finds-colombia-middle-class-doubles-over-last-decade

4Suplemento especial. Periódico Desde Abajo. Uribe 2002-2010, el día después. Bogotá, 2010.
5Informe anual de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre la situación de los derechos humanos en Colombia 2010.
6Informe anual de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre la situación de los derechos humanos en Colombia 2009
7Según ACNUR los datos son variables y si se atiende a las cifras de organizaciones dedicadas a estudiar esta problemática los afectados pueden llegar a ser más de 5 
millones de personas. Ver documento electrónico 
http://www.acnur.org/t3/operaciones/situacion-colombia/desplazamiento-interno-en-colombia/ consultado en Enero 14 de 2013.
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En efecto, como se sabe, la Red Nacional de Información de la Unidad de Víctimas8 reúne ci-
fras sobre desplazamiento forzado en Colombia desde antes de 1985. Hasta agosto del 2013 
se reportan 5´244.963 personas expulsadas, 5´247.857 personas recibidas y 5´258.862 per-
sonas declaradas. De esta población 2´561.735 son mujeres, 2.452.069 son hombres, 278 
pertenecen a los sectores LGBTI, 8.228 no informan y 5.654 no definen su sexo. Los niños, 
niñas y adolescentes son 1´900.470, aproximadamente el 36% de las personas declaradas.

En el año 2006 se terminó la desmovilización de los grupos paramilitares, en cumplimiento de 
los acuerdos firmados con el gobierno. Si bien esto redujo los niveles de violencia en varias 
zonas del país, en otras estos mismos grupos continuaron su actividad o surgieron nuevas 
estructuras integradas por desmovilizados de las organizaciones paramilitares, generándo-
se hechos de violencia, como masacres, asesinatos selectivos, amenazas, desplazamientos 
forzados y violencia sexual. Entre las víctimas de estos grupos estuvieron líderes y lideresas 
sociales, indígenas, afrocolombianos y funcionarios locales, en muchos casos vinculados con 
procesos de restitución de tierras o manejo de recursos públicos9. 

Si bien disminuyen las tasas de homicidio en varias ciudades, en otras se mantuvieron o au-
mentaron por la persistencia de la violencia organizada, particularmente la relacionada con 
la siembra de cultivos ilícitos y el tráfico de drogas, situación que continuó alimentando el 
conflicto armado interno y se convirtió en el impulsor de nuevos grupos armados ilegales10 .

En el ámbito urbano la delincuencia común, las bandas criminales y las milicias urbanas 
jugaron un papel desestabilizante que terminó vulnerando los derechos de las personas, 
en particular de la población de infancia y adolescencia. A su vez, los niños niñas y adoles-
centes “están expuestos a ser víctimas de amenazas, masacres, homicidios, desaparicio-
nes, torturas, ataques indiscriminados, accidentes por minas antipersonal y armas de uso no 
convencional, enfrentamientos armados, restricciones a la circulación de bienes e insumos 
indispensables”11 .

Durante el periodo, pese a las apreciaciones gubernamentales expuestas,  persistió la situa-
ción de pobreza en diversas poblaciones, especialmente en las zonas rurales y en las zonas 
periféricas de las grandes ciudades. En el año 2010 en las áreas rurales de Colombia vivían 
casi 12 millones de personas (un poco más de un cuarto de la población nacional), de las 
cuales el 65,2% se encontraba en situación de pobreza y el 21.5% en situación de pobreza 
extrema o indigencia. En las zonas urbanas la pobreza era del 39% y la indigencia del 8,7%12.

Según el informe del Departamento Administrativo Nacional de Estadísticas (DANE) “Pobre-
za Monetaria Año Móvil Julio 2012 - Junio 2013”13, en Colombia el 32.2% de la población es 
pobre monetaria, mientras el 10.1% está en situación de pobreza monetaria extrema. En las 
cabeceras el 28.0% de las personas vive en pobreza monetaria y el 6.5% está en pobreza 
monetaria extrema. Mientras en el resto (centros poblados y área rural dispersa) el 46.0% de 
las personas son pobres monetarias y el 21.8% se encuentra en pobreza monetaria extrema.

Bajo el Índice de Pobreza Multidimensional para los niños, niñas y adolescentes (IPM-N), 
se encontró que un 33.98% de la población infantil se encuentra en condiciones de pobreza 
multidimensional y que en los niños y las niñas entre 3 a 5 años la incidencia de la pobreza 
es mayor, ya que afecta al 36.9% seguido por el grupo de los y las adolescentes de 12 a 17 
años, con un 35.2%. 

La desigualdad medida a través del Coeficiente de Gini se mantuvo alta en el quinquenio 
2006-2010. En el 2010 fue de 0,585, lo que ubicaba a Colombia como uno de los 7 países 
más desiguales del mundo y el segundo de la región latinoamericana, después de Honduras. 
Durante el año 2011, el índice de Gini para Colombia fue 0.548. En el nivel departamental, 
Chocó, La Guajira, Córdoba, Huila y Cauca presentaron la mayor desigualdad para el año 
2011, sus índices oscilaron entre 0,554 y 0,567. Por el contrario, Cundinamarca, Caquetá, 
Atlántico, Risaralda y Meta tuvieron la menor desigualdad, con índices entre 0,458 y 0,49214.

Para el año 2012, el Índice de Desarrollo Humano15 de Colombia es 0.719, con una diferencia 
de 0.2, respecto al Índice de Desarrollo Humano ajustado por desigualdad (0.519)16. Dicha 
diferencia entre indicadores, representa la desigualdad en relación con las dimensiones de 
esperanza de vida, logros en educación y control sobre los recursos17. Teniendo en cuenta 
que en el 2010 la diferencia entre el Índice de Desarrollo Humano (0,84) y el Índice de Desa-
rrollo Humano ajustado por desigualdad (0.492)18, fue de 0.348, se puede afirmar que durante 
los últimos dos años ha ocurrido una disminución de la desigualdad en nuestro país.

En el lapso analizado, se presentó una elevada tasa de desempleo, especialmente entre la 
población más joven. Dicha tasa para el periodo comprendido entre 2006 - 2010 disminuyó 
levemente de 12.6% a 11.7%19. Como lo plantean algunos analistas económicos “Pese a pre-
sentar la tasa de crecimiento más alta en los últimos 30 años, los últimos cuatro años fueron 
muy desalentadores en términos de resultados en el mercado laboral. La tasa de desempleo 
presentó una disminución muy leve, siendo una de las más altas de la región latinoamericana, 
y la calidad del empleo empeoró, pasando de una tasa de informalidad de 37.8% en 2006 a 
42.3% en 2009”20. Esto afectó la estabilidad económica de las familias y de manera directa e 
indirecta sus efectos se reflejaron en la situación de niñas, niños y adolescentes.

El DANE en su informe sobre los principales indicadores del mercado laboral, señala que 
durante el trimestre móvil junio-agosto de 2013, la tasa de desempleo en el nivel nacional fue 
9.5%. Para este periodo de tiempo los jóvenes, es decir las personas entre 14 y 28 años, re-
presentaron el 32.5% de la población en edad de trabajar. Este grupo aumentó su tasa global 
de participación presentándose en 58.1% . 

8RNI - Red Nacional de Información. Fecha de corte: 31/08/2013 12:00:00 a.m. Consultado el 8 de octubre del 2013: 
http://rni.unidadvictimas.gov.co/?page_id=1629
9Informe anual de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre la situación de los derechos humanos en Colombia 2009.
10Los datos reportados por Medicina Legal muestran que mientras en ciudades como Bogotá se ha dado una reducción continua del homicidio desde mediados de la 
década de los 90, en poblaciones relacionadas con el narcotráfico como Tumaco en Nariño la tasa ha rondado los 150 por cada 100.000 habitantes. Medicina legal. 
Homicidio 2006. Descripción del Comportamiento del Homicidio 2010. Forensis 2006 y 2010.
11Defensoría del Pueblo. Decimosexto Informe del Defensor del Pueblo de Colombia al Congreso de la República. Bogotá, D. C. Defensoría del Pueblo, enero – diciem-
bre 2008.  p 79.
12Perry, Santiago. La pobreza rural en Colombia. RIMISP. Bogotá, 2010. p 2.
13Para este periodo de análisis, en promedio, a nivel nacional un hogar de 4 personas se considera pobre si su ingreso mensual está por debajo de $817.080. En las ca-
beceras este valor es $901.789, y en el resto $540.088. Por su parte, en promedio, a nivel nacional un hogar de 4 personas es considerado pobre extreme si su ingreso 
mensual es inferior a $ 366.755. En las cabeceras este valor es $ 383.402, y en el resto $ 312.322.

14Ministerio de Salud y Protección Social. Análisis de la situación de la salud en Colombia, 2013. Consultado el 8 de octubre del 2013 
http://www.minsalud.gov.co/Documentos%20y%20Publicaciones/An%C3%A1lisis%20de%20situaci%C3%B3n%20de%20salud%20por%20regiones.pdf 
15El Índice de Desarrollo Humano está compuesto por indicadores con tres dimensiones: longevidad, logros en educación y control sobre los recursos necesarios para 
un nivel de vida digno.
16Los efectos de la desigualdad sobre el desarrollo humano pueden recogerse en el Índice de Desarrollo Humano ajustado por la Desigualdad (IDH-D), el cual pondera 
el nivel medio de desarrollo humano y su distribución a lo largo de las dimensiones de esperanza de vida, logros en educación y control sobre los recursos. Si no existe 
desigualdad, el IDH-D es igual al IDH. Cualquier diferencia entre los dos indica desigualdad. Cuanto mayor sea la diferencia, mayor será la desigualdad.
17Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD). Informe sobre Desarrollo Humano 2013. El ascenso del Sur: Progreso Humano en un mundo diverso. 
Nueva York. 2013. Consultado el 9 de octubre del 2013: 
http://www.undp.org/content/dam/undp/library/corporate/HDR/2013GlobalHDR/Spanish/HDR2013%20Report%20Spanish.pdf
18Tiene en cuenta la concentración de la propiedad de la tierra (a partir del coeficiente de Gini) y la violencia (medida por la tasa de homicidios y el desplazamiento). 
19Botero García. Jesús. Desempleo e informalidad en Colombia. un modelo de equilibrio general computable..  Universidad EAFIT. Pág. 1.2011. Documento electrónico, 
consultado el 29 de enero de 2013, disponible en : 
http://www.banrep.gov.co/documentos/conferencias/Medellin/2011/Desempleo%20e%20informalidad_Jesus_Botero.pdf
20Parra, Mónica, et al.  Análisis y perspectiva del desempleo en los últimos 12 años.  Estudio para el Instituto de Estudios del Ministerio Público – Procuraduría General 
de la Nación. Documento electrónico consultado el 2 de febrero de 2013 disponible en: 
http://www.fedesarrollo.org.co/wp-content/uploads/2011/08/An%C3%A1lisis-y-perspectiva-del-desempleo-en-los-%C3%BAltimos-12-a%C3%B1os-INFF-201001004.pdf
21DANE. Mercado laboral de la juventud (14 a 28 años) Trimestre móvil junio-agosto de 2013. Bogotá. 2013
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En el periodo 2005-2010 el gasto social estuvo cerca de un 14% del PIB, porcentaje inferior 
al asignado en otros países de la región22. De acuerdo con el Ministerio de Educación Na-
cional, para el 2012, el 3,8% del PIB fue destinado al gasto público de educación básica y 
media23. Igualmente, se presentó un cambio importante en la distribución del gasto social, el 
cual se reorientó a programas focalizados de transferencias condicionadas,  que en el caso 
del programa Familias en Acción pasó de tener 700.000 familias beneficiarias en 2006 a 2.6 
millones en el 201024.

22Sarmiento, Alfredo. 2012 Financiación pública en infancia y adolescencia. Colombia 2005-2015. Bogotá. 2012. Versión preliminar. p 12.
23Información preliminar. 
24CEPAL. Programas de transferencias condicionadas. Balance de la experiencia reciente en América Latina y el Caribe. Santiago. 2011. p 111.
25El consultor Alfredo Sarmiento, produjo dos documentos para el Sistema de monitoreo de los derechos de los niños, niñas y adolescentes en estructuración, uno sobre 
marco conceptual en 2009 y otro sobre cadenas de valor de los indicadores en 2010. 
26Sistema Único de Información Nacional, en el cual hacen parte las diferentes organizaciones del Estado que tiene responsabilidad directa en la garantía de los dere-
chos de la niñez.

27Durán Ernesto y Torres, Astrid. Análisis y recomendaciones sobre el desarrollo, implementación, aplicación y reglamentación del Código de la infancia y la adolescencia 
a tres años de su entrada en vigencia. Bogotá. Octubre de 2010. 

1.2 Comentarios al informe del Estado

En el informe presentado al CDN sobre el periodo 2006-2010, se hace referencia principal-
mente a normas y planteamientos de políticas  y no a los resultados en materia de garantía 
de derechos de la niñez. Los datos sobre las situaciones de la niñez en el país son limitados 
y se presentan solo en algunos temas, principalmente en  educación y salud. Hay temas que 
apenas son citados, pero no analizados desde la garantía de derechos, como: abandono, 
consumo de psicoactivos, recreación, cultura, desarrollo en primera infancia, maltrato, violen-
cia, explotación sexual comercial, trata de niñas y niños y secuestro. Otros temas presentan 
una información limitada, como niñez en condición de discapacidad,  en situación de calle, y 
calidad de la educación. Lo anterior permite afirmar que faltó mayor unidad de criterio en su 
elaboración.

Existen debilidades del sistema de información público para el registro y seguimiento de la 
garantía de los derechos de niñas, niños y adolescentes, no obstante el Estado colombiano 
con el apoyo de la Cooperación Internacional25, realizó los primeros pasos para consolidar 
un sistema de información nacional integrado que de cuenta de la garantía de los derechos 
de niñas, niños y adolescentes. A partir de 2012, el proceso se retomó con el liderazgo de la 
Mesa SUIN26 (especialmente del ICBF como uno de sus integrantes), pero esto requiere del 
impulso de mayores compromisos financieros, políticos y técnicos por parte de las diferentes 
instituciones del Estado, así como del fortalecimiento del sistema en los niveles municipales 
y departamentales.

En el año 2006, después de un largo proceso de incidencia de la sociedad civil, el país hace 
un avance significativo en la adecuación de su normatividad interna con la formulación de la 
Ley 1098 -Código de la Infancia y la Adolescencia-, la cual se sustenta en la doctrina de la 
protección integral y recoge en lo fundamental los principios de la Convención. El diseño de 
los contenidos del Código contó con el liderazgo del Instituto Colombiano de Bienestar Fami-
liar y la Alianza por la Niñez Colombiana. 

El Código además de sus efectos jurídicos, contribuye en el posicionamiento de la concep-
ción de la garantía integral de los derechos de la infancia y adolescencia; en la necesidad 
de reestructuración de las instituciones del Estado en el nivel nacional y territorial para el 
desarrollo de acciones dirigidas a garantizar derechos de la niñez; y en la obligatoriedad de 
la destinación de recursos necesarios para su cumplimiento. 

Dado que el Código fue originalmente concebido y redactado como una norma de segun-
do nivel, requiere del desarrollo de una reglamentación en diferentes temas para su cabal 
cumplimiento, a través de normas específicas que permitan su aplicación efectiva. Esta re-
glamentación no se ha completado en su totalidad, aspecto que dificulta la implementación 
estricta del Código. Se requiere, por ejemplo, establecer con mayor precisión las ritualidades 
procesales que deben cumplir los Defensores de Familia a fin de garantizar el debido proceso 
(PARD- proceso administrativo de restablecimiento de derechos); el trámite administrativo 
para el levantamiento de la reserva de las actuaciones en los procesos de adopción, reiteran-
do los supuestos en que procede; la fijación de términos a las medidas de restablecimiento 
no contempladas en la Ley 1098 de 2006, pero creadas por el ICBF; los términos y alcances 
de seguimiento a las medidas de restablecimiento decretadas por la autoridad administrativa 
en el fallo; la definición del ente rector del Sistema de Responsabilidad Penal Adolescente, 
y los roles y responsabilidades de cada actor en la operatividad del Sistema; la definición 
de las sanciones a los medios de comunicación y el ente responsable de hacerlo; el trámite 
procedimental para la revisión por Juzgado de Familia de que habla el numeral 2 del artículo 
119 del Código; el trámite que debe seguirse después de la no homologación de las medidas 
decretadas por la autoridad administrativa por parte del Juzgado de Familia; entre otras.

En una encuesta realizada en 2010 por la Alianza por la Niñez Colombiana a actores locales 
(funcionarios e integrantes de la sociedad civil), sobre la implementación y desarrollo del 
Código27, se encontró que sólo el 45% de los funcionarios públicos e integrantes de la socie-
dad civil que trabajan en la garantía de derechos de la niñez consideraba que se produjeron 
cambios importantes en la situación de los derechos en los tres años de vigencia del Código. 
Los consultados consideraron que la acción institucional continúa respondiendo a situaciones 
irregulares y no a la doctrina de protección integral que establece cuatro acciones fundamen-
tales: reconocimiento, garantía, prevención y restablecimiento.

Medidas de aplicación y 
principios generales

02
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En el periodo posterior a la aprobación del Código de la Infancia y la Adolescencia, el ICBF 
incorpora a su narrativa a favor de los derechos de niñas y niños el concepto de deberes de 
los miembros de la población de infancia y adolescencia. Para ello, se sustentó en la tesis 
que señala que al tiempo que se trabaja por los derechos de niños y niñas, es necesario exigir 
a éstos sus deberes. En esta línea se publicaron documentos como: “Derechos y deberes 
de los niños y las niñas a la identidad”28, “Derechos y deberes de los niños y las niñas con 
el medio ambiente”29 y “Derechos y deberes de los niños y niñas a vivir y crecer con el amor 
de papá y mamá”30, donde se mencionan deberes como el de “amar a nuestros hermanitos”, 
“aprovechar nuestro tiempo libre”, “comportarnos bien”, “respetar y cumplir las normas que 
ellos establecen en el hogar” y otros similares.

Sobre el particular, es importante tener en cuenta que el ejercicio de los derechos no está 
condicionado a la observancia de un catálogo de deberes, pues los preceptos en que se fun-
dan los primeros, como lo establece la Convención de los Derechos del Niño, los consagran 
en forma autónoma y sin supeditarlos de manera alguna. No obstante,  a partir del año 2011, 
cuando se produce el cambio de administración del ICBF, se generó un cambio sobre el en-
foque relacionado con los “deberes” y se retoma el enfoque de “garantía de derechos”, por lo 
menos desde el nivel central-Nacional. 

El Código de la Infancia y la Adolescencia estableció la obligatoriedad a los Alcaldes y Gober-
nadores sobre la inclusión de los temas de infancia y adolescencia en sus Planes de Desarro-
llo; la elaboración de diagnósticos situacionales de la niñez; y la formulación de las Políticas 
Públicas diferenciales y prioritarias para esta población. A partir del desarrollo de la Estrategia 
Nacional “Hechos y Derechos” (2009), se presenta avances significativos para la garantía de 
derechos en los niveles departamentales y municipales. La Estrategia fue inicialmente una 
alianza entre la Procuraduría y UNICEF, posteriormente se incorporó el ICBF, la Federación 
de Departamentos, los diferentes Ministerios Públicos, Presidencia y algunas organizaciones 
de cooperación internacional (Visión Mundial, Fundación PLAN, Save the Children, OIM). La 
estrategia se orienta hacia acciones de incidencia y fortalecimiento de capacidades técnicas 
en los temas de infancia y adolescencia en los Departamentos y Municipios, con la finalidad 
de lograr que los temas de esta población se incluyan en los Planes de Desarrollo, se asig-
nen los recursos necesarios y se dé cumplimiento a la garantía de sus derechos. Desde la 
Procuraduría General de la Nación, específicamente la Procuraduría para la Defensa de los 
Derechos de la Niñez y la Familia, se ha desarrollado las acciones de seguimiento, vigilancia 
y control a través de la exigencia a los gobernantes de los niveles nacional y territorial de In-
formes de Rendición Pública de Cuentas sobre los temas de infancia y adolescencia. 

Por otro lado, el Código de la Infancia y la Adolescencia establece que el Sistema Nacional 
de Bienestar Familiar (SNBF), liderado por el ICBF como ente rector, debe garantizar la arti-
culación de las organizaciones responsables de los derechos de la infancia y la adolescencia, 
la prevención de la vulneración de los mismos y la protección y restablecimiento en el ámbito 
nacional, departamental y municipal (Art. 205). Una investigación sobre el SNBF realizada 
en 2011 concluye que “existe, por un lado, un Sistema Nacional de Bienestar Familiar en el 
papel, y por otro lado, una realidad compleja donde las instituciones tienen tensiones frecuen-
tes entre sí, a pesar de lo cual logran cierto grado de articulación en la resolución de casos 
particulares”31.

La falta de coordinación en el SNBF ha dado lugar a una demora en la aplicación de instru-
mentos para garantizar los derechos de la infancia, con los perjuicios que esto puede tener 
sobre la calidad de vida de niñas, niños y adolescentes32. Como lo expone la Defensoría 
del Pueblo꞉ ¨Este avance parcial en la institucionalidad impide que los avances formales se 
materialicen en la vida diaria de niñas, niños y jóvenes y que el gran avance del Código en 
reconocerlos como ciudadanos con derechos propios no se refleje en la institucionalidad, 
y por lo tanto no se haya trasladado a las otras esferas de la vida social y política (familiar, 
comunitaria, social)”33.

Un cambio significativo en el quinquenio 2006-2010 respecto al SNBF, fue la apertura en casi 
todos los municipios del país, en cumplimiento del Código de la Infancia y la Adolescencia, 
de Comisarías de Familia, las cuales llegaron a 1.092 en 1.102 municipios34, mientras tanto 
el ICBF mantuvo 201 centros zonales ubicados en las capitales y ciudades intermedias y con 
jurisdicción territorial en todos los municipios del país, aumentando en ellos el número de De-
fensorías de Familia35. Resta, entre varias condiciones para asegurar calidad y oportunidad 
en la respuesta, garantizar que tanto Defensorías como Comisarías de Familia funcionen 24 
horas diarias, 7 días a la semana, lo cual se cumple sólo en pocas de ellas, en algunas capi-
tales de Departamento.

Durante el quinquenio 2006-2010 se expidió el documento Conpes 109 de 2007, a través 
del cual se aprobó la política pública nacional de primera infancia “Colombia por la Primera 
Infancia”, que busca “promover el desarrollo integral de las niñas y niños desde la gestación 
hasta los 6 años de edad, respondiendo a sus necesidades y características específicas y 
contribuyendo al logro de la equidad”. Con el Conpes se concretan las acciones de incidencia 
y trabajo que venía desarrollando la Alianza por la Niñez Colombiana y otras organizaciones, 
para el establecimiento de una política de primera infancia con metas y acciones integrales 
específicas.

En el tema de los recursos destinados para la garantía de los derechos de la niñez se presen-
taron algunos avances en el quinquenio 2006-2010, pero estos fueron insuficientes, como lo 
plantea un estudio sobre el tema: “aunque hay recursos financieros para empezar a garanti-
zar desde ya derechos a la infancia y la adolescencia, estos no necesariamente son suficien-
tes. Por un lado, las transferencias del nivel nacional aportan a la garantía de los derechos 
con ciertas limitaciones, y por otro, las restricciones en recaudo de impuestos a nivel local 
dificultan una complementación con recursos propios”.36“…sesenta años de crecimiento posi-
tivo sin interrupción en Colombia, no dieron la solución estructural esperada para superar la 
pobreza, disminuir la inequidad y darle prioridad al desarrollo de la niñez”37.

Por ello sigue siendo vigente la recomendación dada por el Comité al Estado colombiano en 
relación con la necesidad de aumentar y distribuir equitativamente el presupuesto destinado 
a la niñez colombiana.

28 ICBF.  Derechos y deberes de los niños y las niñas a la identidad. ICBF.  Bogotá, 2009.
29 ICBF.  Derechos y deberes de los niños y las niñas con el medio ambiente. ICBF. Bogotá, 2009. 
30 ICBF.  Derechos y deberes de los niños y las a vivir y crecer con el amor de mamá y papá. ICBF.  Bogotá, 2010.
31 Durán, Ernesto, Guáqueta, Camilo & Torres, Astrid. Restablecimiento de derechos de niños, niñas y adolescentes en el Sistema nacional de bienestar familiar. Revista 
Latinoamericana de Ciencias Sociales, Niñez y Juventud, 2 (9), pp. 549-559. 2011.

32 XVIII Informe del Defensor del Pueblo al Congreso de la República - Primera parte. Defensoría del Pueblo. Bogotá, 2011. p 191
33 Ibíd. 
34 Procuraduría General de la Nación. Comisarías de familia, línea de base nacional. Procurando la Equidad 6. Diciembre de 2011.
35 El Artículo 79 del Código de Infancia y Adolescencia establece la conformación de Defensorías de Familia, como equipos multidisciplinarios en psicología, trabajo 
social y nutrición que acompañarán al Defensor de Familia como autoridad administrativa encargada de prevenir, garantizar y restablecer los derechos de los niños, 
niñas y adolescentes.
36 Alianza por la Niñez Colombiana. Recursos para la infancia y la adolescencia. Una prioridad a nivel territorial.2011. p 47.
37 Sarmiento, Alfredo. La crisis económica y la niñez. Alianza por la Niñez Colombiana. Bogotá. 2010.
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El principio de no discriminación está enunciado en la Constitución y en las leyes nacionales, 
sin embargo continúan presentándose debilidades en las respuestas integrales y diferencia-
les para las poblaciones en mayores condiciones de vulnerabilidad y exclusión, como es el 
caso de las niñas y los niños indígenas,  afrodescendientes, en condición de discapacidad, 
adolescentes y jóvenes LGBTI, entre otros.

En sectores como el de educación, persisten acciones que promueven la discriminación y 
no responden a un enfoque diferencial, en la medida en que no se cuenta con el suficiente 
personal capacitado para atender la diversidad y las particularidades culturales38. Un grupo 
especialmente vulnerable a la discriminación es el conformado por adolescentes y jóvenes 
LGBTI. Es preocupante la ausencia de políticas públicas locales y nacionales que aseguren 
su protección y participación en las decisiones referentes a los asuntos que les conciernen 
como grupo social emergente; esta invisibilización social y política puede constituir un factor 
que agrave las situaciones de exclusión y violencia39.

Respecto a la equidad de género, se presentaron avances en el acceso a educación y sa-
lud, sin embargo los avances en acceso no significan mejores condiciones en la calidad de 
la atención en respuesta a un enfoque diferencial y de reconocimiento de las diferencias de 
género. Por otro lado, las niñas continúan enfrentando niveles mucho más altos de riesgo de 
abuso sexual, explotación sexual comercial y trabajo infantil doméstico.

El Comité en sus recomendaciones al anterior informe planteó la necesidad de que el Estado 
diera “prioridad al registro inmediato de todos los niños”. La Encuesta Nacional de Demo-
grafía y Salud 2010, mostró que un 3.5% de niñas y niños del país no fueron registrados al 
nacimiento, siendo los departamentos con mayor porcentaje de niñas y niños no registrados 
los de: Chocó con un 9.8%, Vichada con el 9.4%, Córdoba y Guajira con el 8%, departamen-
tos con mayoría de población afrodescendiente o indígena. Las principales razones para no 
registrarlos fueron: por muerte del niño, porque los padres no tenían documentación, por no 
presencia del padre o porque el sitio de registro quedaba muy lejos.

Se reconoce que el Estado ha realizado acciones para avanzar en la cobertura de la ins-
cripción de niños y niñas, como la implementación del registro en hospitales y clínicas en 
cumplimiento de lo establecido en el Código de la Infancia y la Adolescencia y la firma en el 
año 2007 del Convenio de Cooperación Internacional entre gobernantes departamentales y 
municipales, Registraduría Nacional, ACNUR, UNICEF, Fundación PLAN y O.I.M, para apo-
yar  las Unidades de Atención a la Población Vulnerable, UDAPV40, pero aún es un reto la uni-
versalización del registro civil, particularmente en la población afrodescendiente e indígena y 
la que habita en zonas rurales dispersas.

“En mi casa algunas veces me piden opinión y cuando la doy me dicen que no es 
correcto… En la calle ignoran las opiniones de niñas y niños, porque no entendían”41. 

“En muchas ocasiones por ser menor de edad no prestan atención a las 
opiniones que damos”42 

“Aunque sabemos que nuestras opiniones son pequeñas creemos que deben ser 
tenidas en cuenta, pero esto no se da porque los adultos creen que no 

somos capaces de aportar buenas ideas”43.

El artículo 31 del Código de Infancia y Adolescencia estableció el derecho a la participación y 
la corresponsabilidad del Estado, la familia, y la sociedad para garantizarla. Por otra parte, la 
estrategia Hechos y Derechos, incluida en el Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010, plantea 
la necesidad de fomentar la participación de la infancia y la adolescencia “para fortalecer las 
capacidades reflexivas y ayudar a construir una cultura democrática”44.

38 XV Informe del Defensor del Pueblo al Congreso de la República - Primera parte. Defensoría del Pueblo. Bogotá, D.C, 2007. pp. 133-134.
39 La secretaría de planeación del Distrito Capital elaboró un diagnóstico de la población de niños, niñas y adolescentes 
LGBTI. Cfr: http://www.sdp.gov.co/portal/page/portal/PortalSDP/actualidad-SDP-home/DIAGNOSTICO-planeacion-baja.pdf

Derechos y libertades civiles 
(artículos 7, 8, 13 a 17, 28, párrafos. 2, 37ª y 39) 03

3.1. Derechos civiles

   3.1.1. Registro Civil

   3.1.2 Expresión y Participación

40 Comportamiento Histórico Atención Registraduría Nacional del Estado Civil UDAPV 2000-2012. http://www.registraduria.gov.co/-UDAPV,286-.html
41 Consulta participativa a niñas y niños. Barranquilla, Diciembre de 2012.
42 Consultas participativas a niñas y niños. Bucaramanga 2012.
43 Consultas participativas a niñas y niños. Bucaramanga 2012.
44 Participación de niñas, niños, adolescentes y jóvenes. Estrategia Hechos y Derechos Seis claves. Procuraduría General de la Nación. 2008. pp. 10, 29.
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A través de la Estrategia Hechos y Derechos, los niños, niñas y adolescentes de las diferen-
tes regiones del país viene desarrollado procesos de participación en torno a la situación de 
garantía de sus derechos, con la finalidad de posicionar los temas relevantes en la agenda 
publica de municipios y departamentos, que se concreta en especifico en los Planes de De-
sarrollo Municipal y Departamental.

En este marco, en los espacios de Rendición Publica de Cuentas, exigidos por la Procuradu-
ría General de la Nación, en especial la Procuraduría para la defensa de los derechos de la 
infancia, la adolescencia y la familia, los niños, niñas y adolescentes representantes de las 
diferentes regiones del país han tenido la oportunidad de expresarle a los gobernantes sus 
preocupaciones y propuestas. Desde 2009 se desarrollan estos procesos y en promedio tres 
por año.

La Mesa Nacional Interinstitucional de Participación liderada inicialmente por la Alianza por 
la Niñez y posteriormente en el marco de la estrategia Hechos y Derechos, publico los linea-
mientos conceptuales de la participación y en los que se establece 6 claves de la participa-
ción para que pueda desarrollarse bajo criterios básicos fundamentales45: que sea a cualquier 
edad, en condiciones de equidad, en múltiples escenarios, niveles y formas, en un ambiente 
favorable, de modo autónomo, integral y continuo, y con un impacto real. 

En la actualidad se resalta la importancia del Protocolo de Participación de niños, niñas y 
adolescentes víctimas del conflicto armado para la implementación de la ley de Victimas. 
Este Protocolo está en proceso de diseño por la Unidad  Administrativa para la Atención y 
Reparación Integral a las Victimas  y la Restitución de Tierras, (a la fecha de este informe aún 
no se ha dado a conocer). Se espera que dicho Protocolo contenga un enfoque metodológico 
diferencial, que brinde condiciones de Protección y Seguridad a las niñas y niños, y que su 
implementación sea garantizada en todo el territorio nacional.

A pesar de estos avances, todavía existen muchos retos para alcanzar una participación 
masiva y profunda de este grupo poblacional. Aún se presentan dificultades culturales y for-
males-institucionales para el reconocimiento de los niños y niñas como sujeto de derechos, 
con capacidad de opinar sobre las situaciones que los afecta directamente. Se requiere de-
sarrollar mas metodologías de participación teniendo en cuenta los ciclos de vida de la niñez 
y desarrollar procesos mas profundos en las instituciones del Estado (Nacional y Territorial) 
para que las propuestas de los niños y niñas sean realmente tenidas en cuenta.

Adicionalmente, debe tenerse en cuenta que los niños y niñas tienen, en virtud de la Con-
vención de los Derechos del Niño, artículos 12 y 13, el derecho a participar en las decisiones 
que los afectan y que se adoptan en el seno de las entidades del Estado, lo que incluye a la 
rama judicial del poder público. Esto implica que, por ejemplo,  los que han sido afectados 
por la violencia que deriva del conflicto armado, a través del desplazamiento forzado, de la 
acción de las minas antipersonal en su contra, o del reclutamiento ilícito, deben ser oídos por 
parte de los jueces que deben decretar las medidas de satisfacción a su favor en los procesos 
judiciales que se siguen en contra de los responsables de estos hechos delictivos, según lo 
previsto en la Ley 1448 de 2011, ley de Víctimas.

Evidentemente, los niños y las niñas deben poder participar en los procesos judiciales en los 
que se decide sobre su reparación, lo que es congruente con lo dispuesto en otros preceptos 
del mismo instrumento normativo y del artículo 31 de la misma Ley 1098 de 2006.

Hasta la fecha, según las sentencias dictadas por la jurisdicción ordinaria o por la que está a 
cargo de los procesos de Justicia y Paz, esto no ha ocurrido en proceso alguno.

De otra parte, en la consulta virtual realizada para el presente informe, entre octubre de 2012 
y febrero de 2013, en la que participaron más de 750 niñas, niños y adolescentes, opinaron 
que la escuela y la familia son los escenarios donde se permite en algo su participación, mien-
tras que en los espacios políticos y sociales la participación es más limitada. A la pregunta 
sobre con qué frecuencia sus ideas son tenidas en cuenta, las respuestas fueron: En su casa 
o familia son tenidas en cuenta algunas veces 54,1%, siempre 37,4% y nunca 8,5%; en el 
ámbito escolar esta proporción es de 25,7% siempre, 59,3% algunas veces y 15% nunca y en 
el ámbito del barrio y la ciudad esta proporción es de 11,4% siempre, 38,1% algunas veces y 
50,5% considera que sus opiniones nunca son tenidas en cuenta.

Respuestas como la obtenida de una de las niñas consultadas al preguntarle sobre su par-
ticipación en la escuela y en la casa evidencian que todavía existen dificultades en el adulto 
para aceptar la participación de niñas y niños:

La participación en las decisiones políticas que los afectan, es limitada, como lo expresa un 
niño consultado:

En el informe del Estado al Comité se refieren experiencias de inclusión de niñas, niños y 
adolescentes en procesos participativos, como la estrategia “Los jóvenes tienen la palabra 
y le proponen al país” del ICBF, en la cual participaron cerca de 2.000 niños y niñas en di-
ferentes regiones del país. Este tipo de experiencias como otras desarrolladas en algunas 
regiones, si bien son significativas, se limitan a un número pequeño de niños y niñas. 

Iniciativas adelantadas por el Ministerio de Educación Nacional como la implantación de los 
Gobiernos Escolares en las instituciones educativas públicas y la participación de jóvenes en 
el proyecto internacional de Parlamento Juvenil impulsado por Mercosur, abren un potencial 
espacio de participación. Si bien estos mecanismos están institucionalizado en los centros 
escolares, esto no quiere decir que se dé la participación efectiva de todas los niños y niñas 
y tampoco que tengan la posibilidad de incidir en los procesos de organización y toma de 
decisiones escolares de manera efectiva, desde un enfoque que los tenga en cuenta como 
sujetos activos de derechos. 

45 Seis Claves de la Participación. Estrategia Hechos y derechos. Participación de niñas, niños, adolescentes y jóvenes. Bogotá. 2008.

Sí, cuando le decimos a la profesora que no barramos el salón sino que lo la-
vemos y lo hace… en mi casa con lo que yo trabajo compro lo que quiero, pero 
para comer es lo que mi mamá haga  46

Las ideas no son tomadas en cuenta por las personas adultas, nos escuchan 
pero no se nos toman en cuenta nuestras ideas. Por ejemplo, los gobernantes 
nos pueden escuchar pero no nos toman en cuenta nuestras opiniones. En mi 
comunidad le diríamos al Alcalde que nos construyera un parque infantil para 
los niños y las niñas, de pronto nos escucha, pero nunca hace el parque   47.

46 Consultas participativas a niñas y niños. Quibdó, Noviembre de 2012.
47 Consultas participativas a niñas y niños. Cauca, Noviembre de 2012.
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Una evaluación hecha en 201048, que aborda el tema de participación, movilización social e 
incidencia de niñas, niños y jóvenes, muestra que existen pocos espacios y escenarios crea-
dos con estos propósitos,  aspecto que limita el ejercicio de sus derechos y su reconocimiento 
como ciudadanos. En lugares como la escuela, a pesar de la instancia de gobierno escolar, 
gran parte de las relaciones están marcadas por una relación adulto-céntrica y jerárquica, que 
en muchos casos también es autoritaria. En el nivel nacional hay un bajo conocimiento de 
la función del  gobierno escolar y poca credibilidad en su utilidad: El 61.1% de adolescentes 
(hombres y mujeres) conoce acerca del funcionamiento del gobierno escolar, sin embargo, el 
55.4% cree que éste no ha adelantado ninguna gestión de interés colectivo49.

El ejercicio de participación virtual realizado para este Informe preguntó a las niñas, niños y 
adolescentes sobre qué acciones proponían para mejorar la situación de sus derechos, frente 
a lo cual respondieron: 

Actualmente los avances en las telecomunicaciones han favorecido el desarrollo de nuevos 
mecanismos de participación que se basan en la construcción de redes sociales y la masi-
ficación de los medios de comunicación, los cuales han brindado la posibilidad de incluir a 
niñas, niños y adolescentes en ejercicios de información, educación y seguimiento de sus 
derechos. Algunas entidades del Estado utilizan estos mecanismos, sin embargo hay que 
tener en cuenta que el acceso a estas tecnologías aún es limitado en gran parte del territorio 
nacional, principalmente en las zonas rurales y que, por otro lado, por situaciones económi-
cas, un porcentaje importante de niños y niñas no accede a las mismas. Según el DANE, en 
2010 sólo el 19,3 % de los hogares contaba con conexión a internet, 24,4% en las cabeceras 
y el 1.6% en el resto50.

La televisión sigue siendo el principal medio de comunicación al que tienen acceso niñas, ni-
ños y adolescentes del país, como lo evidencia la encuesta de calidad de vida del DANE del 
2010, y al que, según los datos de la ENSIN 2010, más tiempo le dedican a diario.

Los pueblos indígenas y afrodescendientes se encuentran en su mayoría en situaciones de 
pobreza y exclusión, siendo las poblaciones más vulneradas en el ejercicio de sus derechos. 
En el diagnóstico de pobreza y desigualdad en Colombia del año 2006, se señalaba que el 
“67,9% de los indígenas son pobres y el 29,8% vive en situaciones de indigencia; por su parte 
los pueblos afrodescendientes presentan un 62% de pobreza y 25% de indigencia”51. 
 
Dada las características identificadas en estos pueblos, las situaciones de vulnerabilidad son 
crecientes, especialmente para quienes viven en zonas rurales52. La pobreza, limita la satis-
facción de necesidades básicas, afectando con mayor fuerza a la población infantil pertene-
ciente a las comunidades afrocolombianas e indígenas53. Así mismo, la ubicación espacial de 
los asentamientos de las poblaciones étnicas los ha vinculado con situaciones de conflicto 
armado. Niñas, niños y adolescentes han sido víctimas de reclutamiento forzado en sus te-
rritorios54. 

La discriminación étnico-racial en contra de las niñas, niños y adolescentes afrocolombianos 
se refleja también en el ámbito escolar. De acuerdo con el estudio Aquí ellos también son 
iguales55 se identifica que en algunos contextos académicos “el racismo se expresa de forma 
“sutil” pero no por ello menos efectiva y violenta…los docentes niegan el racismo en la ins-
titución pero resaltan la particularidad y la inclinación natural de los estudiantes afrodescen-
dientes hacia la danza y el deporte, construyendo narrativas sobre sus habilidades lúdicas y 
deportivas, contrapuestas a problemas de rendimiento académico”56.

1) Ayudar a que todos los niños y niñas no les falten los papás y las mamás y que tengan  
    un bienestar sano, estén a salvo. 
2) Ayudar a que todos los niños tuvieran papás y casas. 
3) Ayudar para que no les faltara nada, más que todo alimentación, vivienda y vestimenta,  
    para que de esta forma estén bien. 
4) Hacer que todos los niños reciclen. 
5) Asegurar hogares amorosos, respetuosos y alegres 
6) Protegerlos contra los que lo tratan mal. 
7) Hacer que los niños puedan salid y no les pase nada. 
8) Trabajo estable, bien remunerado y con horarios favorables para los papás para que    
     puedan compartir buen tiempo con los hijos; fortaleciendo la unión familiar. 
9) Acabar toda esa injusticia y acabar toda esa corrupción. 
10) Protección para los niños, niñas y adolescentes colombianos 
11) Hacer todo lo posible para que los niños tengan una alimentación nutritiva, saludable y
      una vivienda digna. 
12) Parques limpios y más abundantes.

48 Evaluación Plan Estratégico de País Colombia (CSP II). Documento Nacional Preliminar CPO 12 Como adolescente construyo vida, comunidad y país. Plan, Colom-
bia, 2010, pp. 10 - 12.
49 Evaluación Plan Estratégico de País Colombia (CSP II). Documento Nacional Preliminar CPO 12 Como adolescente construyo vida, comunidad y país. Plan, Colom-
bia, 2010, pp. 11.
50 DANE. Indicadores básicos de Tecnologías de la información y la Comunicación. Año 2010. Junio 7 de 2011. Versión electrónica consultada el 14 de marzo de 2013, 
disponible en: http://www.dane.gov.co/files/investigaciones/boletines/tic/bol_tic_2010.pdf.

   3.1.3. Diversidad Étnica y Cultural.

Necesitamos que nos protejan. Nos preocupan las pandillas, la venta y el consu-
mo de drogas, la violencia sexual y la guerra que se quiere adueñar de nuestros 
barrios y territorios”, afirmaban en un bando enviado por niños, niñas y adoles-
centes afrocolombianos, negros, palenqueros y raizales a la cumbre mundial de 
mandatarios afros en Septiembre de 2013 en Colombia.

51 López, Hugo y Núñez, Jairo Pobreza y desigualdad en Colombia. Diagnóstico y estrategias.. Departamento Nacional de Planeación. 2007. p 96.
52 Informe del Secretario General sobre los niños y el conflicto armado en Colombia. Naciones Unidas Consejo de Seguridad.  2012. p 3.
53 Ibíd. 18. p 3
54 Para citar sólo un caso, en “2010 el Observatorio del Programa Presidencial de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario informó de que se había 
producido un aumento de los casos de  reclutamiento forzado de niños indígenas sikuani y guayabero en el departamento de  Guaviare”. Naciones Unidas, Op. Cit. p 6.
55 Vásquez, Carmen. Aquí ellos también son iguales: Una aproximación al racismo en el ámbito escolar. En: Afro-reparaciones: Memorias de la esclavitud y justicia 
reparativa para negros, afrocolombianos y raizales. Centro de Estudios Sociales. Universidad Nacional de Colombia. Bogotá, 2007. pp.647-660.
56 Mosquera, Claudia et al. Afro-reparaciones: Memorias de la Esclavitud y Justicia Reparativa para negros, afrocolombianos y raizales. Colección CES. Serie Estudios 
Afrocolombianos. Universidad Nacional de Colombia. Bogotá, 2007. p 57. 

Las acciones adelantadas por parte del Estado para brindar acceso a una televisión de ca-
lidad,  siguen siendo limitadas. Los contenidos de los programas televisivos muchas veces 
normalizan la violencia, presentan como héroes a delincuentes como los narcotraficantes, 
degradan la imagen de las mujeres mostrándolas como objetos sexuales y promueven prác-
ticas de consumo que no favorecen el desarrollo de los niños y niñas.

La grave situación que viven las niñas, niños y adolescentes indígenas se evidencia en sus 
condiciones de nutrición. La ENSIN 2010 mostró que en los niños indígenas el porcentaje de 
todos los tipos de desnutrición fue significativamente más alto que el del resto de la población: 
el porcentaje de desnutrición crónica en menores de 5 años indígenas fue del 29,5 % frente 
a 13,2 % en la población general y el porcentaje de desnutrición global fue de 7,5%, frente 
al 3,4 % de la población general; el dato más preocupante encontrado fue que el 9,4% de 
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57 Codacop. La Niñez y el futuro de los pueblos indígenas. Kimpres. Bogotá. 2010. 
58 Ibíd. pp14-18,20-21.
59 Informe de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre la situación de los derechos humanos en Colombia, 2007
60 ACNUR, Reclutamiento armado de niños en Colombia obliga a indígenas a salir de sus tierras. 2009.Documento electrónico consultado el 12 de marzo de 2013 dispo-
nible en:  http://www.acnur.org/index.php?id_pag=8879
61 Fundación Antonio Restrepo Barco, Fundación Renacer y Plan (2008) Escenarios de la Infamia. Explotación Sexual de Niños, Niñas y Adolescentes. Bogotá. p 60-61
62 ONU. Discriminación racial en Colombia: informe alterno ante el Comité para la Eliminación de la  Discriminación Racial. 2009. p 9.

63 Consulta participativa con niñas y niños. Cauca, Noviembre de 2012. 
64 Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses. Forensis, Violencia Intrafamiliar. Colombia. 2006. pp. 93-94.
65 Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses. Forensis. Descripción del Comportamiento de la Violencia Intrafamiliar. Colombia. 2010. p 103.
66 Consulta participativa con niñas y niños. Cartagena, Diciembre de 2012
67 Consulta participativa con niñas y niños. Cali, Noviembre de 2012. 

los menores de 5 años indígenas presentaban desnutrición crónica severa, más del triple del 
promedio nacional (3%).

En las comunidades indígenas, según los resultados de la investigación “La niñez y el futuro 
de los pueblos indígenas”57, no hay atención permanente por parte del Estado o las entidades 
prestadoras del servicio de salud a través de programas e intervenciones preventivas, y las 
causas de muertes de niñas y niños son evitables, puesto que principalmente corresponden 
a problemas de desnutrición, infecciones respiratorias, tuberculosis y tosferina. Esta investi-
gación también señala que más del 60% de las niñas y los niños nace con peso por debajo 
de lo normal en tres de las comunidades analizadas, y la complementación alimentaria que 
brinda el Estado es insuficiente y no todos la reciben. En relación con la educación se plantea 
que ningún niño acudió a modalidades de educación inicial y los niveles de asistencia a pre-
escolar son menores del 50%. La asistencia a educación primaria varía entre comunidades 
llegando en algunas al 99% (niños y niñas de la comunidad Awa) y en otros al 57% (niños y 
niñas de la comunidad Yukpa). Los niveles de la educación secundaria son preocupantemen-
te bajos, alcanzando apenas el 38% para el caso de los niños y niñas de la comunidad Awa”58. 

A lo anterior se suman las graves vulneraciones a sus derechos a que se ven expuestos por 
el conflicto armado y la presencia de grupos armados ilegales, dado que se producen ataques 
a las escuelas, hospitales y pueblos y ocurren asesinatos selectivos, desapariciones y des-
plazamiento forzado59. La utilización de niñas, niños y adolescentes indígenas y afrodescen-
dientes por los diferentes grupos armados ilegales sigue siendo una constante violación de 
sus derechos, y se constituye en una de las causas principales del desplazamiento forzado 
de sus comunidades60.

Por otro lado, se reconoce la presencia de niños, niñas y adolescentes indígenas Embera 
Chamí, Embera Wounan, Embera Catíos, Zenúes y Sikuani como víctimas de explotación 
sexual comercial en varias zonas del país: Cali, Medellín, Montería, Sincelejo, Quibdó y Arau-
ca61. La minería ilegal (oro y coltán) en los Departamentos de Guaviare y Guainía, en límites 
con Venezuela y Brasil, también atrae niñas indígenas Puinave que son sometidas a vejáme-
nes sexuales a cambio de pagos en dinero por colonos y mineros entre los que hay ciudada-
nos brasileños y grupos armados ilegales.  

Es de resaltar que si bien el Estado colombiano no adhirió inicialmente a la Declaración de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, si lo hizo al final del periodo 
analizado62.

El país aún está lejos de lograr la seguridad de la integridad física de todos los miembros de 
comunidades étnicas, de prestar asistencia diferenciada y favorable a niñas, niños y adoles-
centes indígenas y afrodescendientes, de asegurar el ejercicio pleno de sus derechos, espe-
cíficamente en materia de salud y educación, tal como lo solicitó el Comité en el año 2006.

Entorno familiar y modalidades alternativas 
de cuidado (artículos 5, 9 a11, 18(párrafos 1 y 2), 

19 a 21, 25, 27 (párrafo 4) y 39)
04

“En las casas los adultos se maltratan delante de los niños, alegan y por eso los niños 
hacen lo mismo en la escuela porque desde la casa vienen con el mismo problema. Cuando 

se presentan estas peleas al ratico a uno le da miedo pero luego uno ya aprende a cómo 
pelear o cómo alegar entonces ya en el colegio uno hace lo mismo. Si uno no está haciendo 

nada y otro viene le pega es porque lo aprendió”63.

Para el año 2006 se reportaron 13.540 casos de maltrato infantil evaluados por Medicina Le-
gal, siendo mayor el riesgo de sufrir maltrato en el rango de edad entre 10 y 14 años y siendo 
las niñas quienes recibían mayor maltrato por ambos padres64. Las denuncias por violencia 
intrafamiliar y maltrato no variaron significativamente durante el quinquenio 2006-2010. Para 
el 2010 Medicina Legal reportó haber valorado 7.319 agresiones contra niñas y adolescentes 
mujeres y 6.412 contra niños y adolescentes hombres. Muchas de las niñas y adolescentes 
que fueron agredidas se encontraban desempeñando labores del hogar, rol que en el país es 
delegado a las mujeres. 

El maltrato contra niños y niñas “presenta diferencias a partir de los 10 años de edad, en la 
medida en que para los hombres se presentó un descenso leve, mientras que para las muje-
res se presentó un ascenso bastante significativo”65: para los hombres de 10 a 14 años se da 
una tasa de 98,07 por cien mil habitantes y de 15 a 17 años de 91,30 por cien mil habitantes; 
mientras que para las mujeres de 10 a 14 años es de 112,95 y para las de 15 a 17 años de 
177,59 por cada cien mil habitantes. Los principales victimarios siguen siendo los padres y 
madres en un 62,4% de los casos, y otros familiares en un 37,5%.

Las agresiones hacen parte del entorno en el que se desarrollan muchos niños y niñas, tal 
como ellos y ellas lo referencian:

La violencia intrafamiliar es cuando se golpean las familias, por mi casa una 
muchacha la mantienen encerrada, si la ven afuera le pegan con cinturón, si el 
papa se mete el papa le pega a la mama, y los hermanos se meten y también les 
pega. Ella como no la dejaban salir se tomó unas pastillas…”66. “Decirles grose-
rías, maltratarlos, no apoyarlos, ser malas personas. Yo he visto que les pegan 
cachetadas a los niños, les pegan, les dicen no debiste haber nacido nunca.  67
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Si bien se desarrollaron normas jurídicas como la ley 1257 del 2008, que reglamentó la sen-
sibilización, prevención y sanción de todas las formas de agresión contra las mujeres, la rea-
lidad no ha cambiado. Para el año 2010, la Procuraduría General de la Nación informo que 
de los 108.778 casos de VIH las mujeres y las niñas representaron el 80% de las víctimas68.

Según Medicina legal 6.564 niños y 7.649 niñas son maltratadas en Colombia, en total duran-
te el 2011 se reportaron 14.213 casos de maltrato infantil.

De acuerdo al informe Forensis 201169, de los 17.717 años de vida saludables que se per-
dieron debido a la violencia intrafamiliar cometida contra niños, niñas y adolescentes, 11.091 
años corresponden a mujeres. Esta es una cifra que casi dobla los 6.626 años de vida salu-
dables perdidos en hombres. A medida que aumenta la edad, se incrementan los casos en 
que las niñas sufren violencia intrafamiliar, al punto que entre los 15 y 17 años se presentan 
más de la mitad de los casos registrados (5.897). En la vivienda, las horas de la noche y los 
fines de semana fueron los lugares y las situaciones en las que se registró el mayor número 
de casos de violencia intrafamiliar70.

Las cifras de muertes violentas de menores de 18 años son alarmantes, especialmente en el 
rango de 15 a 17 años. En el año 2010 se presentaron 973 muertes violentas en este grupo 
etario, de las cuales 98 correspondieron a mujeres71. 

El Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses revela que para 2012 en este 
mismo grupo etario hubo 1145 homicidios: 974 de hombres y 171 de mujeres. Estas cifras 
ponen en evidencia el involucramiento de niñas, niños y adolescentes en el conflicto interno 
que aqueja al país, así como en situaciones de delincuencia común y crimen organizado.

En Colombia el suicidio es principalmente un problema entre los adolescentes y jóvenes72, 
en 2009 se registró 193 casos de suicidios entre los 10 y los 17 años. Del porcentaje total 
de suicidios en el país, el porcentaje de suicidio de adolescentes entre 15 y 17 años ha au-
mentado, pasando de 5,97% en 2008 a 6,86% en 2010. Esta situación refleja la problemática 
de salud mental que vive esta población. En el 2012, 175 personas entre los 6 y los 17 años 
se quitaron la vida, de estas 115 eran hombres y 60 mujeres. Según el Boletín Epidemioló-
gico Trimestral, presentado por el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, 
durante el primer semestre del 2013, 48 hombres y 28 mujeres entre los 13 y los 17 años 
cometieron suicidio. 

Otra problemática es la relacionada con la accidentalidad. En el año 2010 se presentaron 180 
muertes accidentales en el rango de 0 a 4 años; 92 en el rango de 5 a 9; 90 en el rango de 10 
a 14, y 102 entre 15 y 17. En el rango de 0 a 4 años de las 180 víctimas, 134 fueron niñas, en 
los otros rangos de edad la mayor frecuencia estuvo en niños73. Para el año 2012 ocurrieron 
463 muertes accidentales en el rango de 0 a 17 años, de las cuales 315 fueron de hombres 
y 148 de mujeres74.

Por delitos sexuales, se tiene para 2011 un total de dictámenes de 19.617, el grupo poblacio-
nal más afectado son las niñas en edades entre 10 a 14 años, con 7.304 casos, y los niños 
entre 5 y 9 años con 1.476 casos75. En el caso de los delitos sexuales, un estudio realizado 
por el Instituto de Estudios del Ministerio Público, señala que la impunidad en delitos sexua-
les, para el año 2006, en el territorio nacional oscila 92 y 93%76.

Asociado a las situaciones presentadas, principalmente a las condiciones precarias de vida 
de las familias, el país presenta cifras preocupantes de abandono infantil, entre el 2008 y 
2011 se registraron 3.280 ingresos de niños y niñas a los programas del ICBF por encontrar-
se en situación de abandono77. La Encuesta Nacional de Demografía y Salud 2010 muestra 
que solo el 56,1% de los menores de 15 años vive con ambos padres, el 35,4% vive solo con 
uno de sus padres, generalmente la madre, y un 7,1% no vive con ninguno de sus padres78.

Igualmente preocupantes son los reportes de casos de inasistencia alimentaria, los cuales re-
gistran altos niveles de denuncia en el sistema penal del país. “La base de datos de la Fiscalía 
indica que dentro del sistema penal acusatorio, entre 2005 y 2010 ingresaron cerca de 250 
mil procesos por Inasistencia Alimentaria”79. A estos casos hay que sumar aquellos en que 
no se denuncia por temor a la respuesta violenta del padre y las barreras que en ocasiones 
se colocan para  la recepción de las demandas por parte del sistema de justicia, específica-
mente por ciertas actitudes de funcionarios al restar importancia a las denuncias realizadas 
por las mujeres, “al considerar que se trata de asuntos domésticos, les imponen trabas. En 
ocasiones les indican que si ellas tienen suficiente dinero para cubrir los gastos de sus hijos, 
entonces no tienen por qué acudir al sistema judicial”80.

En un estudio del Instituto de Bienestar Familiar, publicado en el periódico el Tiempo el 4 
de noviembre de 2013, se informa que cada mes se abren 1.200 procesos por paternidad 
responsable, los casos de duplicaron en este año pasando de 7.500 a mas de 15.000, los 
juzgados de familia han abierto 44.913 expedientes, lo que significa una medida de 41 casos 
por día. Se constata igualmente que 145.000 madres registraron a sus hijos e hijas solas.

En el 2008 el ICBF reportó un total de 58.527 niñas, niños y adolescentes atendidos en el 
sistema de protección por vulneraciones de derechos, de los cuales el 48% eran mujeres y 
el 52% hombres, la mayoría provenientes de las zonas urbanas; 10.984 tenían resolución de 
adoptabilidad y no habían permanecido con sus padres por más de un año81. La mayoría de 
estas niñas, niños y adolescentes que tenían declaratoria de adoptabilidad y se encontraban 
en instituciones de protección, correspondían a casos definidos como de “difícil adopción” por 
su edad o alguna otra condición.

El informe de gestión del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar del año 201082 indica 
que en Colombia se atendieron 711.000 niños, niñas y adolescentes bajo modalidades de 
protección, porque sus derechos fueron amenazados y/o vulnerado y se les dicto una medida 
de restablecimiento de derechos.

68 Procuraduría. Sistema de Atención al Ciudadano. “80% de las víctimas de violencia intrafamiliar tiene rostro de mujer”, señaló Procuraduría durante Encuentro 
Nacional de Comisarios y Comisarias de Familia. Procuraduría General de la Nación. Boletín 518. 2012. Documento electrónico consultado el  3 de febrero de 2013, 
disponible en: http://www.procuraduria.gov.co/portal/_80_de_las_victimas_de_violencia_intrafamiliar_tiene_rostro_de_mujer___senalo_Procuradur_a_durante_Encuen-
tro_Nacional_de_Comisarios_y_Comisarias_de_Familia.news
69 Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses y Grupo Centro de Referencia Nacional sobre Violencia. Forensis 2011. Datos para la vida. Bogotá. 2011.
70 Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses y Grupo Centro de Referencia Nacional sobre Violencia. Forensis 2011. Datos para la vida. Descripción del 
Comportamiento de la Violencia Intrafamiliar. Colombia. 2011
71 Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses. Forensis. Comportamiento del homicidio. Colombia. 2011. p 21.
72 Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses. Forensis. Qué ha pasado con el suicidio en Colombia durante los últimos 13 años. 2009. p 72.
73 Ibid. pp 309-310.
74 Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, 2012.

75 Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, FORENSIS 2011pág. 213.
76 Instituto de Estudios del Ministerio Público, La gesta y el cantar, sistema penal acusatorio, delitos sexuales y política pública. Pág. 45.
77 Pandi-Aldeas Infantiles.Cada día son abandonados dos niños en Colombia. Abandono: un delito que se castiga con cárcel. Bogotá,  2011. p 1.  
78 PROFAMILIA. Encuesta nacional de Demografía y salud 2010. PROFAMILIA- Minprotección-ICBF-USAID. Bogotá, 2011. p 38
79 Bernal Carolina et al. DeJusticia Centro de Estudios de Derecho Justicia y Sociedad. El Delito de Inasistencia Alimentaria: Diagnóstico Acerca de su Conveniencia. 
USAID. 2012.  p 38.
80 Bernal Carolina et al.  2012. Op.Cit .p 60.
81 Durán, Ernesto. Situación de los derechos de la infancia de niños y niñas que han perdido el cuidado de sus padres o están en riesgo de perderlo. Documento electró-
nico consultado el 2 de febrero de2013. Disponible en: 
http://www.aldeasinfantiles.org.co/Conozcanos/abogacia/Documents/situacion-de-derechos-ni%C3%B1os-as-sin-cuidado-de-sus-padres-o-en-riesgo-de-hacerlo.pdf  
82 Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, informe de gestión 2010, pág. 13.
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El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar en su informe de gestión de 201283, reporta 
69.684 niños, niñas y adolescentes puestos en situación de protección cuyos principales mo-
tivos de ingreso son maltrato, condiciones especiales de los cuidadores, víctimas de violencia 
sexual, abuso sexual, abandono, consumo de sustancias psicoactivas, situación de calle, 
desnutrición, situación de emergencia, situación de amenaza a la integridad. Si sumamos los 
reportes del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses para el año 2012, en lo 
atinente a violencia intrafamiliar y violencia sexual nos arroja un resultado de 161.728 casos, 
lo cual indica que menos del 50% de estos casos han sido atendidos por el ICBF.

El diario La Patria en un informe publicado el 3 de abril de 2013, señaló que el ICBF tiene 
bajo su tutela a 14.408 niños, niñas y adolescentes mediante la modalidad Hogares Sustitu-
tos, de ellos, 2.590 (18%) se encuentran en condición de discapacidad. Esto indica que solo 
el 2.02% de los niños y niñas en situación de protección son atendidos en la modalidad de 
hogar sustituto.

Conforme a la Resolución 5930 de 2010 del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar re-
conoce dos modalidades de atención familiar: Hogar sustituto y Casa Hogar de Protección; 
siendo necesario aclarar que la modalidad casa hogar de protección no cumple con las exi-
gencias de las Directrices de las Naciones Unidad para el Cuidado Alternativo84. 

Teniendo en cuenta la resolución y los más de 700 operadores institucionales que prestan 
servicios de protección al ICBF, se evidencia que no se cumple con los principios generales  
de las modalidades alternativas de acogimiento, las cuales deben tener plenamente en cuen-
ta como parte de los esfuerzos para evitar que los niños sean separados de sus padres.

El Comité le ha hecho recomendaciones al Estado Colombiano para la revisión y ajuste del 
programa de adopciones. Cifras de investigaciones realizadas sobre el tema, dan cuenta 
de que Colombia se encuentra entre los países que más niñas y niños entrega al año en 
adopción internacional, estando entre los tres países de Latinoamérica con mayores tasas 
de adopción extranjera, junto con Guatemala, y Haití. Como lo señaló la Representante a la 
Cámara Ángela Robledo en un debate de control político sobre las adopciones en el país 
por extranjeros, durante el quinquenio 2006-2010, Colombia entregó en adopción a familias 
extranjeras 1639 niños y niñas en el año 2006, 1617 en 2007, 1617 en 2008, 1413 en 2009 
y 1798 en 201085.

Adicionalmente, el Comité de Derechos del Niño en una de sus recomendaciones ha afirma-
do estar “preocupado por la práctica de las casas de adopción privadas para mujeres emba-
razadas, que puede influir en el consentimiento informado de estas mujeres para la adopción 
y fomentar la venta de niños”86.

Más que cuestionar la adopción por parte de familias extranjeras, este documento pretende 
enfatizar sobre la necesidad de dar mayor estimulo a la adopción por parte de nacionales y 
prohijar un mayor nivel de control a cargo del Estado, cuyos entes deben velar porque los 
consentimientos en la materia estén libres de fuerza, dolo o inducción a error.

En este sentido, se recomienda tener presente, en los procesos de restablecimiento de dere-
chos, la Sentencia de Tutela 844 de 2011, mediante la cual la Corte Constitucional exhortó al 
ICBF para que diseñara un protocolo en el que se consagren las directrices que deben seguir 
los funcionarios para la aplicación de las distintas medidas de restablecimiento de derechos, 
en especial, la declaración de adoptabilidad y evitar que se cometan errores.

En respuesta a esto, el ICBF expidió la Circular 012 de 2012, a través de la cual precisa 9 
criterios para los procesos de restablecimiento de derechos de una niña, niño o adolescente 
antes de ser entregado en adopción. Estos criterios comprenden la búsqueda de redes fami-
liares y vinculares de los niños, niñas y adolescentes; la participación de ellos y ellas en estos 
procesos;  el privilegio de la unidad familiar como el mejor núcleo para que crezcan; consen-
timiento para la comunicación con su familia, decretando, solo de manera excepcional, las 
medidas que separan al niño, niña o adolescente de su familia. Gracias a esta sentencia se 
modificó todo el protocolo para la declaratoria de adoptabilidad.

En cuanto a la verificación de derechos de cada niño, niña y adolescente (artículo 52 de la 
Ley de Infancia y Adolescencia), es necesario señalar que muchas veces esta verificación 
no se realiza. Esto sucede muchas veces porque es insuficiente las Defensorías de familia y 
sus equipos técnicos. Colombia tiene 1002 Municipios y solo cuenta con 200 centros zonales.

83 Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, pág.22.
84 Directrices sobre las modalidades alternativas de cuidado de los niños, aprobada por la Resolución 64/142 aprobada por la ONU el 18 de Diciembre de 2009.
85 Robledo, Ángela. Colombia entrega lo más preciado: sus niños y niñas. A propósito del debate sobre adopciones. 2010. p 5. 
86 Recomendaciones del Comité de los Derechos del Niño frente al Informe presentado por el Estado Colombiano sobre la Implementación del Protocolo Facultativo de 
la Convención de los Derechos del Niño Relativo a la Venta de los Niños, la Prostitución Infantil y la Utilización de Niños en la Pornografía. 2003-2008. Pág.61.2010.
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Discapacidad, salud básica y bienestar 
(artículos 6, 18 (párrafo3), 23, 24, 26, 27 

(párrafos 1 a 3) y 33)
05

5.1 Salud y Servicios Sanitarios
Aunque el Comité recomendó al Estado priorizar la asignación de fondos suficientes para 
contrarrestar las desigualdades crecientes y reducir efectivamente las discrepancias en el 
nivel de vida, en particular entre las zonas urbanas y rurales, la desigualdad e inequidad ha 
persistido en el quinquenio 2006-2010. La Alta Comisionada para los Derechos Humanos 
planteo sobre la situación de los derechos humanos en Colombia que “a pesar de los avances 
en la cobertura de los servicios de salud, el pleno disfrute de este derecho continua siendo 
limitado. El 17,5% de la población colombiana padece al menos una carencia grave en salud 
y persisten la inequidad y las restricciones en el acceso, disponibilidad y calidad de los servi-
cios de salud para las personas en situación de pobreza”87.  

Pese a estas condiciones, se han dado avances en indicadores como la reducción de la  mor-
talidad infantil, que al final del quinquenio 2006-2010 se ubicó en el 15 por 1000 en la zona 
urbana y 17 por 1000 en la zona rural88. Los indicadores durante el quinquenio 2006-2010 
reflejan disparidades regionales muy marcadas en departamentos como Chocó, Vaupés, Vi-
chada, Guainía y Amazonas (población en su mayoría afrodescendiente e indígena), cuya 
cifras duplican el promedio nacional y, según el DANE, los niveles de mortalidad infantil se 
encontraban por encima de 40 por cada 1000 nacidos vivos89. Así mismo, de acuerdo con el 
índice de riqueza, la mortalidad infantil observada en el estrato más bajo es casi el doble de 
la correspondiente al estrato más alto (23 vs. 12 por 1000)”90, y de manera especial en las 
zonas rurales y con población indígena, estudios recientes muestran que en algunos grupos 
indígenas la mortalidad puede superar hasta 10 veces el promedio nacional91.

Dentro de la mortalidad infantil la mortalidad neonatal ocupa un gran porcentaje, cerca del 
63% de los casos se producen durante los primeros 28 días luego del nacimiento92. Un as-
pecto que sigue siendo bastante problemático es la mortalidad materna.  Especialmente du-
rante el periodo 2008-2009 se dio un incremento de casi diez muertes por cien mil nacidos 
vivos “situación preocupante porque Colombia debería mantener una reducción sostenida 
para lograr la meta propuesta para el 2015”93. De acuerdo al análisis del Ministerio de Salud 
y Protección social sobre la situación de salud en Colombia, durante el 2010 ocurrieron 485 
muertes maternas en el país. El 40.41% (196 muertes) se deben a afecciones obstétricas no 
clasificadas; el 21.44% (104 muertes) a edema, proteinuria y trastornos hipertensivos en el 
embarazo, el parto y el puerperio y el 16,70% (81) a complicaciones del trabajo de parto y del 
parto94. Los departamentos de Amazonas, Vichada y Guajira, que cuentan con una población 
mayoritaria indígena, presentan las tasas de mortalidad materna más altas entre 220 y 391 
muertes por cada cien mil nacidos vivos.

Igualmente la mortalidad materna tardía ha tendido a incrementar, pasando de 73.06 en el 
año 2005 a 75.31 en el año 2010. Mientras tanto la razón de mortalidad materna tardía ha 
tenido un descenso durante el año 2008 llegando a 62.34 y posteriormente un incremento 
hasta 75.31 en el año 2010.

El control prenatal en Colombia se ha incrementado un 3.86% durante el quinquenio 2005-
2010. Todas las regiones han elevado el porcentaje de nacidos vivos con cuatro o más con-
troles prenatales, a excepción de Amazonía-Orinoquía, donde la cobertura disminuyó en un 
6.30%. Las regiones que han experimentado mayor incremento son Central, Pacífica y Orien-
tal con un 5.76%, 4.99% y 4.23%, respectivamente.

Un dato muy preocupante es el aumento de la cifra de bajo peso al nacer, que pasó del 8.13% 
en 2004 al 8.85% en el 200995, dato que el informe del Estado no considera y que muestra el 
aumento de la brecha para un amplio grupo de niñas y niños, debido al incremento de la situa-
ción de pobreza extrema (especialmente en las zonas rurales) y a la inseguridad alimentaria. 
El Ministerio de Salud y Protección Social señalan que la prevalencia de bajo peso al nacer 
constituye uno de los principales factores de riesgo para la mortalidad neonatal. En nuestro 
país este valor ha tendido a incrementarse durante el quinquenio 2005-2010. Alrededor del 
9% de los niños nacen con un peso inferior a 2.500 gramos96. 

De acuerdo con el informe de la Defensoría del pueblo, el derecho a la salud ocupó el se-
gundo lugar entre los derechos más vulnerados, siendo las conductas más recurrentes ¨la 
negación de la prestación del servicio, la deficiente e inoportuna atención médico–asistencial 
y el no pago de los aportes de salud¨97. Lo anterior se debe en parte al modelo del sistema de 
salud que prioriza  la cobertura sin garantizar una adecuada calidad, tal como lo refiere uno 
de los niños consultados:

El sistema mantiene diferenciales de afiliación como el que se da con la primera infancia, 
la cual presenta en afiliación un porcentaje “significativamente más bajo en tanto se ubica 
en un 73%”100. Efectivamente, los datos de la ENDS (2010) plantean que las niñas, niños y 
adolescentes son los que menos están afiliados y a 2010 aún quedaban por fuera un 13% en 
el rango de edad de 0-9 y un 12,9% en el rango de 10-19. Si bien se presentaron diferencias 
como las citadas, es de resaltar que durante el quinquenio 2006-2010 hubo un aumento signi-
ficativo de la afiliación al Sistema de Seguridad Social en Salud, la ENDS (2010) muestra que 
entre el 2005 y el 2010 “la afiliación al Sistema de Seguridad Social en Salud de Colombia se 
incrementó en 19 puntos porcentuales al pasar del 69 al 88%”101.

87 Informe de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los derechos Humanos sobre la situación de los derechos humanos en Colombia. A-HRC-16-22. 3 de 
febrero de 2011. p 18.  
88 Profamilia, Ministerio de la Protección Social. Encuesta Nacional de Demografía y Salud. Bogotá, 2010
89 DANE. Estadísticas Vitales. Estimaciones de Mortalidad infantil nacional, departamental y municipal periodo 2005-2010
90 ENDS, Mortalidad Infantil y en la Niñez. Bogotá, 2010, p 208,
91 Codacop. La Niñez y el futuro de los pueblos indígenas. Kimpres. Bogotá. 2010. p 13.
92 Ministerio de Salud y Protección Social. Análisis de la situación de la salud en Colombia, 2013. Consultado el 8 de octubre del 2013
http://www.minsalud.gov.co/Documentos%20y%20Publicaciones/An%C3%A1lisis%20de%20situaci%C3%B3n%20de%20salud%20por%20regiones.pdf
93 Así Vamos en Salud. Reporte anual 2010: Cómo va la salud en Colombia. Bogotá, 2011. p 21.
94 Ministerio de Salud y Protección Social. Análisis de la situación de la salud en Colombia, 2013. Consultado el 8 de octubre del 2013 
http://www.minsalud.gov.co/Documentos%20y%20Publicaciones/An%C3%A1lisis%20de%20situaci%C3%B3n%20de%20salud%20por%20regiones.pdf

95 Así Vamos en Salud. Reporte anual 2010: Cómo va la salud en Colombia. Bogotá, 2010. p 27. 
96 Ministerio de Salud y Protección Social. Análisis de la situación de la salud en Colombia, 2013. Consultado el 8 de octubre del 2013 
http://www.minsalud.gov.co/Documentos%20y%20Publicaciones/An%C3%A1lisis%20de%20situaci%C3%B3n%20de%20salud%20por%20regiones.pdf
97 XVI Informe del Defensor del Pueblo al Congreso de la República. Bogotá. 2008. p 117.
98 Consultas participativas a niñas y niños. Chocó, Noviembre de 2012.
99 Consultas participativas a niños y niñas. Montería, Diciembre de 2012.  
100 ICBF. Optando por la Paz y la Prosperidad Social. Primera rendición pública de cuentas sobre los derechos de la infancia, la adolescencia y la juventud. Bogotá. 
2012.  
101 ENDS. 2010. p 401.

No atienden rápido y nunca hay medicamento, dan solo lo básico. 
No le  brindan la atención que uno se merece   98.

Si la niña tiene seguro y el niño no, atienden primero a la niña   99. 
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Las coberturas de vacunación aumentaron, pero aún persiste un 20% de la población infantil 
sin completar el esquema de vacunación completo, con diferencias importantes de cobertura 
entre regiones (mientras en Nariño el 93,7% tiene todas las vacunas de su edad, en la Guajira 
solo el 70,3% las tiene)102. 

De acuerdo al “Análisis de la situación de salud en Colombia”103, para el año 2011 en Colom-
bia las coberturas de vacunación se encuentran alrededor del 85% en todos los biológicos. 
Las coberturas de vacunación por polio más altas se producen en las regiones Oriental y 
Caribe con un 90.13% y un 89.06%, respectivamente. Mientras las coberturas más bajas se 
encuentran en las regiones Amazonía-Orinoquía (70.55%) y Central (75.42%).

Según el Análisis de la Situación de Salud en Colombia sobre el caso del programa creci-
miento y desarrollo, se señala que “las actividades mínimas que la norma estipula para ser 
realizadas en los controles no están siendo desarrolladas a cabalidad: en el 19% de los ni-
ños y niñas que asisten a los controles, no se registra la medición de perímetro cefálico ni la 
edad; ambos datos constituyen un parámetro importante en la evaluación y una alerta sobre 
posibles alteraciones en el desarrollo”104. La ENDS (2010) mostró que solamente el 76% de 
niñas y niños menores de 5 años estaban asistiendo a programas de crecimiento y desarrollo.

La duración promedio de la lactancia materna exclusiva disminuyó entre el 2005 y el 2010 de 
2,5 meses a 1,8 meses. El tiempo promedio total de lactancia materna fue en 2010 de 14,9 
meses. Debe destacarse la formulación del nuevo Plan Decenal de Lactancia Materna que 
se propone lograr la mejoría de estos indicadores105.

El país presenta niveles elevados de desnutrición en la infancia. Para 2010 el porcentaje de 
menores de 5 años en desnutrición crónica fue del 13,2%, con importantes diferencias entre 
las zonas rurales (17,0%) y urbanas (11, 6%) y entre niveles de educación de la madre. En 
madres sin educación la desnutrición crónica de sus hijos llega al 31,3%. En niñas y niños in-
dígenas el porcentaje de desnutrición crónica llegó a un preocupante 29,5%, con altos niveles 
de anemia y deficiencia de zinc106.

Igualmente preocupantes son los datos de inseguridad alimentaria, “la prevalencia de insegu-
ridad alimentaria en hogares fue 42,7%, distribuida así: leve 27,9%, moderada 11,9% y seve-
ra 3,0%. La prevalencia de inseguridad alimentaria en los hogares rurales fue de  57,5%”107.

Como refieren algunos de los niños, niñas y adolescentes participantes en las consultas rea-
lizadas, la situación de inseguridad alimentaria y desnutrición se percibe cotidianamente en 
comunidades rurales y urbanas:

Sobre salud sexual y reproductiva el informe del Estado reporta los beneficios de la estrategia 
de modelo de Servicios Amigables para adolescentes y jóvenes, implementada por el Minis-
terio de Salud con apoyo del UNFPA, este proceso se inició en 2008 y se espera que tenga 
un impacto importante en la salud adolescente, a partir de la adecuación de los servicios de 
salud a las necesidades y realidades de adolescentes y jóvenes en el marco de la perspectiva 
de derechos (promoción de la salud y el bienestar), estableciendo énfasis en las decisiones 
sobre su sexualidad sana y responsable.

En Colombia se ha disminuido el embarazo adolescente. Sin embargo, para el año 2010, la 
tasa estaba en 19,5%, cifra que continúa siendo alta. Igualmente, es necesario anotar que 
sobre esta temática existen diferencias importantes entre departamentos que oscilan entre 
16% y 33%. Adicionalmente, es preocupante la persistencia del embarazo en menores de 15 
años (5,2%)109. 

Sobre este aspecto hay que anotar que muchos de éstos son resultado de accesos carnales 
delictivos, como lo certifica el DANE, ente que da cuenta de un promedio anual de 5.300 
niñas menores de 14 años de edad que, entre el año 2000 y el 2012, han dado a luz a sus 
hijos o hijas en hospitales públicos sin que las autoridades policiales y judiciales hayan ini-
ciado las investigaciones adecuadas que corresponden a estos hechos, pues en Colombia 
toda relación sexual con menores de dicha edad son prácticas consideradas como ilícitas. Es 
necesario precisar que en el 22% de estos eventos los agresores sexuales, que son consi-
derados como tales aun cuando medie el consentimiento de la niña vulnerada, lo que resulta 
irrelevante al momento de determinar el carácter del delito, son parientes de la víctima. Un 
análisis del ADN del padre de la criatura constituiría una prueba suficiente para el dictado 
de su condena. Pese a esto los procesos no se adelantan, ni los casos se denuncian con 
suficiente rigor, ni los Policías de Infancia los investigan, ni los fiscales o jueces tramitan los 
procesos en la medida necesaria. 

Además, el embarazo adolescente genera un mayor nivel de vulnerabilidad en la salud de 
la madre adolescente y su hijo/a, en la medida en que se encuentra más expuesta a la mor-
bi-mortalidad y la deserción escolar110, aspectos que a futuro impactan en sus condiciones de 
salud y de desarrollo social.

Según la Encuesta de Salud y Demografía, aumento la proporción de adolescentes embara-
zadas en todos los niveles educativos: sin educación 52% (2005) y 55% (2010); en primaria  
42% (2005) y 47% (2010); en secundaria 17% (2005) y 18% (2010); y en educación superior 
9% (2005) y 11% (2010)111. 

102 Profamilia. Situación de los niños y las niñas en Colombia. 2010 Documento electrónico, consultado el 24 de enero de 2013, disponible en 
http://www.profamilia.org.co/encuestas/Profamilia/Profamilia/documentos/boletines/prensa/Situacion_de_los_Ninos_y_Ninas_en_Colombia.pdf
103 Ministerio de Salud y Protección Social. Análisis de la situación de la salud en Colombia, 2013. Consultado el 8 de octubre del 2013. 
http://www.minsalud.gov.co/Documentos%20y%20Publicaciones/An%C3%A1lisis%20de%20situaci%C3%B3n%20de%20salud%20por%20regiones.pdf
104 Ministerio de la Protección Social. Análisis de la situación de salud en Colombia 2002-2007. Bogotá, 2010. 
105 Ministerio de Protección Social. Plan decenal de lactancia materna 2010-2020. Bogotá, 2010.
106 Ministerio de Protección Social, Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF). Encuesta Nacional De La Situación Nutricional En Colombia. Bogotá, 2010. p 178. 
107 Ibíd. P 351-352.

108 Consultas participativas a niñas y niños. Barranquilla, diciembre de 2012.
109 ENDS, Fecundidad de adolescentes. 2010, p114,
110 Comité subregional Andino para la prevención del embarazo en adolescentes. El embarazo en adolescentes en la subregión Andina. Quito, 2008. pp. 21-24.
111 Documento Conpes 147, datos tomados de la Encuesta de Salud y Demografía, Profamilia, 1990, 1995, 2000, 2005, 2010.

en nuestra comunidad los niños comen aproximadamente dos veces al día porque 
la situación económica de los padres es crítica”. “En la comunidad perciben ham-
bre y desnutrición. Sería bueno que realizaran mayor monitoreo o visitas a las fa-
milias para que se conozca la crisis que se vive. Realizar proyectos con evidencias 
al gobierno para que se den cuenta de la realidad de la comunidad (algunos días 
no hay plata y hay muchas familias que se acuestan sin comer algo en el día… me 
gustaría más ver el cerro de arroz con menos liga, porque así me llena más. En 
nuestro barrio hay un alto grado de desnutrición   108.
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Según los datos del Ministerio de Educación para el año 2011, entre el 20% y el 45% de 
estudiantes que se desvincularon del sistema educativo informan como principal razón la 
maternidad o paternidad112.

Lo dice una de las niñas consultadas:

Finalmente, la salud ambiental es otro de los temas problemáticos, como lo plantearon algu-
nas de las niñas, niños y adolescentes consultados:

En relación con los servicios sanitarios, un estudio de la CEPAL115 mostró que en Colombia 
se evidenciaban privaciones graves y moderadas para el año 2007 en las categorías de ha-
bitabilidad de la vivienda, saneamiento y acceso a agua potable, fundamentalmente en las 
zonas rurales. En habitabilidad de la vivienda el estudio mostró que las privaciones graves 
correspondían al 3,3% de la población urbana y al 5,9% de la población rural, mientras que 
las consideradas como menos graves estaban en cifras por encima del promedio latinoame-
ricano llegando a un 17% urbano y un 43,5% rural.

Al 2010, según la Encuesta de Calidad de Vida (ECV) realizada por el DANE, disponían de  
servicio de alcantarillado algo más del 75% de los hogares del país, no obstante las diferen-
cias en coberturas fueron significativas entre la cabecera municipal y el resto, para los prime-
ros la cobertura llegaba al 91,8% y para el resto solamente llegaba al 15,1% de los hogares. 
Los datos para acueducto en ese mismo año mostraron una cobertura en las cabeceras de 
95,9% y para el resto de 57,1% (2010).
 
Los resultados de la misma encuesta para el año 2011, señalan que el 87,3% de la población 
tiene acceso a acueducto y el 72,3% a alcantarillado. El acceso a servicios es mayor en el 
área urbana o cabecera que en el área rural o resto: Energía eléctrica: cabecera (99,5%) y 
resto (89,9%); gas natural: cabecera (65,6%) y resto (4,0%); Acueducto: cabecera (96,0%) 
y resto (56,3%); Alcantarillado: cabecera (89,1%) y  resto (12,3%); Recolección de basuras: 
cabecera (97,2%) y resto (18,3%); Teléfono: cabecera (46,2%) y resto (3,3%)116.

Las cifras citadas afectan de forma diferencial a las mujeres, aumentando su condición de 
vulnerabilidad frente a la violación de otros de sus derechos, tal como lo ha planteado el 
PNUD al afirmar que “En Colombia, el 16% de los hogares vive en asentamientos precarios. 
La prevalencia de jefatura femenina es mayor en este tipo de asentamientos. Se sabe que 
la falta de servicios básicos tiene un impacto importante sobre las mujeres. Son ellas, junto 
con las niñas, niños y adolescentes, las responsables principales del abastecimiento de agua 
a la familia, tarea a la que dedican mucho tiempo y energía y se constituye, por tanto, en un 
elemento más que amplía la brecha de género. Igualmente, la falta de alumbrado se convierte 
en una amenaza importante para la seguridad de las personas, sobre todo en el caso de las 
mujeres puede generar espacios de riesgo de sufrir violencia sexual”117.

La atención a la población infantil que presenta algún tipo de discapacidad no ha sido desa-
rrollada en la sección de salud del informe presentado por el Estado. Este es un vacío impor-
tante, dado que el Comité en sus recomendaciones planteó la necesidad de que el Estado 
colombiano redoblara sus esfuerzos en los recursos profesionales y financieros para este 
grupo poblacional. 

Los resultados del Censo Nacional del 2005 reportaban que en Colombia había 632.255 
personas con discapacidad, de las cuales un 10% correspondía a niñas, niños y adolescen-
tes118. El documento “Discapacidad en Colombia: Reto para la Inclusión en Capital Humano”, 
muestra que para el año 2010 “por cada mil niños registrados de cero a cuatro años, 5,5 son 
niños con discapacidad; en los menores de 5 a 9 años la tasa es del 10%; en el rango de 
10 a 14 años del 12,1%; en los jóvenes de 15 a 19 años el 10,7%”119; en todas las edades la 
proporción es mayor en hombres. 

Las principales causas de discapacidad corresponden a enfermedades generales (42%), 
accidentes (16,4%), alteraciones genéticas hereditarias (15,7%), condiciones de la madre 
durante el embarazo (7,6%) y complicaciones en el momento del parto (4,5%). El porcentaje 
restante corresponde a factores desconocidos. Esta caracterización también mostró que hay 
mayor probabilidad de una discapacidad prevenible en aquellas regiones con mayores nive-
les de pobreza. Los menores de 0 a 18 años correspondieron al 16,8% del total de personas 
con discapacidad120, así mismo, el 13% de todas las personas que requieren el apoyo de otra 
persona se ubican entre los 5 y los 14 años, el papel del cuidado sobre esta población se ha 
delegado principalmente sobre las mujeres.

A estos preocupantes datos se agrega la falta de recursos económicos en el hogar que de 
acuerdo con el censo del 2005, es mayor en los hogares con menores de 5 años en alguna 
condición de discapacidad. Por otro lado, la población con discapacidad se percibe en situa-
ciones de discriminación. Según la investigación mencionada, cerca del 22% de la personas 
con discapacidad perciben actitudes negativas por parte de otras personas, circunstancia que 
afecta más a los niños y niñas entre 10 y 14 años, así como a los que están entre 5 y 9 años, 
porque perciben la mayor parte de esta actitudes dentro de su mismo núcleo familiar121.

observamos que hoy día hay muchas adolescentes embarazadas y ha aumenta-
do la desnutrición infantil, la recomendación que haríamos es que se les eduque a 
los jóvenes en el uso de métodos de planificación familiar, también darles charla a 
los jóvenes para concientizarlos de las consecuencias que tienen los embarazos 
a temprana edad y que al final los que sufren son los bebés. Sensibilización en las 
familias… (y) confianza por parte de los padres y madres de familia para que los 
hijos les tengan más confianza y les cuenten lo que sucede   113.

Los niños se enferman por el polvo en las calles, también porque en invierno hay 
mucha agua empozada y mucho y hay muchos  mosquitos. Mi mama barre y 
olemos el polvo y nos enfermamos”. “En las aguas estancadas hay mucha 
infección, yo no debería jugar con ellas porque ahí hay infección   114.

112 Documento Conpes 147, pág. 10
113 Consulta participativa a niñas y niños. Cartagena. Febrero de 2013.
114 Consulta participativa con niñas y niños. Montería diciembre de 2012.
115 CEPAL y UNICEF. Pobreza  Infantil en América Latina y el Caribe, Santiago de Chile, 2010
116  Ministerio de Salud y Protección Social. Análisis de la situación de la salud en Colombia, 2013. Consultado el 8 de octubre del 2013.
http://www.minsalud.gov.co/Documentos%20y%20Publicaciones/An%C3%A1lisis%20de%20situaci%C3%B3n%20de%20salud%20por%20regiones.pdf

117 PNUD. La equidad de género en Colombia. Bogotá, 2007. p24.
118 Informe agencia de noticias Pandi. Colombia inclusiva. Por un país para todos.2010.
119 Gómez, Julio. Colombia líder & Fundación Saldarriaga Concha. Discapacidad en Colombia: Reto para la Inclusión en Capital Humano. Bogotá, 2010. P 42.
120 Ibíd. p53.
121  Ibíd. p68. 
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En la escuela también se reporta discriminación que se ejerce principalmente por los com-
pañeros, especialmente en el rango entre 5 y 14 años. Dicho trabajo también mostró que en 
los departamentos donde hay menor exclusión se presenta un porcentaje de población con 
discapacidad no afiliada al sistema de salud: el 29,2% de las niñas y niños de 0 a 4 años, el 
28,5% entre los 5 y 9 y el 26,0% entre 10  y 14 años. En los departamentos donde hay alta 
exclusión las cifras empeoran, el 44,6% de 0 a 4 años no está afiliado, el 25,9% de 5 a 9 años, 
y el 34% de 10 a 14 años. El ICBF tan solo atiende el 5,2% de la población menor de 5 años 
con discapacidad122, en programas de prevención, protección o restitución de derechos. El 
23% de los niños, niñas o adolescentes atendidos por esta institución tienen alguna discapa-
cidad. Esto es un indicio claro de la falta de oferta institucional inclusiva para esta población, 
que obliga a muchas familias a acudir a servicios excepcionales del Estado.

El acceso a la educación para la población con algún tipo de discapacidad aumentó durante 
el quinquenio 2006-2010, aunque persisten disparidades en el nivel regional con respecto a 
las instituciones educativas y preparación de los docentes para la atención de niñas, niños y 
adolescentes en condición de discapacidad, encontrándose mayores dificultades en la zona 
rural. La proporción de matriculados con discapacidad es del 0,9% en preescolar, 1.4 % para 
primaria, 0.9% secundaria y 0,4% en media. La mayor parte de matriculados en condición de 
discapacidad están en primaria (66%)123. 

El promedio nacional de docentes con capacitación en educación inclusiva es de 0,9% por 
institución y el personal de apoyo llega solo al 0,5%”124. Las cifras del registro del 2010 para 
asistencia escolar muestran una crítica situación para esta población: el 87,9% de las per-
sonas con discapacidad no asisten a un establecimiento educativo, este porcentaje es del 
70,9% en las niñas y niños de 0 a 4 años125. Pese a que el artículo 47 de la Ley General de 
Educación (Ley 115 de 1994) obliga a incluir en los planes de desarrollo territoriales progra-
mas específicos de inclusión para la población con discapacidad, en muchos de los muni-
cipios no existe información clara y consistente sobre la población infantil con discapacidad 
y los programas adelantados para garantizar el ejercicio de sus derechos126. Para el 2011, 
116.153 niñas y niños con discapacidad fueron atendidos en el sistema educativo, según el 
Ministerio de Educación Nacional.

La discapacidad aumenta significativamente en niñas, niños y adolescentes de comunidades 
marginadas y con menores oportunidades para la realización de sus derechos, como lo han 
sido las comunidades indígenas y afrocolombianas. La población con discapacidad presenta 
un grado de analfabetismo más alto que el de la población nacional en general127. 

Una situación que afecta a la población infantil con discapacidad es la que se refiere a la ex-
plotación económica. Se han reportado casos de niños y niñas utilizados en la mendicidad; 
sin embargo, este tema no ha sido documentado de manera sistemática por el Estado, lo que 
contribuye a la ausencia de políticas de protección específicas.

La Convención de los Derechos del Niño, la Convención sobre los Derechos de las personas 
con Discapacidad, la Ley 1618 (2013) y el Código de Infancia y Adolescencia (Ley 1098) 
establecieron claramente los derechos de niñas, niños y adolescentes con discapacidad, sin 
embargo, las acciones de protección que definen no han sido reglamentadas y por lo tanto no 
se han hecho efectivas. Es el caso de lo contemplado en el parágrafo 2 del artículo 36, el cual 
refiere que “los padres que asuman la atención integral de un niño discapacitado recibirán 
una prestación social especial por parte del Estado”, hasta el momento no se ha reglamenta-
do dicha prestación.

La prevención y atención de los problemas de salud mental para niñas, niños y adolescentes 
empiezan a ocupar un lugar en la agenda pública. Hacia finales del quinquenio 2006-2010 
se realizó un estudio referido específicamente a la población adolescente, el cual concluyó 
que muchos de los trastornos mentales tienen una edad de iniciación a los 4 años. En dicho 
estudio se encontró que el 16% de los adolescentes han sufrido o sufren trastornos mentales, 
de esta proporción el 17,4% corresponde a las mujeres y 14,8% a los hombres. El estudio 
también señalo que el 11% de los adolescentes había pensado en suicidarse (14,3% mujeres 
y 7,6% hombres)128. 

Sobre el consumo de sustancias psicoactivas se encontró que la posibilidad de acceso se da 
desde los 11 años. El consumo de cigarrillo ha disminuido, sin embargo, es una problemática 
que afecta aproximadamente al 15% de la población escolar en el nivel medio y tiene una 
dinámica de aumento en niveles educativos superiores. El 40% de los estudiantes entre 11 
y 18 años que hicieron parte del Estudio Nacional de Consumo de Sustancias Psicoactivas 
declaró haber consumido bebidas alcohólicas el último mes; el 5% declaró consumir diaria-
mente; el 11,7% entre 3 y 6 veces por semana y el 24% 1 ó 2 veces por semana129.

El consumo de cocaína aumento en la población escolar, la prevalencia de uso de la misma 
en algún momento de la vida pasó de 1,9% en 2004 a 3,3% en 2011. 

A pesar de que existe una propuesta para crear un Estatuto Nacional de Drogas y una Co-
misión Asesora en políticas de drogas (Resolución 0832 del 10 de diciembre de 2012, del 
Ministerio de Justicia), no se ha consolidado una política real de prevención del consumo 
de drogas en Colombia, que priorice en la reducción de la vulnerabilidad de niñas, niños y 
adolescentes.

Por su parte, la Ley 1566 del 31 de julio de 2012 “por la cual se dictan normas para garantizar 
la atención integral a personas que consumen sustancias psicoactivas y se crea el premio 
nacional “entidad comprometida con la prevención del consumo, abuso y adicción a sus-
tancias psicoactivas”, no establece acciones diferenciales para la atención a niños, niñas y 
adolescentes.

122 Ibíd. pp.53 y 90
123 Sarmiento, Alfredo. Situación de la educación en Colombia Preescolar, básica, media y superior Una apuesta al cumplimiento del derecho a la educación para niños, 
niñas y jóvenes. Proyecto educación compromiso de todos. Bogotá. 2011. p 111.
124 Ibíd. p 116
125 Gómez, 2010 Op. Cit. p 120..
126  Gómez, 2010 Op. Cit. pp.130-131.
127 Sarmiento 2011. Op. Cit. p 19.

128 Ministerio de la Protección Social, UNODC. Situación de Salud Mental del Adolescente. Estudio Nacional de Salud Mental-Colombia. 2010. p 157-158  
129 Min Interior, Min. Educación, Minsalud, UNODC. Estudio Nacional de Consumo de Sustancias Psicoactivas en Población Escolar Colombia 2011. Bogotá.2011. p 20
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Educación, esparcimiento y actividades 
culturales (artículos 28, 19, 30 y 31)06

6.1 Derecho  a la Educación

El analfabetismo continuó disminuyendo y llegó a 6,7%  en el promedio nacional en el año 
2010130. Persisten niveles preocupantes de analfabetismo en departamentos con mayoría de 
población indígena y afrodescendiente (el departamento de la Guajira según datos del Censo 
2005 presentaba una tasa 11 veces mayor de analfabetismo que el promedio nacional131), así 
como entre población rural pobre y población en condición de discapacidad.

Para el año 2011 la proporción de analfabetismo en las personas mayores de 15 años dismi-
nuyó en 0,5%, quedando en 5,8%. Sin embargo, existen diferencias entre cabecera municipal 
y resto, pues el porcentaje de analfabetismo en mayores de 15 años es casi 4 veces mayor en 
el resto que en la cabecera municipal.  Entre los años 2010 y 2011 esta cifra disminuyó 0,3%, 
mientras que en la cabecera municipal disminuyó 0,6%132.

En el quinquenio 2006-2010 se presentaron algunos cambios en los niveles de cobertura 
educativa con aumentos relevantes en cobertura en los niveles de educación secundaria 
y media. Se pasó en el periodo en cuanto a coberturas netas: de 61,83% en 2006 a 61,8% 
en 2010 para transición, de 91,56% en 2006 a 89,66% en 2010 para primaria, de 64,75% a 
70,81% para secundaria y de 36,03% a 41,65% para educación media; en coberturas brutas 
hubo un cambio del  93,74% al 89,37% para transición, del 120,22% al 117,45% para prima-
ria, del 93,01% al 103,74% para secundaria y del 68,87% al 78,61 % para educación media133.

Pese a que, como se comentó, se reportó la apertura de 1.4 millones de nuevos cupos esco-
lares en el periodo, persistieron durante ese lapso grandes inequidades en la cobertura edu-
cativa entre los departamentos con mayores y menores niveles de ingreso y desarrollo. Es así 
como en Bogotá (capital del país) el año 2010 los niveles de cobertura neta fueron de 88,85% 
en primaria, 84,83% en secundaria y 54,40% en educación media y en el departamento del 
Atlántico el comportamiento de las cifras fueron 96,07% en primaria, 75,35% en secundaria 
y 44,75% en educación media. En contraposición, en departamentos de menores ingresos y 
con población étnica las cifras presentaron un comportamiento diferente. En el departamento 
del Vaupés (con mayoría de población indígena) los niveles de cobertura neta para el 2010 
fueron de 64,99% en primaria, 26,26% en secundaria y 7,48% en educación media. En el 
departamento del Chocó (con mayoría de población afrocolombiana) los niveles de cobertura 
neta para el año 2010 fueron de 82,78% en primaria, 59,78% en secundaria y 18,15% en edu-
cación media134. En esta misma lógica, se presentan grandes brechas de cobertura educativa 
entre la zona urbana y la zona rural. Mientras la cobertura neta nacional urbana de educación 
media fue de 48,4%, en la zona rural fue de 19%135.

Para el año 2012, según datos oficiales del Ministerio de Educación, 5.292.319 niñas y 
5.382.290 niños se matricularon en establecimientos educativos, es decir 10.674.609 es-
tudiantes matriculados. La tasa de cobertura neta136 fue de 63,39% en transición, 87,10% 
en primaria, 71,48% en secundaria y 40,98% en media, durante el 2012. Las mayores ta-
sas de cobertura neta se presentaron en los departamentos de Casanare (103.88%), Sucre 
(95.55%) y Cesar (94.01%). En Casanare hubo una tasa de cobertura neta de 78.45% en 
transición, 102.00% en primaria, 85.40% en secundaria y 44.03% en media. Mientras para 
Sucre estas cifras son 67.51% en transición, 95.10% en primaria, 73.72% en secundaria y 
38.11% en media. Para Cesar, los valores son 65.94% en transición, 93.85% en primaria, 
69.36% en secundaria y 34.62% en media. 

Por su parte, las menores tasas de cobertura neta se encontraron en los departamentos de 
Vichada (66,75%), Vaupés (62,32%) y Guaviare (59,18%). En Vichada la tasa de cobertura 
neta fue de 38.2% en transición, 66.96% en primaria, 33.37% en secundaria y 15.01% en 
media. Para Vaupés estas tasas fueron de 25.29% en transición, 63.35% en primaria, 31.81% 
en secundaria y 9.36% en media. Finalmente, en Guaviare las cifras fueron de 37.54% en 
transición, 58.24% de primaria, 43.64% de secundaria y 19.62% de media. 

La inequidad en términos de acceso también es una variable a considerar en el caso de la 
educación preescolar. No obstante, a partir del 2010 el país realiza grandes esfuerzos por la 
primera infancia y se crea la Estrategia nacional de Cero a Siempre, que busca la atención 
integral de esta población en los diferentes espacios de atención formales y no formales. La 
estrategia ha logrado conceptualizar y comprometer a los diferentes sectores públicos, en el 
desarrollo de acciones coordinadas que permitan lograr las atenciones integrales y favorecer 
el desarrollo integral de la primera infancia (en el marco de la Ley 1098).

En relación con la calidad y medida a través de las pruebas SABER: 57% de las institucio-
nes de educación privadas obtuvieron resultados en nivel alto, superior o muy superior en 
las pruebas Saber 11 del año 2009, frente a 23% de las instituciones públicas, situación aún 
más crítica en la zona rural donde solamente 4% de los colegios oficiales obtuvieron estos 
resultados137; como lo manifiesta el mismo Ministerio de Educación “Los resultados de calidad 
muestran la existencia de enormes brechas según las situaciones socioeconómicas, regiona-
les y por zona (rural-urbana)”138.

Evaluaciones internacionales aplicadas a estudiantes colombianos como las pruebas PISA 
en el 2009 mostraron que casi la mitad de los estudiantes del país a los 15 años tiene dificul-
tades que impiden que lleguen al “nivel mínimo aceptable de lectura para seguir avanzando 
en su escolaridad exitosamente y desempeñarse en la sociedad y aunque solo el 17% de 
estos resultados están asociados a las situaciones socioeconómicas de los jóvenes, los cole-
gios privados tienen mejores resultados que las escuelas públicas”139.

130 Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014 “Prosperidad para Todos”. Resumen ejecutivo. Bogotá. 2011.
131 Rodríguez, Mónica. Educación y pobreza. Un análisis de eficiencia relativa departamental. Tesis de grado Maestría en Ciencias Económicas. Universidad Nacional de 
Colombia. 2012.
132 Ministerio de Salud y Protección Social. Análisis de la situación de la salud en Colombia, 2013. Consultado el 8 de octubre del 2013. 
http://www.minsalud.gov.co/Documentos%20y%20Publicaciones/An%C3%A1lisis%20de%20situaci%C3%B3n%20de%20salud%20por%20regiones.pdf. 
133 Estadísticas del sector educativo. Versión electrónica consultada el 20 de Sept. de 2013, disponible en: 
http://menweb.mineducacion.gov.co/seguimiento/estadisticas/principal.php?seccion=9&id_categoria=2&consulta=coberturan_nivel&nivel=9&dpto=&et=&mun=&ins=&se-
de=&consulta_detalle=et. Consultada en Septiembre 10 de 2013.
134  Ibid. Consultada el 20 de Septiembre de 2013.
135 Ministerio de educación Nacional. Colombia aprende. Plan sectorial educativo 2011-2014. Bogotá. SF.

136 Tasa de Cobertura Neta (TCN): Es la relación entre los estudiantes matriculados en un nivel educativo que tienen la edad teórica correspondiente al nivel y el total de 
la población en ese rango de edad. Su cálculo se realiza de la siguiente manera para cada nivel educativo.  
137 ICFES. Examen del Estado en la educación media. Resultados del periodo 2005-2010. Bogotá. 2011.  p 55.
138 Ministerio de Educación. Metodologías, asignación y usos de los recursos del SGP-vigencia 2011. Consultado el 20 de Abril de 2013 en: 
www.mineducacion.gov.co/.../articles-266598_archivo_ppt_sgp2.ppt
139 Defensoría Op. Cit. p 110.
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Uno de los problemas que aquejan al país es la precariedad de las instalaciones educativas y 
de su dotación en buena parte del territorio, que no se compadecen con las necesidades de 
la comunidad educativa para todos los niveles del sistema. Tal como lo recomendó el CDN 
los recursos deben ser mayores para garantizar el derecho a la educación, pero la Defensoría 
del Pueblo ha venido señalando que los recursos destinados todavía no son suficientes y que 
debido a esto, en relación con la infraestructura “se observa que buena parte de los estable-
cimientos educativos del sector oficial en los años de referencia (2006-2007) carecen de la 
infraestructura adecuada tanto para garantizar condiciones sanitarias mínimas a los estu-
diantes de ambos sexos, así como de aulas suficientes y espacios deportivos, tecnológicos y 
recreativos para el desarrollo de las capacidades intelectuales, sociales y creativas. Algunos 
siguen localizados en zonas de riesgo ambiental, así como cerca de objetivos militares”140. 

Este punto también fue referenciado en las consultas con niñas, niños y adolescentes, quie-
nes dicen que:

Con respecto a los temas de deserción escolar es importante señalar que el país tiene una 
baja capacidad de retención de los adolescentes en el sistema educativo. Es importante re-
saltar que en la medida en que se presenta desempleo en las familias, la deserción escolar 
aumenta y los niños y niñas se dedican a la generación de ingresos para sus familias, tal 
como lo plantea el estudio dirigido por Sarmiento. En este estudio se evidencia que en el 
2008 la tasa de deserción fue de 28,7%148. Si bien en años posteriores la tasa de deserción 
disminuyó, continúa siendo muy alta. Así mismo, otros estudios como el del Instituto de Es-
tudios Urbanos de la Universidad Nacional en colaboración con el Ministerio de Educación 
en 2011, señaló que un total de 360.480 estudiantes abandonaron la escuela por circunstan-
cias relacionadas con las grandes distancias entre el colegio y la casa, así como con bajo 
rendimiento escolar. Estos aspectos señalan que no sólo es un problema de ingresos de las 
familias sino también del acceso a los centros educativos y a la desmotivación frente a la baja 
calidad educativa.

Otros estudios muestran que medidas como la ampliación de la jornada estudiantil puede ser 
un factor que contribuya a prevenir la deserción y la repetición de años149, sin embargo, la am-
pliación de jornada solo se  ha dado en pocas instituciones educativas en la capital del país. 

Las tasas de repetición en el país durante el quinquenio 2006-2010 fueron bajas, por ejemplo 
en primaria durante el 2007 la tasa fue de 3.7%, esta situación se pudo deber a que en este 
periodo se mantuvo la denominada promoción automática a través de la cual se comprendió 
la flexibilidad de un modo particular y se garantizó el paso de los estudiantes al grado siguien-
te, situación sobre la que no se han medido los efectos en términos de calidad y aprendizajes 
efectivos de los estudiantes.

Aunque se han dado reducciones en el retraso de estudiantes frente al curso en que debe-
rían estar por su edad, a 2008 más del 50% de hombres y el 40% de mujeres se mantenían 
retrasados, esta situación fue más crítica entre los más pobres quienes presentaron retraso 
en más de dos grados, mientras que los miembros del decil más alto se retrasaron en menos 
de un cuarto de grado150.

Factores como el nivel de capacitación de los docentes y la carga laboral de los mismos, afec-
ta la calidad de la educación, como lo plantean las niñas, niños y adolescentes consultados:

no le gustan los espacios del colegio porque no hay limpieza en los baños ni 
en los salones. Los baños son un completo desastre141”, “las instalaciones de 
jardines y escuelas no son adecuadas, faltan bibliotecas, salones de sistemas e 
instalaciones administrativas142”, “hay salones deteriorados que son un peligro…
están deteriorados porque las paredes están rajadas, hay niños que les pueden 
caer encima… en mi colegio faltan computadores”, “que mejoren la sanidad, es-
tán pésimas porque le quitan el agua a los baños, hay un solo baño para los niños 
y niñas143   .

necesitamos más profesores para las otras materias, tenemos una sola profesora 
para todas las materias porque a veces la profesora…ella puede haber estudiado 
para español y no sabe inglés, a veces así pasa144”. “si hay docentes calificados 
pero cada docente debería dedicarse a una sola materia. También hay muchos 
docentes con los que uno no se ve mucho tiempo por eso mismo, y entonces una 
clase se alarga porque se juntan varias materias con un solo docente”145, “si hay 
más cobertura pero los salones están más hacinados, la calidad de la educación 
se ha desmejorado considerablemente y ya muchos niños no van al colegio  por 
gusto sino por obligación146   .

algunos de los maestros no tienen formación pedagógica lo que hace de la edu-
cación no muy bueno y la relación entre alumnos y profesores indiferente. Muchos 
de los alumnos se retiran es porque no hay un apoyo del gobierno que garantice 
la oportunidad de que estos niños puedan seguir estudiando ya que los recursos 
económicos no son suficientes en las familias. Como recomendaciones plantea-
mos que debería existir un seguimiento a las instituciones educativas, mayor con-
trol en el tema de hacinamiento, contratar a profesores capacitados para ejercer la 
función pedagógica de ser docentes, más recursos para que los alumnos puedan 
estudiar sin preocupaciones y una verdadera política que incluya a toda la pobla-
ción en la educación manteniendo las diferencias culturales que existen   147.

140 Defensoría Op.Cit. p105. 
141 Consulta participativa a niñas y niños. Tumaco. Noviembre de 2012. 
142 Consulta participativa a niñas y niños. Armenia, Diciembre de 2012.
143 Consulta participativa a niñas y niños. Chocó, Diciembre de 2012.
144  Consulta participativa a niñas y niños. Jamundí. Noviembre de 2012.
145 Consulta participativa a niñas y niños. Cali, febrero de 2013.
146 Consulta participativa a niñas y niños. Bucaramanga.

147 Consulta participativa a niñas y niños. Bucaramanga, Diciembre de 2012.
148 Sarmiento Op.Cit. p 60
149 Jaramillo, Sandra, et al. Deserción y Repetición en los primeros grados de la básica primaria: factores de riesgo y alternativas de política pública. Proyecto educación 
compromiso de todos. Bogotá, 2010. p 83
150 Sarmiento Op Cit. 84-85.
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En el 2008 se declaró la gratuidad educativa en el sector público para la primaria y en el año 
2010 para toda la educación básica a raíz de la Sentencia C-376 de la Corte Constitucional, 
producto entre otras de la labor de incidencia de la Coalición Colombiana por el Derecho a la 
Educación. Hasta 2010 la gratuidad estaba establecida para el nivel de primaria y los estratos 
sociales de menores recursos. A partir de 2012 la gratuidad es para todos los niveles del sec-
tor público (preescolar, primaria, secundaria y media). El  recurso establecido por estudiante 
(que llega directamente a las instituciones educativas desde el nivel central), es muy bajo 
para suplir las necesidades de las instituciones educativas, específicamente relacionadas 
con calidad de la educación.

La gratuidad (costos de matricula) no elimina las brechas en los costos de sostenimiento de 
los estudiantes con escasos recursos en el sistema educativo, relacionados con útiles escola-
res, trasporte, uniforme, entre otros. Los programas de subsidios condicionados, a través de 
estrategias como Familias en Acción o la Red Unidos, fomentaron el acceso a la educación 
de los hijos e hijas de las familias que requerían de los subsidios y como condición para acce-
der a estos. Sin embargo, estas estrategias siguen creando dependencias que no se pueden 
equiparar con una perspectiva de derechos universales.

Aun cuando se han presentado avances en materia presupuestal en el sector educativo, to-
davía existen rezagos. En 2010 la inversión en educación alcanzó el 4,99% del PIB151, toda-
vía lejana a la meta establecida del 6%. La inversión en educación preescolar realizada por el 
Estado colombiano se encontraba por debajo de la de otros países de similar desarrollo en la 
región durante el quinquenio 2006-2010. Mientras que países como Argentina, Chile y México 
invertían entre un 0,6% y 0,5% del PIB, Colombia invertía un 0,1%152.

El gasto en calidad continúa rezagado: ¨En efecto, la proporción del SGP (Sistema General 
de Participación) destinada a la calidad no solo no ha mejorado sino que se ha visto reduci-
da. Mientras en 2002 el 6,5% del SGP se destinaba al mejoramiento de la calidad, en el año 
2009 ese porcentaje caía al 6%¨153. Hecho que repercute en los resultados obtenidos en las 
pruebas de calidad (SABER), y que da lugar a una brecha de aprendizajes que evidencian 
que “en Colombia existen altas desigualdades en los resultados académicos de los estudian-
tes asociadas al nivel socioeconómico de sus familias,  al tipo de gestión educativa y zona 
geográfica de las escuelas a las que asisten”154. 

En este campo se destaca el Plan Nacional de Lectura que, con un presupuesto moderado, 
ha fortalecido el sistema de bibliotecas públicas municipales. Sin embargo, en 2010 persis-
tían deficiencias importantes en la dotación de bibliotecas, tanto en textos como en tecno-
logías, tan solo el 58% de las bibliotecas de los municipios conectados a la red nacional de 
bibliotecas públicas contaba con acceso a internet155. 

Por otra parte, también se destaca el proyecto “Música para la Convivencia” que desde 2002 
viene patrocinando el desarrollo de proyectos de formación musical entre niñas y niños de 
varios municipios colombianos156. Existe poca información sobre acciones emprendidas en 
recreación y deporte para niñas, niños y adolescentes, lo que evidencia la limitada importan-
cia que tiene en la agenda pública.

Un elemento fundamental para el mejoramiento de las posibilidades recreativas y deportivas 
es la inversión en infraestructura que a 2010 presentaba un atraso significativo, tal como lo 
reporta el Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014, que dice que aunque existían unos 54.780 
escenarios deportivos, aproximadamente el 27% de ellos estaban inconclusos, un 15% se 
encontraba en regular estado y 40% en mal estado157. Este aspecto fue uno de los doce más 
votados por las niñas, niños y adolescentes que participaron en la consulta virtual realizada 
por las organizaciones pertenecientes a la Alianza por la Niñez Colombiana158. 

La Encuesta de Consumo Cultural de 2012 indaga sobre las percepciones, gustos y prácticas 
culturales de los hombres y las mujeres en Colombia, en aspectos como la participación en 
espacios culturales, el uso del tiempo libre, el consumo de videojuegos y música, o la asis-
tencia a cursos y talleres artísticos. 

Tomando como base una población de 4´321.000 personas entre los 5 y 11 años: 2´192.000 
niños y 2´129.000 niñas, la encuesta revela que, en promedio, una niña invierte 16.3 horas a 
la semana (lunes a viernes) en el desarrollo de actividades durante su tiempo libre, mientras 
un niño invierte 17.3 horas. 

Estas actividades son recreación (71.3%); actividad física (55.9%), presentaciones y espa-
cios culturales (20%); audiovisuales y medios de comunicación (67.2%); lectura (48.6%); ocio 
pasivo (65.9%); vida social y diversión (53.7%); aficiones y juegos (47.7%); actividades parti-
cipativas (25.2%), viajes (7.7%) y deporte (56.2%). En esta última actividad, existe una gran 
diferencia entre sexos, pues 1´256.000 niños y tan sólo 881.000 niñas practican un deporte. 

De acuerdo con los resultados obtenidos, el 96.9% de niños y niñas entre los 5 y los 11 años 
ven televisión, de estos 2´132.000 son niños y 2´053.000 son niñas. El 57.1% consume ví-
deos, el 40.3% practica con videojuegos, el 39.6% escucha música grabada, el 39% escucha 
radio y el 33.7% ha asistido a cine durante los últimos 12 meses.

Los niños y las niñas dentro de este rango de edad, también han incursionado en distintos 
escenarios culturales.

6.2.  El descanso, el juego, el esparcimiento y las 
actividades recreativas, culturales y artísticas

Las acciones encaminadas a garantizar el acceso a de niños, niñas y adolescentes a acti-
vidades recreativas culturales y artísticas no ocupan un lugar importante en el informe pre-
sentado por el Estado. Sobre este aspecto sólo reporta el informe los beneficios que podría 
representar la medida de extensión de la jornada escolar complementaria, la cual todavía no 
se implementa a cabalidad en el país y no reemplaza la obligación del Estado de garantizar 
estos derechos.

151 Ministerio de Educación. Revolución Educativa. 2010. Documento electrónico, consultado  el 20 de Abril  de 2013, disponible en:
http://www.mineducacion.gov.co/1621/articles-233263_archivo_pdf_presentacional_05_2010.pdf
152 Sarmiento, Alfredo. Situación de la educación en Colombia Preescolar, básica, media y superior Una apuesta al cumplimiento del derecho a la educación para niños, 
niñas y jóvenes. Proyecto educación compromiso de todos. Bogotá, 2011 p29.
153 Piñeros Luis. Una mirada a las cifras de la educación en Colombia 2002-2009. Educación Compromiso de todos. Bogotá, 2010. p 30.
154 Ibíd.

155 Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014 “Prosperidad para Todos”. Resumen ejecutivo. Bogotá. 2011. p 21 
156 ICBF. Optando por la Paz y la Prosperidad Social. Primera Rendición Pública de Cuentas Nacional sobre la Garantía de los Derechos de la Infancia, la Adolescencia 
y la Juventud. Bogotá, 2012.  
157 Ibíd.
158 Consulta participativa virtual a niñas y niños. Octubre 2012- Febrero 2013.
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Se destaca la asistencia a teatro, danza y ópera (24.5%); seguido por la participación en fe-
rias y exposiciones artesanales (21.2%); la presencia en conciertos, recitales, presentaciones 
de música en espacios abiertos y cerrados (en vivo) (14.6%) y la visita a exposiciones, ferias 
y muestras de fotografía, pintura, grabado, dibujo, escultura y artes gráficas (12.6%) .

Cerca de la mitad de niños y niñas, entre 5 a 10 años, asisten a espacios culturales como bi-
bliotecas (41.4%), seguidas por los museos (15.6%), las casas de cultura (15.1%), los monu-
mentos históricos, sitios arqueológicos, monumentos nacionales y centros históricos (13.1%) 
y las galerías de arte y salas de exposiciones (5.4%).

La situación de desplazamiento interno fue uno de los puntos sobre los cuales el Comité en 
sus recomendaciones del año 2006 expresaba una “grave inquietud por el elevado número 
de niños que siguen siendo desplazados en Colombia” y compartía la preocupación expresa-
da por la Corte Constitucional en la sentencia T025 de 2004, referida a la falta de atención y 
asistencia específica a las niñas, niños y adolescentes desplazados, teniendo en cuenta que 
constituyen más de la mitad de la población desplazada. En atención a esto se recomendaba 
el aumento sustancial de recursos a los desplazados, el incremento de la cooperación con 
ACNUR, el incremento de la asistencia psicosocial para niños y niñas y la distribución de 
asistencia humanitaria para mantener el principio de distinción. 

Como lo expresó la Corte Constitucional en el Auto 251 de 2008, “las niñas y los niños víc-
timas del desplazamiento forzado,  son los seres más indefensos y vulnerables”, padecen 
pérdidas irreparables de etapas fundamentales en el proceso de crecimiento, sus familias son 
reconfiguradas, las niñas están más expuestas a: Situaciones de abuso sexual por cuestio-
nes de desprotección y económicas; explotación sexual por necesidades económicas de la 
familia; trabajo doméstico  (se emplean más fácil que los hombres); abandono de lo escolar, 
en la medida en que terminan asumiendo el cuidado de los hermanos.

Sobre este punto, el Estado aduce en el informe oficial que uno de los mayores logros es la 
generación del CONPES 3400 y la formulación de la política sobre desplazamiento forzado, 
derechos humanos y reconciliación, surgida del plan de desarrollo 2006-2010. A pesar de 
este avance, las acciones estatales siguen siendo insuficientes para garantizar los derechos 
de un considerable número de niñas, niños y adolescentes victimas del desplazamiento. El 
Estado menciona una serie de acciones realizadas a través de las agencias responsables 
(como la anterior Acción Social y el ICBF), pero la información aun no es presentada total-
mente teniendo en cuenta los indicadores ordenados por la Corte Constitucional, lo que no 
permite medir la progresividad en el goce efectivo de sus derechos. 

Según los datos del Departamento para la Prosperidad Social (DPS) a 2010 existían en total 
798.018 hogares y 3’486.305 personas registradas como desplazadas159. Estas cifras oficia-
les son muy inferiores a las reportadas por la Consultoría para los Derechos Humanos y el 
Desplazamiento (CODHES), basadas en su propio sistema de información, que para el 2010 
mostraban un acumulado de 5’186.260 personas desplazadas, siendo el número de perso-
nas desplazadas solo en el año 2010 de 280.041, lo que corresponde a alrededor de 56.000 
hogares.

Medidas especiales de protección 
(artículos 22, 30, 32 a 36, 37b a 37d, 38, 39 y 40) 07

7.1. Los niños fuera de su país de origen que traten de obtener 
la protección como refugiados, los niños no acompañados 
solicitantes de asilo, los niños desplazados internos y los 
niños afectados por la migración.

159 Estadísticas población desplazada en el RPD con corte a Julio de 2010. Versión electrónica consultada el 12 de Enero de 2013, disponible en: 
http://www.dps.gov.co/Estadisticas/SI_266_Informacion%20PAG%20WEB%20%284-08-2010%29%20ver%202.htm
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Para agosto de 2013, la Red Nacional de Información de la Unidad de Víctimas160, repor-
ta 5´244.963 de personas expulsadas, 5´247.857 personas recibidas y 5´258.862 personas 
declaradas. Tan sólo durante el 2013, 43.973 personas han sido expulsadas, 49.900 fueron 
recibidas y 203.332 declaradas. 

Las diferencias de los registros oficiales y los de las organizaciones de la Sociedad Civil se 
dan porque, como lo plantea el Alto Comisionado para los Derechos Humanos sobre los 
derechos, en Colombia existe “un continuo subregistro de casos…siendo más frecuente en 
aquellas zonas donde se desarrollan hostilidades”, como lo ilustra a través de casos específi-
cos161. Las cifras oficiales desagregadas para población infantil emitidas por el Departamento 
para la Prosperidad Social - DPS muestran que durante el quinquenio 2006-2010 se ha veni-
do presentando una disminución del número de niñas, niños y adolescentes desplazados, ya 
que para el año 2007 las cifras se encontraban en 71.468 niñas y 75.551 niños, mientras que 
para el 2010 la cifra llegó a 30.450 niñas y 32.029 niños. El hecho es que aunque se presente 
una disminución, el desplazamiento persiste como una alarmante situación que vulnera los 
derechos de niñas, niños, adolescentes  y de sus familias. 

De acuerdo con cifras recientes de la Unidad de Víctimas sobre el reporte de hechos victimi-
zantes por edad162, se tiene que 49.950 niñas y 52.824 niños se registraron como víctimas del 
conflicto armado en el 2011, 34.155 niñas y 36.219 niños en el 2012 y, para el 2013, la cifra 
estaba en 10.561 niñas y 11.204 niños. Los principales hechos victimizantes son en su orden: 
el desplazamiento, las amenazas, los homicidios y los actos terroristas, entre otros.

En respuesta a la sentencia T025 y el auto 251 de 2008 de la Corte Constitucional, el Esta-
do implementó a finales del periodo (2010) el programa para la protección diferencial para 
las niñas, niños y adolescentes desplazados denominado “Mis Derechos Primero”. Dicho 
programa ha recibido observaciones críticas por parte de la mesa de seguimiento al auto163, 
entre las que se plantea que la definición de la categoría de atención especial se ha enfocado 
específicamente en educación y vivienda, y no se ha podido “impedir que el desplazamiento 
y sus efectos en la niñez se presenten como un reto para el Estado en su conjunto y de forma 
particular para los gobiernos nacionales y locales”164. De acuerdo con estos analistas, se “re-
produjeron las debilidades de coordinación, ausencia de monitoreo y pertenencia de los pro-
gramas en marcha de cada una de las entidades encargadas de brindar atención a la infancia 
y adolescencia para la garantía de sus derechos. Tampoco se consiguió atender los casos de 
los 18.000 niños, niñas y adolescentes que aportaron las organizaciones de la sociedad civil. 
Hasta ahora el programa, no solo no responde a la obligación primigenia de dar respuesta a 
las necesidades identificadas de esta población sino que incumple la característica de espe-
cificidad individual del programa referida como requisito en el auto251”165.

La Defensoría del Pueblo166, plantea que a 2010 persistía un estado de cosas inconstitucio-
nal, aun cuando la sentencia T025 de 2004 y sus autos contribuyeron a reconocer el despla-
zamiento y a visibilizar y sensibilizar a la sociedad frente a las víctimas. Señala este ente que 
“hay un estado de cosas inconstitucionales en la ocurrencia de eventos de desplazamiento 
forzado, en la precaria atención a las víctimas de desplazamiento forzado y en la débil política 
de cesación de la condición de desplazado”. 

Así mismo, señala que “la inclusión de las víctimas en el registro de población desplazada se 
ha constituido en una barrera para acceso a atenciones, debido a que la centralización de la 
valoración en Bogotá no ha permitido la inclusión de personas y comunidades expulsadas de 
municipios que hacen parte de la misma…esta problemática ha traído como consecuencia el 
subregistro de la población desplazada”. Las principales barreras en atención a la población 
desplazada se han presentado en la atención humanitaria de emergencia. 

Para la Defensoría del Pueblo, la atención de las niñas, niños y adolescentes “se dirige a 
garantías mínimas con carácter temporal, en temas básicos de salud y desconoce las vio-
laciones a los derechos que tienen efectos particulares en cada niño y niña”167. Así mismo 
plantea que para las mujeres, discapacitados e indígenas las respuestas no son adecuadas. 

En  2011 se expidió la Ley 1448 de Víctimas y Restitución de Tierras, por la cual se dictaron 
medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado 
interno. El Título VII de la Ley está dedicado a los niños, niñas y  adolescentes víctimas del 
conflicto armado que han sufrido desplazamiento, desaparición o reclutamiento forzado, vio-
lencia sexual, secuestro, muerte de uno o de ambos padres, o lesiones por causa de minas 
antipersonal, municiones sin explotar o artefactos explosivos improvisados, entre otras; lo 
que supone que se les reconozcan prioritariamente el derecho a la verdad, la justicia y la 
reparación integral. Hasta el momento de elaboración de este informe, los procesos de re-
paración de víctimas apenas comienzan y en ellos no se ha evidenciado la aplicación de la 
prevalencia de los derechos de niños, niñas y adolescentes, establecida en la Constitución 
Nacional.

Otra problemática asociada a la presión generada por el conflicto armado es la situación de 
refugiados. De acuerdo con ACNUR, se calcula que hay 500.000 refugiados colombianos que 
viven en los países circundantes. El principal país receptor de refugiados colombianos para el 
2010 era Ecuador (53.342 personas) y cerca del 70% eran mujeres, niñas y niños168. 

Para este población en situación de refugiados se presentaba barreras de asequibilidad y 
accesibilidad a programas y servicios: 

160 RNI - Red Nacional de Información. Fecha de corte: 31/08/2013 12:00:00 a.m. Consultado el 8 de octubre del 2013: http://rni.unidadvictimas.gov.co/?page_id=1629
161 Informe Anual del Alto Comisionado para los Derechos Humanos. 4 de Marzo de 2010 A/HRC/13/72 
162 RNI - Red Nacional de Información. Fecha de corte: 31/08/2013 12:00:00 a.m. Consultado el 8 de octubre del 2013: http://rni.unidadvictimas.gov.co/?page_id=1629
163 Documento de trabajo observaciones críticas de la mesa de seguimiento del auto251al programa para la protección diferencial de los niños, 
niñas y adolescentes desplazados frente al desplazamiento forzado “mis derechos primero”. 2010.
164 Ibíd. p 47.
165 Mesa de seguimiento. p 48.
166 Defensoría del Pueblo, Dieciocho informe Op. Cit. p140.

167 Ibíd. p 154.
168 ACNUR. Servicio de Evaluación y Desarrollo de Políticas. En los zapatos de los refugiados. Ofrecer protección y soluciones a los desplazados colombianos en Ecua-
dor. Ana Guglielmelli White. 2011. p 8
169 Huepa, Johanna. Derecho a la educación de niños y niñas colombianos/as en situación de refugio en Ecuador. P4. Documento electrónico consultado el 13 de 
febrero de 2013, disponible en: http://www.uasb.edu.ec/UserFiles/369/File/PDF/CentrodeReferencia/Temasdeanalisis2/ninezadolescenciayjuventud/articulos/Huepa.pdf

a las niñas no me las querían recibir, parece que solo escuchar el acento a uno le 
niegan la posibilidad, me la pasé caminando solicitando cupo en varias escuelas y 
colegios, en todos me piden documentos apostillados en Colombia, en otros ape-
nas uno dice que es colombiana dicen que no que después, que no está fulanita, 
entonces uno se cansa. La mayorcita no tenía el certificado ni notas, ella tiene 13 
años y estaba estudiando allá en Colombia, pero acá no me la quieren matricular, 
yo le dije a la directora que nos tocó salir huyendo de un día para otro, por eso 
no tenemos ningún papel ni certificado de nacimiento… A una amiga le negaron 
el refugio y los niños no los tiene estudiando, porque lo mismo les piden los do-
cumentos apostillados y ella no se puede devolver  a sacarlos por problemas que 
tiene, sería ponerse en mucho riesgo, por un papel, que además cuesta mucha 
plata, acá no entienden la situación de uno   169.
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7.2. Las niñas, niños y adolescentes en los conflictos 
armados, incluida su recuperación física y psicológica y su 
reintegración social.

La persistencia del conflicto armado afectó de manera directa a niñas, niños y adolescentes 
de varias regiones del país durante todo el quinquenio 2006-2010. En el 2008 el Ministerio de 
Defensa estimaba que el número de niños que participan en grupos armados ilegales estaba 
cerca de 8.000. Dicha cifra podía ser entre 11.000 y 14.000 según fuentes no gubernamenta-
les170. El Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, respecto al periodo 2009-2012 “verificó 
343 casos de reclutamiento y utilización de niños en 23 de los 32 departamentos del país171. 
Esta situación también ha sido reportada por organizaciones de la sociedad civil como la 
Coalición Contra la Vinculación de Niños, Niñas y Jóvenes al conflicto armado (COALICO), 
organización que ha venido evidenciando la sistemática inclusión de niñas, niños y adoles-
centes en el conflicto172.

Las cifras de casos de desvinculación y reintegración de niñas, niños y adolescentes, atendi-
das por el ICBF desde 1999 hasta 2012 asciende a 5.005, un número pequeño si se compara 
con el número de vinculados al conflicto por las guerrillas, paramilitares o bandas criminales. 
El reclutamiento es un fenómeno histórico en las zonas de acción de dichos grupos, donde 
la vulnerabilidad socioeconómica y la exclusión social afectan a la niñez y la adolescencia173.

La Organización de las Naciones Unidas (ONU) ha identificado que entre el 2011 y 2013, 
por lo menos se han presentado 625 casos de niños y niñas reclutadas. Por su parte, el más 
reciente informe del Secretario General de la ONU sobre la Niñez y el Conflicto Armado en 
Colombia, al amparo de lo dispuesto en la resolución 1612 de 2005 que rige la materia, men-
ciona que el uso y reclutamiento de niños y niñas por los grupos organizados al margen de la 
ley (GAOML), es un fenómeno sistemático y generalizado con al menos 300 casos reporta-
dos en 23 departamentos durante el 2012174. 

Según el boletín del ICBF “Vulneración, reclutamiento y utilización de niños, niñas y ado-
lescentes por grupos armados organizados al margen de la ley (GAOML) “175, durante el 
2011, 282 niños, niñas y adolescentes se desvincularon de estos grupos, distribuidos así: 203 
de las Fuerzas Armadas de Colombia (FARC), 3 de las Autodefensas Unidas de Colombia 
(AUC), 44 del Ejército de liberación Nacional (ELN), 24 de las Bandas Criminales (BACRIM), 
6 por establecer, 1 del Ejército Popular de Liberación (EPL) y 1 del Ejército Revolucionario 
Guevarista (ERG).

Mientras para el 2012, se desvincularon 124 niños, niñas y adolescentes. 90 de las Fuerzas 
Armadas de Colombia (FARC), 16 del Ejército de Liberación Nacional (ELN), 2 del Ejército 
Popular de Liberación (EPL) y 16 de Bandas Criminales (BACRIM).En general, la mayor pro-
porción de niños, niñas y adolescentes desvinculados provienen de la guerrilla. 

De acuerdo a una caracterización de esta población176, el 84,3% de los niños, niñas y adoles-
centes desvinculados de GAOML fue a través de combates, 74,8% en emboscadas y 61,5% 
en tomas armadas. 

La judicialización del delito ha sido muy pobre. Un resumen de las cifras, déficits, logros y 
realidades en esta materia es el siguiente:

 ► El delito se tipificó por primera vez en la Ley 418 de 1997. Por ello, en nuestro 
país, entre 1964, fecha de inicio de estos reclutamientos, y 1997, no se profirió 
condena judicial alguna al respecto. 

► Entre los años 1997 y  2007, pese a que ya existía el delito, no se profirió una 
sola sentencia.  

► En  los años siguientes, según datos obtenidos en  agosto de 2013, la justicia 
ordinaria profirió 47 fallos condenatorios, los cuales correspondieron a procesos 
en los que actuaron los miembros de la Unidad de Derechos Humanos de la 
Fiscalía General de la Nación, instancia que nos ha brindado esta información. 
Igualmente, de conformidad con los reportes de las Fiscalías Seccionales del 
país, a diciembre de 2012, la administración de justicia había adoptado 49 sen-
tencias más de este orden. En total, son aproximadamente algo más de 100 las 
sentencias que  la justicia ordinaria ha proferido sancionando este ilícito desde su 
consagración normativa como delito. 

Si tomamos en cuenta que desde hace más de una década se ha establecido que 
la cifra de los niños y las niñas que han sido víctimas de reclutamiento por parte 
de las guerrillas o de los grupos de autodefensa puede ascender a 14.000, según 
diversos estimativos ya citados en este documento, y, que a la fecha, el ICBF ya 
ha atendido a 5.200 menores de edad en sus programas especializados, es obvio 
que el número de sentencias proferidas es muy bajo.   
En realidad, resulta inentendible que, en el plano de la jurisdicción ordinaria, el 
Estado no haya avanzado con mayor celeridad en los juicios penales a los even-
tuales victimarios con el propósito de establecer su responsabilidad en los reclu-
tamientos de niños o niñas. Esto es bastante sorprendente cuando sabemos que 
las historias de vida y los testimonios de más de 5.000 niños o niñas que se han 
desvinculado de los grupos armados ilegales y que han sido atendidos hasta la 
fecha por el ICBF, serían base probatoria suficiente para tales investigaciones y 
juicios punitivos. 
Es claro que la Fiscalía debió en los años pasados solicitar de oficio estos ex-
pedientes al ICBF. Así mismo, dicha entidad, el ICBF, debió haber entablado las 
denuncias penales correspondientes que dan cuenta de los reclutamientos que 
puede constatar en sus propios archivos en los últimos 15 años, según los relatos 
de niños y niñas que han sido atendidos por este ente oficial y con los que se 
puede identificar a los grupos responsables.

A fin de enmendar esta situación, por primera vez, después de la consagración 
del delito y luego de 15 años de haber dado inicio a la recepción y tratamiento de 
niños y niñas que han padecido de este ilícito, el ICBF, en el año 2013, decidió 
instaurar denuncias por 900 casos.

170 Entrevista a Sergio Tapia, presidente y Fiscal Internacional de Derechos Humanos del Tribunal Internacional sobre la Infancia afectada por la Guerra y la Pobreza. El 
Espectador Nov. 19 de 2008.
171 Naciones Unidas Op Cit. p 5. 
172 COALICO. Boletín de Monitoreo No 9. Boletín estadístico 2009-2011. Bogotá, 2012.
173 ICBF. Observatorio del Bienestar de la Niñez. Boletín 3. Vulnerabilidad, reclutamiento y utilización de niños, niñas y adolescentes por grupos armados organizados al 
margen de la ley. Bogotá, 2012. p 5
174 Office for the Coordination of Humanitarian Affairs (OCHA). 2014 Humanitarian Needs Overview. 2013.
175 Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y Organización Internacional para las Migraciones (OIM). Vulneración, reclutamiento y utilización de niños, niñas 
y adolescentes por grupos armados organizados al margen de la ley. En: Observatorio del Bienestar de la Niñez. No. 3. Bogotá. 2012. Consultado el 15 de octubre del 
2013: http://www.icbf.gov.co/portal/page/portal/PortalICBF/Bienestar/Programas%20y%20Estrat%C3%A9gias/ObservatorioBienestar/Boletines/OBSERVATORIONI-
NEZ_N3.pdf

176 Defensoría del Pueblo, UNICEF e ICBF (2006). Caracterización de las niñas, niños y adolescentes desvinculados de los grupos armados ilegales: inserción social y 
productiva desde un enfoque de derechos humanos. Descargado agosto 5, 2012, de http://www.unicef.org/colombia/pdf/co_resources_ID1_introduccion.pdf
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Esta es una cifra importante, aunque, muy probablemente, menor a los eventos 
conocidos por sus funcionarios, que responden en la actualidad a 5.265 víctimas. 
Sin duda, estas denuncias corrigen en algo una situación que, según el artículo 
150 de la Ley 1098 de 2006, Código de Infancia y Adolescencia, obligaba a los 
defensores de familia desde mucho antes a tomar los testimonios de los niños y 
niñas víctimas del delito, a partir de un cuestionario enviado por el fiscal o el juez 
del proceso, una vez éste se hubiera iniciado. En definitiva, en los últimos años, 
la práctica de testimonios no se observó con el rigor necesario ni ha avanzado 
con la celeridad debida.

De otra parte, como ya se ha mencionado, la población de niñas, niños y adolescentes cam-
pesinos y de origen étnico que habita en las zonas de conflicto presentó mayor nivel de vul-
nerabilidad frente a la violación de sus derechos, incluido un mayor nivel de reclutamiento.177

Sin embargo, para el periodo 2006-2010, como lo plantearon algunos de los entrevistados 
para la realización de este informe, la infancia víctima del conflicto se encontraba totalmente 
invisibilizada, “parecía que el conflicto armado solamente afectaba a los adultos”178. 
De tal modo que no eran visibles las diferentes formas de vinculación de niños y niñas a los 
grupos armados no solamente como soldados sino también en el espionaje, el cobro de ex-
torsiones, participación en la producción de cocaína o en los oficios del mantenimiento de los 
grupos, así como tampoco se reconocía su uso como escudos humanos y, en el caso de las 
niñas, como compañeras sexuales de los combatientes, presentándose múltiples casos de 
violencia sexual. 179

La vinculación a los grupos armados se han convertido en una problemática constante en las 
zonas rurales, la periferia de las grandes ciudades y en las ciudades intermedias donde esca-
sean las oportunidades de estudio y trabajo, situación que aprovechan los grupos armados. 

Entre las acciones presentadas en el informe oficial dirigidas a la prevención de esta situa-
ción, se encuentran la formulación del CONPES 3376 de 2010, la construcción de las rutas 
de prevención para el reclutamiento forzado y los programas especiales de reintegración de 
niños, niñas y adolescentes.

Estas rutas de prevención se han empezado a implementar, pero su efecto ha sido muy 
pobre, pues los factores de riesgo como el trabajo infantil o la violencia intrafamiliar han 
aumentado, la presencia de las minas antipersonal o de los grupos armados ilegales sobre 
el territorio no han disminuido y, salvo la gratuidad educativa, que incide sobre la deserción 
escolar, los aspectos que guardan relación con el reclutamiento ilícito siguen teniendo un 
efecto muy negativo. 

Además, el mismo DNP y la Comisión Intersectorial de Prevención del Reclutamiento han 
reconocido, en 2013, que no se sabe con certeza cuántos montos se invirtieron por los entes 
públicos concernidos en el marco de esta política pública, ni en qué lugares se realizaron los 
gastos anunciados en el año 2010 en el Conpes en mención.

Según registro de la Oficina para la Coordinación de Asuntos Humanitarios en Colombia, el 
país llegó a ocupar durante el quinquenio 2006-2010 el primer lugar mundial como la nación 
con más víctimas por minas antipersonales, con datos oficiales a final de 2008 de tres víc-
timas diarias. Los datos oficiales muestran que de las 10.253 víctimas registradas desde la 
década de los noventa, al año 2013 murieron 2.126. Del total de víctimas, 3.895 han sido civi-
les y el resto militares, 87 % hombres, 3% mujeres, 2% niñas y 8% niños. Las minas afectan 
la vida de niñas, niños y adolescentes de las zonas rurales en 31 de los 32 departamentos 
del país.

El año 2006 fue en el que se presento mayor número de víctimas (1.235) por causa del uso 
de minas antipersona y de munición sin explotar, según los datos oficiales proporcionados 
por el Programa de Acción Integral contra las Minas Antipersonal. El número de personas 
afectadas disminuyó a partir de ese año, las cifras de los años restantes del periodo fueron: 
978 víctimas en 2007, 857 en 2008, 748 en 2009 y 552 en 2010.

Según la Red Nacional de Información de la Unidad de Víctimas184, 706 personas fueron 
afectadas por minas antipersonales en el 2011, 734 en el 2012 y 59 hasta agosto del 2013. 
Se estima que en el 2011, el 5% eran niñas, niños y adolescentes, en el 2012 el 22%, y 2013 
el 34%.  

Las recomendaciones del CDN al Estado en el 2006, planteaban la necesidad de aumentar 
los esfuerzos para la asistencia de víctimas civiles, especialmente niñas, niños y adoles-
centes víctimas y sus familias, dadas las graves repercusiones que esto tiene en sus vidas. 
De igual manera, se hacía y se hace imperativo exigir a los actores armados la cesación de 
la utilización de este tipo de material bélico. El Estado creó una oficina (dependiente de la 
Vicepresidencia de la República) para la coordinación de las acciones específicas para la 
población afectada.

En efecto, la suma que la política de prevención del reclutamiento advirtió que sería invertida 
equivale a más de $100.000 millones. Sin embargo, no se ha podido establecer si en reali-
dad se ejecutó o no, ni tampoco cuáles de las 133 acciones de prevención a las que alude 
el citado Conpes se adelantaron, al punto de afirmarse por las agencias estatales que “esta 
información tan parcializada, no permite tomar decisiones de manera adecuada, por lo 
que es necesario hacer un llamado a los miembros de la Comisión Intersectorial con 
el fin de reportar sus obligaciones de manera oportuna y con la calidad necesaria”180.  
Según los datos del mismo gobierno, 6 entidades que no rindieron reporte alguno, como el 
“ICBF (con 16 acciones), Fiscalía (con 4 acciones), Procuraduría (con 11 acciones), 
Ministerio del Interior (con 6 acciones), Agencia Colombiana para la Cooperación (con 
5 acciones), Unidad de Consolidación Territorial (con 1 acción compartida con ANSPE 
y DPS)”181, “concentran aproximadamente el 50% del total de actividades”182, lo que au-
menta las inquietudes derivadas de la falta de armonía en los reportes en estas temáticas.183

177 Informe del Secretario General sobre los niños y el conflicto armado en Colombia Consejo de seguridad S/2012/171
178 Funcionaria ONG integrante de la Alianza por la Niñez Colombina.Entrevista realizada el 11 de febrero de 2012.
179 Ruiz Botero, Luz, “Nos pintaron pajaritos”. El conflicto armado y sus implicaciones en la niñez colombiana.. Instituto Popular de Capacitación, IPC: Bogotá, Colombia: 
Fundación Cultura Democrática, Fucude, Medellín.2008. p 71.

180 Comisión Intersectorial para la prevención del reclutamiento y utilización de niños, niñas, adolescentes y jóvenes por grupos organizados al margen de la ley. “Resul-
tados de las encuestas de seguimiento al Conpes 3673 de 2010. Información de reporte entre el periodo de 1 enero/13 – 31 julio/13”. Septiembre de 2013
181 Ibídem
182 Ibídem
183 Ibídem
Comisión Intersectorial para la prevención del reclutamiento y utilización de niños, niñas, adolescentes y jóvenes por grupos organizados al margen de la ley. “Resulta-
dos de las encuestas de seguimiento al Conpes 3673 de 2010. Información de reporte entre el periodo de 1 enero/13 – 31 julio/13”. Septiembre de 2013
184 RNI - Red Nacional de Información. Fecha de corte: 31/08/2013 12:00:00 a.m. Consultado el 8 de octubre del 2013:  http://rni.unidadvictimas.gov.co/?page_id=1629 
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Reiterativamente se ha planteado además que debe aumentarse la inversión en prótesis para 
las víctimas y en el tratamiento integral de rehabilitación física y emocional frente a las secue-
las generadas por esta situación185, que implica ruptura de los proyectos de vida, problemas 
del desarrollo físico, resentimiento y reorganización de la vida familiar por la necesidad de 
organizar una estructura de cuidado especial para la víctima. 

Es imperativo señalar en este acápite que, según el Programa Presidencial para la Acción 
Integral contra Minas Antipersonal (PAICMA), entre el 2005 y el 2013, se han desminado alre-
dedor de 1.5 km² en el país de un total de 120 km² que están dispersos en 31 departamentos 
que padecen de esta problemática, de conformidad con las estimaciones gubernamenta-
les.186 Restan 118.5 km² por desminar, lo que hace suponer que los esfuerzos en el marco de 
un posible postconflicto en este campo han de ser arduos y que, mientras sigan las confron-
taciones bélicas, el uso de estos artefactos continuaría impactando sobre el desplazamiento 
forzado de niños y niñas y, por ende, sobre su eventual reclutamiento.

En 2012 según el DANE, aproximadamente 1´111.000 niños y niñas de 5 a 17 años trabajan 
en Colombia.  El 55% de esta población realizó oficios del hogar en el total nacional. Los 
principales oficios que realizaron los niños fueron: hacer mandados y/o mercados (88,2%) 
y limpieza y mantenimiento del hogar (84,6%). Por su parte, los principales oficios que rea-
lizaron las niñas fueron: limpieza y mantenimiento del hogar (93,3%) y hacer mandados y/o 
mercados (76,2%).

De acuerdo con el número de horas que dedican a trabajar las niñas, se encontró que un 
40.9% trabaja menos de 15 horas a la semana, 21.5% dedican entre 15 a 29 horas y 29.2% 
trabaja 30 horas o más. El Sistema de Información Integrado para la Identificación, Registro 
y Caracterización del Trabajo Infantil y sus Peores Formas (SIRITI) del Ministerio del Trabajo 
cuenta actualmente con un registro de 14.963 niñas que realizan trabajo u oficias del hogar, 
de las cuales un 29% son niñas entre los 5 a 11 años y un 71% entre los 12 a 17 años. De 
acuerdo con los tipos de actividades que realizan, se tiene que 7.309 niñas (48.8%) realizan 
trabajos de las peores formas, ya sea por la actividad o las condiciones bajo las cuales de 
desarrolla, tales como explotación sexual comercial, minería, actividades bajo riesgos am-
bientales, de seguridad, salud o con horarios prolongados. El 46.7% (6.992 niñas) realizan 
otros trabajos y el 4.5% oficios del hogar.

Como lo plantea uno de los testimonios recogidos en el libro “Por ser niña”(2012), la situa-
ción y condiciones de vida de las niñas en Colombia terminan impulsándolas hacia el trabajo 
doméstico:

La difícil situación económica de una gran proporción de adolescentes ha llevado a que sean 
utilizados en el tráfico de drogas. En el 2010, el tráfico de drogas era la segunda causa por 
la cual la población adolescente era conducida ante la justicia y, en ese mismo año en el 
periodo Enero-Noviembre, se había reportado un total de 7.682 casos, cifra que reflejaba un 
incremento del 18,02% frente al mismo periodo en el 2009190.

Se reconoce la existencia de la Estrategia Nacional para Prevenir y Erradicar el Trabajo In-
fantil y Proteger al Joven Trabajador 2008 – 2010 así como el trabajo realizado a partir de la 
misma191; no obstante, se cuestiona su impacto sobre el problema dadas las cifras presenta-
das. La principal recomendación sobre este tema realizada por el CDN al Estado, consistente 
en la intensificación de esfuerzos a través de asignaciones presupuestales adecuadas para 
luchar contra la explotación económica de la infancia y la adolescencia.

La reducción del trabajo infantil requiere de un compromiso político e institucional que res-
ponda a la integralidad de la garantía de sus derechos y el bienestar socioeconómico de sus 
familias.

“Hay algunos niños que los explotan, los papas no hacen nada mandan al niño a trabajar y 
cuando regresan los ponen a hacer también los oficios de la casa”187.      

De acuerdo con los reportes del DANE, la tasa de participación laboral de niñas, niños y ado-
lescentes (sin incluir trabajo doméstico) disminuyó de 8,9% en el 2005 a 6,9% en el 2007; sin 
embargo, para el 2009 dicha tasa aumentó a 9,2% y para el 2011 llegó a 12,85%. En 2009 el 
país presentaba una cifra de 1.050.047 niños, niñas y adolescentes trabajando188 y en 2011 
dicha cifra fue de 1.465.000. En el trabajo infantil se dan diferencias de género que hacen que 
las niñas sean especialmente vulnerables frente al trabajo doméstico, una de las formas de 
trabajo infantil más recurrente en las ciudades y en el campo.

De acuerdo a la Encuesta Nacional de Trabajo Infantil 2011 (DANE), un 15.6% de los niños y 
niñas entre los 5 y 17 años de edad trabaja, siendo mayor el porcentaje de niños y niñas que 
habitan en zonas rurales De estos niños y niñas trabajadores, el 70.8% asiste a la escuela y 
un 20.7% no asiste. La mayoría de niños y niñas manifiesta que trabaja porque debe ayudar 
en la actividad económica de la familia (38.7%) y otro alto porcentaje porque le gusta tener 
su propio dinero (33.5%).

Cabe aclarar que las cifras de Trabajo Infantil no incluyen los oficios y labores domésticas, 
lo que invisibiliza la situación de las niñas en Colombia. Las niñas entre 5 y 17 años tienen 
una mayor participación en oficios como cocinar; planchar; lavar; cuidar niños pequeños y/o 
personas enfermas; lavar ollas, platos, vajillas y loza; limpieza y mantenimiento del hogar y 
hacer mandados y/o mercados.

7.4. Explotación económica de niñas, niños y adolescentes, 
incluido el trabajo infantil.

185 OCHA. La situación de las minas antipersonal Colombia 2009. Bogotá. 2009. Versión electrónica consultada el 2 de marzo de 2013, disponible en: 
http://www.internal-displacement.org/8025708F004CE90B/(httpDocuments)/946DAB92079CE242C12575E100500210/$file/180209+Separata+MAP+2009.pdf
186 Entrevista a Pablo Parra, miembro del Programa Presidencial para la Acción Integral contra Minas Antipersonal (PAICMA). Agosto de 2006. 
187 Consulta participativa a niñas y niños. Cartagena, diciembre de 2012.
188 Bohórquez, Margarita. El trabajo infantil en Colombia. Reporte de resultados del Sistema de Seguimiento y Evaluación de la Protección Social. Ministerio de la  Pro-
tección Social. Bogotá, 2011.

189 Escobar, Manuel. Por ser niña, situación de las niñas en Colombia 2012. PLAN. Bogotá. p 51.
190 Casos de niños “mula” aumentaron 18 por ciento en el 2010.  El Tiempo. 26 de Diciembre de 2010. Versión electrónica consultada el 4 de Febrero de 2013, disponi-
ble en: http://www.eltiempo.com/justicia/ARTICULO-WEB-NEW_NOTA_INTERIOR-8680520.html
191 OIT-IPEC. Desarrollo de una política pública para la prevención y erradicación del trabajo infantil en Colombia. Sistematización de una experiencia. Bogotá, 2009. p72

Yo le dije a mi papá que ya estaba grandecita para trabajar en casa de familia, 
para ver cómo sacaba adelante a mis hermanitos. Me vine para Quibdó, una 
señora me acogió para cuidar un niño y duré siete años en esa casa, desde los 
11 hasta los 17 años. Cuidaba al niño, le lavaba, le hacía todo al niño. Después 
estudié en un colegio, con lo que ganaba les mandada plata y ropa a mis padres 
para mis hermanitos y así los sacábamos adelante. Yo lloraba mucho, me daba 
muy duro   189.
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7.5. Niñas, niños y adolescentes víctimas de abuso sexual. 7.6. Explotación sexual comercial.

¿Te sientes segura o seguro en tu casa o colegio?
 

“Yo no me siento segura, lo pueden a uno hasta violar en el 
colegio cuando todo el mundo se va”. 

“En otros colegios abusan de las niñas les dicen que no digan nada porque si no 
les hacen algo peor. Eso pasó una vez cuando yo estaba en Cartagena”192. 

Pese a la recomendación del CDN en la que se instaba a reforzar los mecanismos de control 
en relación al número de casos de abuso sexual, la problemática continúa en condiciones si-
milares. En los dictámenes sexológicos realizados por Medicina Legal en el año 2008 fueron 
registrados 21.202 casos de abuso, de los cuales 16.120 fueron sobre menores de 18 años; 
para el  2009 el registro total fue de 21.612 casos, 18.328 de ellos en niñas, niños y ado-
lescentes; y para el año 2010 el total fue de 20.142, correspondiendo 17.318 casos a niñas, 
niños y adolescentes193. El rango de edad en el que más fueron abusadas las niñas es el de 
10 a 14 años, en el caso de los niños la edad en la que más se cometieron abusos sexuales 
en su contra fue de los 5 a 9 años. 

En el 85% de los casos denunciados por abuso sexual infantil figuran como agresores los fa-
miliares y conocidos. Así mismo, entre los lugares donde este delito es cometido sobresalen 
la casa de la niña o el niño (70%), la habitación del agresor (7%), colegios y jardines (4%), y 
espacios públicos (4%).194

Según Medicina Legal, entre enero y septiembre del 2013 se han presentado 11.333 casos 
de violencia sexual contra niños, niñas y adolescentes menores de 17 años. De los cuales 
9.423 casos fueron de niñas, es decir el 83%, una cifra considerablemente mayor a los 1.910 
casos que se reportaron en niños. 

La mayoría de estos casos continúan presentándose en las niñas entre los 10 y los 14 años, 
y los niños entre los 5 y 9 años. Además prevalecen las personas cercanas como principales 
agresoras: 38% familiares, 9% vecinos o vecinas, 9% amistades, 2% compañero (a) de estu-
dio y 1% profesor(a)195.

En el marco del conflicto armado persiste una preocupante situación de abuso sexual sobre 
niñas, niños y adolescentes por parte de los diferentes grupos armados ilegales. Como lo 
planteó la Alta Comisionada para los Derechos Humanos, hay varios “casos que ilustran 
como las niñas y las mujeres, y en ocasiones los hombres, son víctimas de la violencia se-
xual generada por todas los actores del conflicto, así como por los grupos armados ilegales 
surgidos de la desmovilización de organizaciones paramilitares”196. Por ello se planteo la im-
portancia de que los procesos de reparación a víctimas, establecidos en la ley 1448 de 2011, 
contemplen clara y diferenciadamente las afectaciones por violencia sexual a niños, niñas y 
mujeres.

A partir de la investigación realizada por las Fundaciones Renacer, Fundación Plan y la Fun-
dación Restrepo Barco, se calculo que en 2006 existía más de 30.000 niñas, niños y ado-
lescentes víctimas de explotación sexual, aunque no hay cifras oficiales al respecto197. Ante 
la dificultad de tener una información confiable sobre un problema que ocurre en la clandes-
tinidad, estos datos nos muestran la gravedad de un problema que no ha sido reconocido 
suficientemente por el país.

También se debe tener en cuenta que los reportes actuales pueden reflejar un subregistro de 
este tipo de casos. Por ejemplo, en el más reciente informe de Medicina Legal (septiembre 
del 2013) sobre violencia sexual, la presunta explotación sexual representa tan sólo el 0,15% 
de casos registrados. Según la institución, en lo que lleva corrido del año, 17 menores de 
edad, 5 niños y 12 niñas, han sido víctimas de esta clase de delito en Colombia198.  

El informe de Estado plantea el tema de una forma bastante general y resalta los aspectos 
positivos de la atención ofrecida por el ICBF, la cual cubre un mínimo de los casos de niños 
y niñas víctimas de este delito (menos del 5%). Esta violación a los derechos de niñas, niños 
y adolescentes también se señaló en las recomendaciones del CDN al Protocolo Facultativo 
en 2010, donde se reconocen los avances dados con la formulación del Plan Nacional para la 
Prevención y Erradicación de la Explotación Sexual Comercial de Niños, Niñas y Adolescen-
tes 2006-2011, pero al mismo tiempo se lamenta la falta de coordinación intersectorial para 
promover y aplicar de forma integral lo establecido en el Plan y cumplir las obligaciones del 
Estado.

El desconocimiento acerca del tema ha incidido en que muchos de los casos de explotación 
sexual comercial infantil no sean atendidos y reportados con la inmediatez que se requiere. 
Las organizaciones expertas en el tema resaltan que “las conductas penales que se encuen-
tran bajo el título de delitos contra libertad, integridad y formación sexual del código penal se 
refieren al abuso sexual; es decir, la legislación colombiana sanciona la violación o el abuso 
sexual, más no la explotación sexual”199.

La legislación, como las leyes 985 (2005), 1329 (2009), y 1336 (2009), aportaron elementos 
legales para potenciar la lucha contra la explotación y combatir la  trata, la pornografía y el 
turismo sexual. Sin embargo, pese a estas medidas, Colombia sigue siendo uno de los países 
de América Latina con mayor participación de las redes internacionales de explotación sexual 
y pornografía infantil.200 La asociación del turismo con la explotación sexual infantil, genera en 
la sociedad una mirada normalizadora de la situación de trasgresión.

192 Consultas participativas a niñas y niños. Cartagena.
193 Cifras de Abuso Sexual Infantil en Colombia. Medicina Legal. 2012 Documento Electrónico Consultado en: http://redcontraelabusosexual.net/RED/index.php?view=ar-
ticle&catid=73%3Acifras-de-abusosexualinfantilencolombia&id=128%3Acifrasdeabusosexualinfantilencolombia&format=pdf&option=com_content&Itemid=133
194 Jiménez, Gilma. Senadora. Vocera del referendo de Prisión Perpetua para violadores y asesinos. Primero Nuestros Niños y Niñas. documento  electrónico encontra-
do en: http://gilmajimenez.com/cifrasviolencia
195 Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses 2013.
196 Naciones Unidas. Informe de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre la situación de los derechos humanos en Colombia* A/
HRC/16/22 Febrero de 2011 p.25.

197 Fundación Plan et al. Escenarios de la infamia. Explotación sexual de niños, niñas y adolescentes. 2006.Versión electrónica consultada el 15 de febrero de 2013, 
disponible en: http://www.iin.oea.org/IIN/cad/actualizacion/pdf/modulo3_2009/Escenarios%20de%20la%20infamia.pdf
198 Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses - enero a septiembre de 2013.
199 Rivera Nelson, Equipo Renacer-Granada Contreras Luz Alcira Visión Mundial. Primer Informe Alterno sobre la Implementación del Protocolo Facultativo de la Con-
vención de los Derechos del Niño Relativo a la Venta de Niños, la Prostitución Infantil y la Utilización de Niños en la Pornografía. Recomendaciones del Comité de los 
Derechos del Niño frente al Informe presentado por el Estado Colombiano. Colombia 2003-2008. Bogotá, 2010. p 31.
200 Alianza por tus Derechos. Colombia: 35 mil niños víctimas de avisos sexuales. Bogotá, 2012.
Vinculo electrónico: http://www.alianzaportusderechos.org/article/colombia-35-mil-ninos-victimas-de-abusos-sexuales/
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7.7. Venta y trata de niñas, niños y adolescentes. 7.8. Niñas, niños y adolescentes de la calle.

7.9. Adolescentes en conflicto con la ley.

En relación con este punto el CDN planteó las recomendaciones al Estado sobre el protocolo 
facultativo correspondiente. Sin embargo, existen múltiples falencias que se reflejan en el 
reporte y el registro sobre investigaciones y condenas para los responsables de esta práctica 
en el país, lo que refleja la invisibilización de la misma por parte del Estado.

Entre los años 2007 y 2010 la Defensoría del Pueblo reportó 3.879 casos de menores de 14 
años desaparecidos201. Se estima que entre los motivos de estas desapariciones están la 
venta y la trata de niñas, niños y adolescentes. Sin embargo, la mayor parte de los casos no 
se investigan a profundidad, o si se investigan, no se obtienen resultados. Ante esta inexac-
titud, se hacen necesarias la ampliación de las medidas de protección, el diseño de medidas 
de prevención y restablecimiento, así como la construcción de registros estadísticos que vi-
sualicen este tipo de trasgresiones, señalando así mismo sus diferencias e implicaciones en 
razón del género.

De acuerdo a la Red Nacional de Información de la Unidad de Víctimas202, en el 2011 se re-
portaron 221 casos de desaparición forzada de niños, niñas y adolescentes, al año siguiente 
fueron 317 casos y hasta agosto del 2013 van 45 casos registrados.

En los registros de las organizaciones que han adelantado acercamientos al tema de la venta 
de niñas, niños y adolescentes, se destaca que esta situación, aunque cuenta con pocas de-
nuncias oficiales, se presenta con cierta frecuencia en las poblaciones apartadas de los cas-
cos urbanos203. Se señala la necesidad económica como un factor causal que en ocasiones 
ha llevado a que familias rurales entreguen a sus hijas e hijos como una medida para suplir 
sus necesidades. 

La trata de niñas, niños y adolescentes en sus otras modalidades como trabajos o servicios 
forzados, matrimonio servil, mendicidad ajena y extracción de órganos, no han recibido la 
suficiente atención por parte del Estado.

Colombia es considerada como uno de los principales países de procedencia para la trata 
internacional e interna de mujeres, niñas, niños y adolescentes. Entre el 2007 y 2009, la DIJIN 
señaló que de 121 investigaciones por trata de personas, 115 correspondieron a niñas, niños 
y adolescentes204. De acuerdo con algunos reportes existentes, las principales víctimas de 
esta situación son las mujeres y las niñas (80% a 95%), específicamente con fines sexuales. 
Sin embargo, se señala que las niñas y los niños son vinculados también a otras formas de 
explotación y existen debilidades en la captura y judicialización de los tratantes205.

Como lo plantea el informe de Estado durante el quinquenio 2006-2010 se avanzó en el 
diseño de estrategias de atención, a través de acciones desarrolladas por proyectos de coo-
peración internacional. Sin embargo, no se avanzó en un proceso total de caracterización y 
reconocimiento oficial de la problemática nacional, una de las recomendaciones planteadas 
por el CDN en el año 2006, sino solamente en un ejercicio focalizado en las principales ciu-
dades del país206.

El ICBF señaló en 2007 que existía un total de 4.457 niñas, niños y adolescentes en situación 
de calles207, quienes eran víctimas de todo tipo de violencia, discriminación y de la privación 
de la mayoría de sus derechos. Se registró que el 33% de las adolescentes que viven en 
estas condiciones habían estado embarazadas y que 12% de las niñas, niños y adolescentes 
que habitan en la calle habían sido abusados sexualmente208. Igualmente se señalo el con-
sumo de sustancias psicoactivas: “se consumen todos los días cigarrillos en el 28% de los 
casos, marihuana en el 24%, bazuco en el 23%, sustancias inhalables en el 17%, perico en 
el 7% y bebidas alcohólicas en el 4%”209.

Aunque el Estado estableció programas de atención y prevención dirigidos a las familias 
que tienen hijas e hijos en situación de calle, como los subsidios condicionados, con el fin 
de aportar a las necesidades y reducir el riesgo de caer en esta situación, estas estrategias 
son insuficientes dada la complejidad de la problemática que requeriría acciones específicas 
orientadas a mejorar problemas estructurales.

Es necesario insistir en la diferenciación entre niña o niño habitante de la calle y delincuente, 
porque esta asociación es común en el imaginario popular y en la misma cultura de las insti-
tuciones estatales que intervienen ante el problema.

¿En su Comunidad hay adolescentes que infringen la Ley? 
¿Qué pasa cuando esto sucede?

“Si, consumidores, ladrones, estafadores, sicarios, jíbaros”.
“Son tratados mal por la Policía, porque los maltratan e insultan verbalmente. Se los llevan, 

les pegan, los bañan con una manguera a presión y los sueltan”.210

En el Boletín Especial de ICBF se señala que “los adolescentes en conflicto con la ley son 
quienes en su trasegar reflejan la desigualdad, la vulnerabilidad social, la pobreza, la exclu-
sión del sistema educativo y del mercado laboral formal. La gran mayoría presenta una histo-
ria de vida marcada por la violencia intrafamiliar, el abuso y la explotación. El uso abusivo de 
sustancias psicoactivas completa este escenario”211.

201 Jiménez, Op. Cit, Consultada el 25 de Enero de 2013 en  http://gilmajimenez.com/cifrasviolencia
202 RNI - Red Nacional de Información. Fecha de corte: 31/08/2013 12:00:00 a.m. Consultado el 8 de octubre del 2013: http://rni.unidadvictimas.gov.co/?page_id=1629 
203 Rivera-Granada. Op. Cit, p.14. 
204 Equipo técnico de la Corporación Espacios de Mujer. La Trata de personas en Colombia: La esclavitud moderna. Documento Electrónico, consultado el 3 de marzo de 
2013, disponible en: http://www.espaciosdemujer.org/sitio/attachments/article/8/colombia/La%20Trata%20en%20Colombia.pdf
205 Ibíd.

206 ICBF. Unión Europea. Caracterización Social y Cuantificación de NNA en situación de calle.  Estudio realizado en 16 Ciudades de Colombia. 2007.
207 Alianza por tus Derechos. Colombia: Más de 4 mil niños viven en la calle, reporta el ICBF.2007. Documento Electrónico consultado el 2 de marzo de 2013, 
disponible en: http://www.alianzaportusderechos.org/article/colombia-mas-de-4-mil-ninos-viven-en-la-calle-repo/
208 ICBF, Unión Europea 2007.Op Cit. p 51.
209 Ibíd. p 46.
210 Consulta participativa a niñas y niños. Armenia, octubre de 2012.
211 ICBF. Boletín Especial, Adolescentes en conflicto con la ley. Bogotá. 2012. p 4.
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Como lo registra el informe del Estado, el fenómeno de las infracciones penales cometidas 
por adolescentes viene en aumento y las cifras del mismo son preocupantes. Entre las acti-
vidades delictivas en las cuales se da una mayor utilización de niñas, niños y adolescentes 
están: el tráfico de estupefacientes, el hurto, el tráfico de armas y las lesiones personales212.

El Código de la Infancia y la Adolescencia estableció los principios y las reglas que deben 
regir la operación del Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes (SRPA), espe-
cíficamente se plantea que su finalidad es de carácter pedagógico y que se diferencia del 
sistema de adultos tanto en el proceso como en las sanciones. El Código estableció la edad 
de responsabilidad penal en 14 años, restringió la pérdida de libertad a delitos graves y faci-
litó la inclusión de los jóvenes en un sistema jurídico complejo. En el actual actúan Fiscales 
Especiales, Jueces Penales para Adolescentes, Salas Penales y de Familia de los Tribunales 
Superiores de Distrito Judicial, Corte Suprema de Justicia, Policía Judicial, Policía Nacional, 
Defensores Públicos y Defensorías de Familia.

El nuevo sistema se implementó de manera progresiva a partir del año 2007. En un balance 
reciente del mismo, se encontraron varios obstáculos que impiden que se alcance la finali-
dad pedagógica para la cual fue creado, como son: 1. Falta de definición de un ente rector 
del sistema; 2. Poca comprensión o claridad del rol de la autoridad competente para el res-
tablecimiento de los derechos de los adolescentes en el proceso penal para adolescentes; 
3. Insuficiente apropiación y asignación de recursos para el financiamiento del Sistema de 
Responsabilidad penal Adolescente (SRPA) y de los programas donde se cumplan las san-
ciones y lineamientos técnicos; 4. Pocos o nulos espacios físicos a donde conducir los ado-
lescentes aprehendidos en flagrancia en cada ente territorial municipal; 5. No se cuenta con 
un currículo de capacitación y entrenamiento del recurso humano que interviene en todas las 
etapas del proceso de responsabilidad penal para adolescentes; 6. No existen guías para la 
implementación de la Justicia Restaurativa; 7. Falta definición por parte del Ministerio de Sa-
lud de recursos financieros y programas para la atención de la salud integral y especializada 
de adolescentes que cometen delitos; 8. El Sistema no cuenta con un sistema integrado de 
información, seguimiento y reintegración social; 9. Está pendiente la adopción de la política 
de prevención de la criminalidad infantil y adolescente; 10. No existe oferta de programas 
especializados para menores de 14 años que cometen delitos.213

Además, las entidades a las que se remiten los adolescentes que son destinatarios de las 
sentencias proferidas por la administración de justicia, a través de las que se sancionan los 
hechos delictivos de su autoría, no cuentan con programas de desintoxicación por consumo 
de sustancias sicotrópicas. Es de destacar que el 65% de los jóvenes responsables de los 
delitos son, a su vez, consumidores habituales de tales sustancias, según lo han establecido 
la Procuraduría General de la Nación y la Fundación Restrepo Barco.214 De la misma manera, 
es necesario anotar quelas instituciones a donde se remiten a los adolescentes  tampoco 
atienden los problemas de salud mental que padecen algunos de estos. El Sistema de Se-
guridad Social en Salud no actúa en el marco de estas problemáticas ni es requerido a estos 
efectos. 

En un documento de análisis del Sistema de Responsabilidad Penal Adolescente  producido 
por la Alianza por la Niñez Colombiana, se señala que “la aplicación del Sistema ha mostrado 
una serie de inconsistencias que obedecen en algunos casos a vacíos legales, en otros a 
problemas de interpretación discrecional de las leyes y en otros a la carencia de programas 
de capacitación especializada para todas y todos los funcionarios que en el proceso intervie-
nen, así como a la bajísima oferta institucional en la que puedan ser cumplidas las sanciones 
no privativas de libertad en todos los municipios del país. Igualmente la carencia de espacios 
físicos en cada municipio a donde puedan ser conducidos los adolescentes aprehendidos 
en flagrancia y la poca presencia de lugares para surtir la detención preventiva así como la 
insuficiencia de cupos para la sanción de privación de libertad”215.

En el documento Conpes 3629 de política social frente al tema se afirma que “la oferta para 
atender las sanciones del SRPA es asimétrica entre sí y viene del esquema tutelar del Código 
del Menor”216, se cuenta entonces con un sistema nuevo que se ejecuta por una instituciona-
lidad vieja construida desde la lógica de la situación irregular.

Adicionalmente a estos problemas del sistema, el mismo gobierno y algunos medios de co-
municación realizaron una campaña de estigmatización de la población adolescente infrac-
tora, cuestionaron el sistema existente y exigieron castigos más severos, planteando que 
requerían fuertes medidas represivas, no protección integral. Producto de esto, en el año 
2011 se produjo una reforma al SRPA, expresada en la Ley 1453 de 2011, por la cual se au-
mentaron las penas para adolescentes infractores y se impusieron normas carcelarias a las 
instituciones de atención especializada.

Al finalizar el periodo el sistema se movía en el contexto de una nueva ley que plantea un mo-
delo de protección integral, con instituciones que venían de un modelo de situación irregular 
y presentaban resistencias al cambio y con un gobierno nacional preocupado por reprimir y 
sancionar a la población adolescente infractora.

212 ICBF. Observatorio del Bienestar de la Niñez. Adolescentes en Conflicto con la Ley. Sistema de Responsabilidad Penal-para Adolescentes. 2012. p 3.  Documento 
electrónico consultado el 3 de marzo de 2013, disponible en: http://www.icbf.gov.co/portal/page/portal/PortalICBF/Bienestar/Programas%20y%20Estrat%C3%A9gias/
ObservatorioBienestar/Boletines2/Boletin%20Especial%20n1.pdf
213 Informe Comisión de Evaluación del SRPA. 2012. 
214 Procuraduría General de la Nación y Fundación Restrepo Barco. “Pescadores de ilusiones: niños y jóvenes infractores de la ley penal: política pública, reeducación 
y sistema de responsabilidad penal para adolescentes (Ley 1098/2006)”E. Miguel Álvarez Correa G., Elkin Louis G., Sandra Parra D. Colombia. Instituto de Estudios del 
Ministerio Público.

215 Alianza por la Niñez Colombiana. Propuesta para la comisión de evaluación del sistema de responsabilidad penal para adolescentes consagrada en el artículo 110 de 
la Ley 1153 de 2011.Diciembre de 2011.
216 Consejo Nacional de Política Económica y Social. Documento Conpes 3629. Sistema de responsabilidad penal para adolescentes: Política de atención al adolescente 
en conflicto con la ley. Diciembre de 2009.

7.10. Niños y niñas afectados por los desastres naturales 
(Situaciones de emergencia).

El país está expuesto a los riesgos naturales: el 86% de la población está expuesta a un ries-
go sísmico medio y alto, un 28% a un riesgo alto de inundaciones y un 31% a un peligro de 
deslizamiento, media y alta (Banco Mundial, 2012). La nación se encuentra en el tercer lugar, 
detrás de Bangladesh y china, con respecto al Índice de Vulnerabilidad del Cambio Climático. 
Los principales afectados son las poblaciones en situación de pobreza y, especialmente los 
niños, niñas y adolescentes.
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Las políticas nacionales de gestión de riego han logrado avances, pero todavía  falta que 
este tema sea asumido con mayor prioridad para la destinación de recursos, implementación 
de estrategias de gestión del riesgo y atención frente a la situaciones de emergencia. Es-
pecíficamente desde los niveles territoriales (departamentos y municipios).  Con frecuencia 
se presenta la respuesta de las instituciones del Estado frente a las Emergencias, de forma 
descoordinada y sin establecer las prioridades diferenciales frente a la población infantil y 
adolescente.

De hecho, el enfoque de la Gestión del Riesgo de Desastres en Colombia es fundamental-
mente de conocimiento, reducción y manejo de desastres (proveniente de la Estrategia Inter-
nacional para la Reducción del Riesgo de Desastres de las Naciones Unidas):  En la legisla-
ción, los estándares y los programas de acción no se evidencia el enfoque de derechos de 
la niñez ni el enfoque diferencial para la protección integral, sino que el énfasis se establece 
solo en salvar vidas, tratando de igual manera a todas las personas vulnerables o afectadas 
por los desastres.  Desde esta perspectiva, la población menor de 18 años no es sujeto de 
atención ni de pedagogía según sus características y necesidades, y tampoco es actor de su 
propia protección (prevención): solo es sujeto pasivo y anónimo, sin intención clara de protec-
ción del goce efectivo de sus derechos217. 

Una de las situaciones que se presenta en el país hace referencia al hecho que la población 
que se ve con mayor frecuencia afectada por los fenómenos de origen natural suele ser 
también la población víctima del conflicto armado, en especial la población en situación de 
desplazamiento forzado.  Sin embargo, se ha identificado que no existe articulación y coor-
dinación entre las diferentes legislaciones para que tema, así como en las acciones que se 
desarrollan para atención integral a las personas, en especial la infancia y la adolescencia, 
afectadas y/o víctimas de ambas problemáticas218.

La misma situación se repite respecto a los impactos del Cambio Climático, que se relacionan 
directamente con la GRD: según el Plan Nacional de Adaptación al Cambio Climático (DNP, 
2012), “la mayoría de los desastres en Colombia se deben a las variaciones del clima. El 90% 
de las emergencias reportadas por la UNGRD para el periodo 1998-2011 en el país (13.624 
en total), se relacionan con fenómenos hidroclimatológicos y otros asociados.”  Además, tam-
bién afecta directa e indirectamente el desarrollo socio-económico del país, cuyos vacíos se 
expresan en perpetuación de la pobreza, que a su vez impacta con más fuerza a la infancia 
y la adolescencia.  En el Informe del Estado Colombiano al CDN no se prevé medidas al 
respecto.

La revisión sobre la garantía de los derechos de las niñas, niños y adolescentes en Colombia 
durante el periodo 2006-2010 revela una difícil realidad que afecta en mayor proporción a 
quienes viven en contextos de inequidad social y económica, y en los que en muchos casos 
se suma la presencia del conflicto armado interno, generando mayores situaciones de vulne-
ración de derechos en la población infantil y adolescente.

Las desigualdades económicas y sociales se manifiestan, especialmente en las zonas rura-
les y en regiones con mayor presencia de población étnica (indígenas y afrodescendientes), 
como son los casos de las regiones de la Orinoquia y costa pacífica.

Se reconoce que durante el quinquenio 2006-2010 se dieron avances legislativos importantes 
como la expedición del Código de la Infancia y la Adolescencia (ley 1098).  Así mismo, se pre-
sentaron avances en relación con la garantía de derechos como el registro civil; la educación 
con el aumento de la cobertura educativa principalmente en primaria y el reconocimiento de la 
gratuidad de la educación; el desarrollo integral de la Primera Infancia, a través de la política 
pública de atención integral a la primera infancia y la estrategia de Cero s Siempre; la salud 
con el incremento del acceso al sistema, el esquemas de vacunación completo y disminución 
de la mortalidad infantil. 

Sin embargo, aún  quedan brechas por abordar relacionadas con el acceso y la calidad de 
los diferentes programas sectoriales, la oportunidad y complementariedad, fundamentalmen-
te en las zonas rurales y regiones con mayor proporción de población indígena y afrodes-
cendiente en el país. Esta situación se refleja en las cifras de los indicadores relacionados 
con seguridad alimentaria de la niñez indígena y rural; la violencia familiar contra los niños 
y niñas; la inasistencia escolar de la población con discapacidad; la cobertura educativa en 
los niveles de secundaria y media; la explotación sexual y comercial de niñas, niños y ado-
lescentes; las peores formas de trabajo infantil con una marcada utilización de las niñas en el 
trabajo doméstico; entre otros.

La gestión pública tanto en el nivel nacional como territorial, continua respondiendo a una 
lógica sectorial que dificulta la respuesta integral por parte del Estado en la garantía de los 
derechos de la niñez. De esta forma, la falta de coordinación también genera la duplicidad 
de esfuerzos y recursos, la no consolidación del Sistema Nacional de Bienestar Familiar en 
el país.

Los acuerdos internacionales suscritos y las normatividades sobre infancia y adolescencia, 
no se reflejan en gran medida en las diferentes situaciones de vulnerabilidad de la niñez afec-
tada por el conflicto armado, como el desplazamiento, el reclutamiento forzado, las diferentes 
formas de violencia contra la niñez, entre otras. 

Conclusiones 08

217 Alianza por la Niñez Colombiana. Estudio sobre la articulación institucional en el diseño e implementación de la política pública para la Gestión del Riesgo de Desas-
tres Naturales y la Atenc  Reparación Integral a las Víctimas  del Desplazamiento Forzado en Colombia. Investigador Henry Díaz. Febrero 2014. 
218 Ibídem.
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Recomendaciones 09
“Que salgan de todas las comunidades…que de ese grupo saquen un comité y lo 

lleven cuando vayan a tomar decisiones y que de ese grupo de 
niños salga una idea y ellos (el Estado) la tomen en cuenta”219 

 
“El gobierno debe enfatizar sus políticas de salud a las veredas en donde no hay estos ser-
vicios, no hay condiciones suficientes de capacitación.-deben de hacer un estudio para mi-
rar profundamente y desarrollar una educación en sexualidad.- por falta de empleo no hay 

buena alimentación, los padres se van a la minería y nos dejan con los hermanos mayores, 
hay muchas basuras, las viviendas no cuentan con la sanidad.”220

 
“Ampliar los espacios de aulas de clase para evitar el hacinamiento en los colegios, para 
que sea más agradable. También que las clases no fueran solo teoría sino que también 

fuera salir, excursiones, cosas prácticas, salir a museos, o cosas así, para que no todo sea 
teoría porque no sería muy aburridor, así todos se mantendría motivados para estudiar”221

“Que sepan manejar el dinero…que les den oportunidades de trabajo. Al ICBF que busquen 
población que en realidad necesita hogar, escuchar más a los niños que a los mayores, 

adultos porque para eso es el bienestar de los niños, no humillar a los niños, ni juzgarlos. 
Escuchar a los niños y niñas.”222

Atendiendo las inquietudes expuestas por niñas, niños y adolescentes en las consultas par-
ticipativas realizadas y el análisis presentado sobre la situación de sus derechos, sugerimos 
al Comité que en sus observaciones conmine al Estado colombiano a comprometerse con:

219 Consulta a niñas, niños y adolescentes. Cartagena. Diciembre de 2012 
220 Consulta a niñas, niños y adolescentes. Quibdó. Noviembre de 2012
221 Consulta a niñas, niños y adolescentes. Floridablanca. Diciembre de 2012
222 Consulta a niñas y niños. Bogotá. Diciembre de 2012

 ► El Estado (Departamento para la Prosperidad Social) debe garantizar el mejo-
ramiento de las condiciones de vida de las familias, en especifico de aquellas que 
se encuentran en situación de pobreza y pobreza extrema, de tal forma que las 
familias puedan cumplir con su rol de corresponsabilidad en la Protección Integral 
de los Derechos de los Niños y Niñas.

► El Sistema Nacional de Bienestar Familiar -SNBF debe liderar en todas las 
entidades que lo componen, el avance en la priorización, articulación, comple-
mentariedad y armonización en las acciones orientadas a la infancia y adolescen-
cia para responder a la garantía de sus derechos. Así mismo, la asignación de 
recursos suficientes y oportunos.

► A partir de la experiencia de la Estrategia de Cero a Siempre (Desarrollo Inte-
gral para la Primera Infancia), es importante que el Estado a través del Sistema 
Nacional de Bienestar Familiar, continúe los esfuerzos y la sostenibilidad dirigida 
a la población de 6 hasta los 18 años.

Esto implica la construcción del Mapa Integral de Atenciones para la Infancia y la 
Adolescencia y la asignación de los recursos necesarios, con la finalidad de avan-
zar en la garantía de sus derechos desde la concepción de Protección Integral 
como lo establece la Ley 1098.

► El SNBF, a través de la Mesa SUIN, debe continuar fortaleciendo el sistema 
nacional de información y monitoreo de la situación de los derechos de niños, 
niñas y adolescentes, con enfoque diferencia. Este sistema debe posicionarse 
en el nivel nacional y los niveles territoriales, de tal forma que se pueda hacer 
seguimiento coordinado e integral a la garantía de los derechos de la niñez, y se 
pueda hacer los ajustes respectivos en materia de políticas y programas para la 
infancia y adolescencia. 

► La Registraduría Nacional, con el apoyo del ICBF y el Ministerio de Salud, 
debe dar cumplimiento a lo establecido en la Ley 1098 sobre el derecho al registro 
civil de niños y niñas del país en oportunidad. Este esfuerzo debe priorizarse en 
las zonas rurales y dispersas, con atención especifica en las poblaciones indíge-
nas y afrodescendientes.

► El Ministerio de Educación Nacional debe enfatizar el mejoramiento de la ca-
lidad de la educación, teniendo en cuenta los bajos niveles en los resultados de 
las pruebas nacionales e internacionales. Para ello debe aumentar en gran pro-
porción los recursos asignados para este tema, que en la actualidad no superan 
el 10% de los montos de trasferencia a los territorios (SGP).

► Teniendo en cuentas las brechas existentes de acceso para educación secun-
daria y media, el Ministerio de Educación debe priorizar las coberturas e inversión 
(6% del PIB) para alcanzar la universalización, especialmente en las zonas rura-
les del país, regiones en las que prima las comunidades indígenas y afrodescen-
dientes, y para la población con discapacidad. Esta recomendación también fue 
presentada por los países en la sesión 16º del EPU (UPR) en 2013 a Colombia: 
“El desarrollo de medidas efectivas para garantizar una educación incluyente que 
permita el goce efectivo del derecho a la educación de niños y niñas excluidos, 
como aquellos pertenecientes a grupos étnicos, con discapacidad o poblaciones 
rurales”.

► En este mismo sentido, el Ministerio de Educación debe promover y supervisar 
la consolidación del modelo de educación inclusiva que permite brindar la aten-
ción educativa a todos los niños y niñas, teniendo en cuenta sus particularidades, 
condiciones y situaciones diferenciales.

► En el contexto del proceso de paz en el país, el Ministerio de Educación debe 
incluir en los programas o lineamientos de currículo, asignaturas relacionadas 
con los temas de reconciliación y paz.

► El Ministerio de Cultura debe ampliar la oferta pública dirigida a niñas, niños 
y adolescentes en actividades de esparcimiento, recreación y cultura en todo el 
territorio nacional.
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► El Ministerio de Salud debe garantizar el acceso universal a los servicios de 
salud en todos sus niveles, sin ninguna discriminación y reglamentar y aplicar la 
atención especial y diferenciada que establecida en la Reforma del Sistema Ge-
neral de Seguridad Social de 2011.

► El Ministerio de Salud debe adelantar las estrategias para disminuir los niveles 
de embarazo adolescente y disminuir la incidencia de enfermedades de transmi-
sión sexual, enfatizando la atención amigable para adolescentes.

► El Estado debe fortalecer la implementación de la política de seguridad alimen-
taria y nutrición para erradicar el hambre y la desnutrición, específicamente en las 
zonas rurales y con poblaciones en mayores condiciones de vulnerabilidad. 

► El ICBF debe profundizar en las acciones orientadas al fortalecimiento de la 
responsabilidad paterna y materna, con énfasis en la crianza positiva y de protec-
ción de los niños y niñas.

► El Sistema Nacional de Bienestar Familiar debe priorizar y fortalecer las es-
trategias de atención familiar, disminuyendo cada vez más la atención institucio-
nalizada. Fortalecer las modalidades alternativas de acogimiento,  teniendo en 
cuenta la conveniencia de mantener al niño o la niña lo más cerca posible de su 
lugar de residencia habitual, a fin de facilitar el contacto con su familia y su posible 
reintegración. Así mismo, no deben ser separados hermanos/as que mantienen 
los vínculos en distintos entornos de acogimiento alternativo, a menos que exista 
un riesgo evidente de abuso u otra justificación que responda al interés superior 
del niño.

► El ICBF debe asegurar que la situación de pobreza económica y material, 
o las condiciones imputables directa y exclusivamente a la pobreza, no deben 
constituir la única justificación para separar a un niño o niña del cuidado de sus 
padres; debe asegurarse en primera instancia el apoyo a la familia para superar 
las situaciones que ponen en riesgo y vulneran los derechos de sus hijos e hijas. 

►El ICBF debe realizar mayor control y seguimiento a los procesos de adopción 
priorizando las adopciones nacionales, y la vigilancia de los procesos de adop-
ciones privadas.

►  El Comité ejecutivo  para la atención y reparación integral a las victimas (Ley 
1448- art 162) y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar deben presentar in-
formes periódicos sustentados en indicadores con perspectiva diferencial (gene-
ro- edad- discapacidad- etnia) que den cuenta de la progresividad en la garantía 
de derechos prevalentes de las niñas, niños y adolescentes víctimas del conflicto 
armado.

►  El Instituto de Bienestar Familiar y la Unidad para la Atención y Reparación 
Integral a las Victimas deben avanzar  de manera articulada, complementaria y 
armonizada, en el diseño, implementación y evaluación de Rutas de Atención 
prioritarias para niñas, niños y adolescentes víctimas del conflicto armado, espe-
cialmente para los temas relacionados con el acceso a la verdad, justicia, repa-
ración integral, restablecimiento de derechos prevalentes, protección contra toda 
forma de violencia y la reconciliación (Ley 1448- Art 187).

Lo anterior en consecuencia con el interés superior del niño. Esta recomendación 
esta relacionada con la recomendaciones presentadas por los países en la se-
sión 16º del EPU (UPR) en 2013 a Colombia: “La inclusión de los niños y niñas 
víctimas en los procesos de atención y reparación integral a causa del conflicto 
armado, principalmente aquellos reclutados o utilizados por los grupos armados, 
víctimas de MAPS, separados de sus familias y en situación de desplazamiento.”

►  El Ministerio de Relaciones  Exteriores – Cancillería- y el Instituto de Bienes-
tar Familiar  con el acompañamiento de la Oficina del Alto Comisionado para los 
Refugiados –ACNUR-  deben realizar programas conjuntos con los gobiernos 
de otros países,  mayormente receptores (Ecuador- Venezuela- Panamá- Brasil 
– Perú) de población infantil desplazada por el conflicto armado interno, para ga-
rantizar la  atención integral a los mismos y el restablecimiento de sus derechos 
prevalentes en condiciones de igualdad y no discriminación.

►  La Unidad  Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral 
a las Victimas  y el Instituto de Bienestar Familiar deben presentar, ejecutar y 
evaluar un programa de implementación del Protocolo de Participación de ni-
ñas, niños y adolescentes en la implementación de la ley 1448 (Ley de víctimas 
y Restitución de Tierras). Dicho programa deberá contemplar como mínimo, un 
acompañamiento interdisciplinario psicosocial, metodologías con enfoque dife-
rencial (edad- genero- discapacidad- pertenencia étnica – cultural),  establecer 
los medios e instrumentos para llevarlo a cabo, garantizar  medidas de protección 
y seguridad e igualmente procedimientos que fortalezcan canales de comunica-
ción que aseguren que sus propuestas son tenidas en cuenta y cuando así no 
sea, se responda justificando el por qué no lo fueron.

►  El ICBF debe fortalecer el Proceso Administrativo de Restablecimiento de 
Derechos (PARD) de los niños y niñas, para responder a los establecido en el 
Código de Infancia y Adolescencia. En específico, la verificación de la garantía de 
los derechos (antes del PARD); la Ruta para le verificación (o horas laborales o 24 
horas continuas); la clasificación de los derechos de la niñez en conciliables y no 
conciliables (abuso sexual y maltrato infantil no son conciliables); notificaciones 
(garantía del derecho al debido proceso y el derecho de defensa de las partes 
involucradas); debe garantizarse en todas las etapas del PARD la garantía de los 
derechos procesales de las partes.

►  El Sistema nacional de Bienestar Familiar debe fortalecer las estrategias de 
prevención de cualquier forma de maltrato o abuso y aumentar la severidad de las 
sanciones para quienes agredan de alguna manera a niñas, niños y adolescentes. 
Esta recomendación esta relacionada con las recomendaciones presentadas por 
los países en la sesión 16º del EPU (UPR) en 2013 a Colombia: “La protección 
de los niños y niñas contra cualquier forma de violencia y el fortalecimiento de 
medidas de investigación, enjuiciamiento y sanción de los victimarios, así como 
de restablecimiento de los derechos de las víctimas.” 

►  El Estado (ICBF- Ministerio de Educación-Ministerio de Salud) debe regla-
mentar y ejecutar la “prestación social que esta obligado a dar a los padres que 
asuman la atención integral de un hijo-hija con discapacidad establecido en el 
artículo 36 del Código de la Infancia y la Adolescencia.
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►   El Comité Interinstitucional de Erradicación de las Peores Formas de Trabajo 
Infantil debe presentar la evaluación de la Estrategia Nacional y consolidar las 
acciones efectivas dirigidas a disminuir el trabajo infantil en todas sus formas, 
principalmente el trabajo infantil doméstico y el trabajo en minería.

►   El Ministerio de Salud debe fortalecer las políticas nacionales de  prevención 
del consumo de sustancias psicoactivas entre la población menor de 18 años y 
garantizar la atención oportuna a quienes sean consumidores. 

►   El Ministerio de Justicia, deben garantizar la no impunidad contra los respon-
sables del abuso y explotación sexual de niñas, niños y adolescentes y aplicar las 
sanciones contra las autoridades judiciales que son complacientes ante este de-
lito. Esta recomendación esta relacionada con la recomendaciones presentadas 
por los países en la sesión 16º del EPU (UPR) en 2013 a Colombia:  “La lucha 
contra la violencia sexual de que son víctimas las mujeres y niñas, y el desarrollo 
de medidas efectivas de restablecimiento de sus derechos a través de un plan de 
acción con la participación de las organizaciones de la sociedad civil.  Se hace un 
llamado especial por la persecución y el juzgamiento de abusos cometidos en el 
marco del conflicto armado.”

► Se recomienda al Estado Colombiano la ratificación del III Protocolo Faculta-
tivo de la Convención de los Derechos del Niño y la inclusión de los niños, niñas 
y adolescentes como población especialmente vulnerable a ser protegida en la 
nueva Estrategia Nacional de Lucha contra la Trata de Personas. Esta es una 
recomendación presentada por los países al Estado Colombiano en la sesión 16º 
del EPU (UPR) en 2013.

►   En relación con el Sistema de Responsabilidad Penal Adolescente, el Esta-
do debe definir el Ente Rector (Ministerios de Justicia en el marco del Sistema 
Nacional de Bienestar Familiar) y este debe garantizar que se obre en función 
de la protección y garantía de los derechos de los adolescentes infractores, cum-
pliendo con una finalidad pedagógico especifica y diferenciada, y asegurar la jus-
ticia restaurativa,  claramente diferenciado en procesos y sanciones respecto al 
sistema penal de los adultos. Así mismo, se debe asignar los recursos para el 
financiamiento del sistema.

►  El Estado debe formular la política de prevención de criminalidad infantil y 
adolescentes, teniendo como componente básico la Protección Integral de los 
Derechos de esta población.

► El Estado colombiano, a través de todas las entidades públicas y privadas 
que conforman el Sistema Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres 
(SNGRD) el Sistema Nacional Ambiental (SINA), y las entidades de control, debe 
incluir en sus políticas, programas, presupuestos, las acciones el diagnóstico di-
ferencial de los impactos de las situaciones de emergencia, desastres por fenó-
menos naturales y Cambio Climático. Planificar, desde el enfoque de derechos de 
la niñez y el enfoque diferencial, las acciones de gestión del riesgo, adaptación, 
respuesta inmediata, recuperación, rehabilitación, entre otras que se enmarcan 
en la prevención, protección y restablecimiento de los derechos de la niñez.

► El Estado Colombiano, a través del Sistema Nacional para la Gestión del Ries-
go de Desastres y la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas, 
debe establecer la articulación de entre los dos temas (Actores, competencias, 
escenarios de coordinación, referencias normativas y referencias internacionales) 
para la adopción de protocolos y rutas de atención integral en el marco del con-
flicto armado, teniendo en cuenta que la población mas afectada por desastres a 
consecuencia de los fenómenos naturales, es la población en situación de des-
plazamiento forzado, especialmente los niños y niñas.

►En el contexto del actual proceso para la firma de la paz en el país, el Estado 
Colombiano debe promover una pedagogía – cultura- de construcción de paz 
entre los ciudadanos que involucre programas específicos y desde la perspectiva 
diferencial con las niñas y niños para reducir las situaciones de violencia y des-
igualdad. Estos programas deben considerar entre otros, prácticas de: Conviven-
cia pacífica- reconciliación. 2- Fortalecimiento del tejido social- 3- Recuperación 
de la confianza.  4- Credibilidad en las instituciones del Estado 4- Fortalecimiento 
de las capacidades para restablecimiento de sus proyectos de vida. 5- Respeto 
por la dignidad humana.  6- Cultura de los derechos humanos. 7 – Fortalecimien-
to de capacidades para la participación  en la construcción de políticas públicas 
relacionadas con la paz y la reconciliación – cultura democrática- y exigibilidad 
de derechos.
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Introduction

In compliance with its obligation, at the end of 2011, the Colombian State presented “Regular 
Reports IV and V (2006-2010 period) on the “measures adopted to make effective the rights 
acknowledged in the Convention on the Rights of the Child and on the progress made in 

terms of the enjoyment of them” to the Committee on the Rights of the Child.

Alianza por la Niñez Colombiana is a network that brings together the most well-known orga-
nizations in the national, regional and local spheres, which work together in the defense and 
full guarantee of children’s rights in Colombia1. It works on the institutional strengthening of 
the State to make policies on childhood and adolescence and it has prepared this Official Ad-
ditional Report to the State Report, in which it reflects on the State’s fulfillment of the effective 
guarantee of the rights established in the Convention on the Rights of the Child in the country 
and on the follow-up of the recommendations made by the Committee on the Rights of the 
Child in response to reports submitted in the past. Likewise, this report has taken into account 
the recommendations made to Colombia about the Universal Periodic Review regarding chil-
dren’s rights in Colombia, expressed as part of the 16th Session of Periodic Reviews (UPR) 
of the United Nations Commission on Human Rights in 2013.

This report aims to provide items that contribute to discussion on the relevance of actions ca-
rried out by the Colombian State to fulfill the obligations established in the Convention and try 
to emphasize the need to change and formulate policies, programs and projects that lead to 
the comprehensive guarantee of rights of the country’s children and adolescents.

In order to prepare the report, a process was followed which included: consulting the opinion 
of children and adolescents through focus groups in different regions and an online area on 
the internet; consulting member organizations of Alianza por la Niñez Colombiana and the 
review of figures and research available on each one of the topics to be analyzed. To write the 
report for the Committee, the recommendations given by the Committee on the Rights of the 
Child and the International NGO Coalition were taken into account.

1The organizations that it brings together include Fundación Retrepo Barco; ALDEAS INFANTILES SOS; Fundación Plan; World Vision; Save the Children International; 
Fundación Telefónica; Fundación Éxito; Childhood Observatory of Universidad Nacional; Kid Save; Pontificia Universidad Javeriana - School of Psychology; RED PAI- 
Child Protection Network; Research and Development Center of Colombia (CINDE).

Introduction 01
1.1 Country Background

To analyze what has occurred with the rights of children and adolescents in the 2006-2010 
period, it is necessary to keep in mind the different assessments that, from one side or another 
of the political spectrum, try to explain what has occurred on the subject through an argumen-
tative study of the right or wrong answers of public policy in that respect and based on the di-
fferent evaluations and figures that try to take account the higher or lower level of satisfaction 
of Colombians’ rights in these years.

In effect, in accordance with the government’s statements at the time, coverage of the right to 
education was increased with 1.4 million school places. However, as will be seen later in this 
text, its quality has been severely questioned. 

Regarding the right to health, in said years, the subsidized care system for the poorest and 
most vulnerable people achieved 7.8 million new people registered on the system. This un-
doubtedly presents huge difficulties in its quality and to date, it has reform attempts that have 
not satisfied the different social sectors, in spite of the urgency of reformulating the guidelines 
that govern this topic.

According to official statistics, in this period, there was a significant reduction in poverty, as it 
went from 57% in 2002 to 49% in 2006. Similarly, the rate of destitution decreased 6% from 
20.7% to 14.7%2. 

Additionally, as an expression of the progress in economic and social rights in said period, the 
government at that time indicated that 3.1 million Colombians became new beneficiaries of 
the mains water service.

 In other studies, like the World Bank Report with the title “Economic Mobility and the Rise 
of the Latin American Middle Class”, written in 2012, it is stated that the middle class in the 
region “recently expanded by 50 percent—from 103 million people in 2003 to 152 million in 
2009. For Colombia, the middle class grew in this period from 7.1 to 13.6 million.”3

The sustained growth of the Colombian economy between 2002 and 2010 was over 6% and in 
the opinion of the government of the time, it constitutes the reason why, together with security, 
it provided the conditions for social development and achieving the written results.

In effect, the official evaluations state that the democratic security policy started by the gover-
nment bore tangible fruits. According to official figures, while there were 115 cases of massa-
cres in 2002, in 2009, there were 29, representing a 74.78% difference.

2SINERGIA (National System for the Evaluation of Management and Results), National Planning Department. Results Evaluation National Development Plan 2005 “Hacia 
un Estado Comunitario” (Toward a Community State). Evaluation Series No. 27, February 2006. p. 115
3World Bank. “Economic Mobility and the Rise of the Latin American Middle Class”. 2012. At: http://www.bancomundial.org/es/news/press-release/2012/11/13/new-world-
bank-report-finds-colombia-middle-class-doubles-over-last-decade
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Likewise, in 2002, 2,882 kidnaps were perpetrated, while in 2009, the figure came to 213, 
which means a 92.87% reduction in that period. According to the government, homicides 
reduced by 45%, displacements reduced by around 70% and the attacks on populations re-
duced by 96.88% in the same period.

However, from another perspective, it is considered that the country’s experience in that pe-
riod was characterized by an average economic growth mainly driven by mining development 
and foreign investment and the consolidation of the presence of the Colombian State in seve-
ral of the country’s regions through military and institutional strengthening carried out through 
a “democratic security” policy. This policy led to peace agreements just with the paramilitary 
groups and marked war and persecution of guerrilla groups. Likewise, in some people’s opi-
nion, economic and social inequality, the loss of social battles and weakening of social orga-
nizations persisted in this period4.

According to critics of the government, human rights violations persisted during this period 
of time. This is reflected in different expressions of violence that cover crimes committed by 
members of the State, such as the so-called “falsos positivos (false positives)”, which con-
sisted of more than 3,000 extrajudicial executions (a significant part of them in the period 
analyzed) carried out by, among others, active soldiers against common citizens in order to 
receive work or economic benefits. It is also reflected in expressions of violence such as the 
maintenance of forced recruitment of children and kidnapping of members of the civil popula-
tion by guerrilla and paramilitary groups and emerging criminal gangs. 

Colombia also saw the “continuation of homicides, threats, terrorist attacks, information theft 
and the following and intimidation of human rights defenders and their organizations in diffe-
rent regions of the country by different armed groups. Homicides, threats and harassment of 
those who work for the rights of displaced people are particularly worrying, especially leaders 
of women’s groups and for land restitution”5, as expressed in the Report of the United Nations 
High Commissioner for Human Rights.

According to the High Commissioner the persistence of the prolonged internal armed conflict 
“...continues to pose many challenges for the country, including the complete disregard for 
international humanitarian law by guerrilla groups. This situation is exacerbated by violence 
against civilians committed by illegal armed groups that emerged after the demobilization of 
paramilitary organizations, links between illegal armed groups and drug trafficking, and the 
particularly acute impact of the internal armed conflict on indigenous peoples and Afro-Colom-
bian communities.”6

In the 2006-2010 period, the phenomenon of forced displacement continued to occur, which 
has led to Colombia becoming the country with the second largest number of internally displa-
ced people (9% of the country’s total), according to figures collected since the mid-eighties7.

4Special supplement Desde Abajo Newspaper. Uribe 2002-2010, el día después (Uribe 2002-2010, The Day After). Bogotá, 2010.
5Annual Report of the United Nations High Commissioner for Human Rights on the Situation of Human Rights in Colombia 2010.
6Annual Report of the United Nations High Commissioner for Human Rights on the Situation of Human Rights in Colombia 2009.
7According to UNHCR, the data is variable and if you review the figures of organizations dedicated to studying this problem, the number of people affected can amount to 
more than 5 million people. See electronic document 
http://www.acnur.org/t3/operaciones/situacion-colombia/desplazamiento-interno-en-colombia/ Consulted on January 14, 2013.

In effect, as is known, the National Information Network of the Victims’ Unit8 collects figures on 
forced displacement in Colombia dating back to before 1985. As of August 2013, 5,244,963 
people were recorded as displaced, 5,247,857 as received and 5,258,862 were declared. Out 
of this group, 2,561,735 are women, 2,452,069 are men, 278 belong to LGBTI sectors, 8,228 
are not reported and 5,654 do not state their gender. Children and adolescents comprise 
1,900,470, approximately 36% of the people declared.

The demobilization of paramilitary groups ended in 2006, in compliance with the agreements 
signed with the government. Although this reduced the levels of violence in several of the 
country’s areas, in others, these same groups continued their activities or new structures 
arose comprised of demobilized members of the paramilitary groups, causing violent events, 
such as massacres, selective murders, threats, forced displacement and sexual violence. The 
victims of these groups included social, indigenous and Afro-Colombian leaders and local 
officials, who in many cases were connected to land restitution processes or handling public 
resources9.

Although the rates of homicide decreased in several cities, in others, they were maintained 
or increased because of the persistence of organized violence, particularly violence related 
to planting illegal crops or drug trafficking. This situation continued to feed the internal armed 
conflict and led to new illegal armed groups10.

In the urban environment, common crime, criminal gangs and urban militias played a des-
tabilizing role which resulted in people’s rights being violated, particularly those of the child 
and adolescent population. In turn, children and adolescents “are exposed to being victims 
of threats, massacres, homicides, disappearances, torture, indiscriminate attacks, accidents 
from antipersonnel mines and unconventional weapons, armed confrontations and restrictions 
on the circulation of essential goods and supplies”11.

During the period, in spite of the published government evaluations, poverty persisted in di-
fferent population groups, especially in rural areas and suburban areas of the large cities. In 
2010, almost 12 million people lived in the rural areas of Colombia (a little more than a quarter 
of the national population), out of which, 65.2% lived in poverty and 21.5% lived in extreme 
poverty or destitution. In rural areas, poverty was 39% and destitution was 8.7%12. 

According to the report by the National Administrative Department of Statistics (DANE in its 
Spanish acronym) “Pobreza Monetaria Año Móvil Julio 2012 - Junio 2013 (Monetary Poverty, 
Rolling Year July 2012 - June 2013)”13, in Colombia, 32.2% of the population lives in monetary 
poverty, while 10.1% lives in extreme monetary poverty. In the urban centers, 28.0% of people 
live in monetary poverty and 6.5% in extreme monetary poverty. While in the rest of the coun-
try (population centers and dispersed rural areas), 46.0% of people live in monetary poverty 
and 21.8% in extreme monetary poverty.

8RNI - Red Nacional de Información (National Information Network). Information cut-off date: 8/31/2013 12:00:00 a.m. Consulted on October 8, 2013: 
http://rni.unidadvictimas.gov.co/?page_id=1629
9Annual Report of the United Nations High Commissioner for Human Rights on the Situation of Human Rights in Colombia 2009.
10The data reported by Legal Medicine shows that while cities such as Bogota have had a continuous reduction of homicide since the middle of the nineties, in population 
groups related to drug trafficking, such as Tumaco in Nariño, the rate has lingered at around 150 for every 100,000 residents. Legal Medicine. Homicide 2006. Descrip-
ción del Comportamiento del Homicidio 2010 (Description of the Behavior of Homicide 2010). Forensis (National Institute of Legal Medicine and Forensic Science) 2006 
and 2010.
11Ombudsman’s Office. Sixteenth Report from the Ombudsman’s Office to the Congress of the Republic. Bogotá, D. C. Ombudsman’s Office, January-December 2008.  
p. 79.
12Perry, Santiago. La pobreza rural en Colombia (Rural Poverty in Colombia). RIMISP (Latin American Center for Rural Development). Bogotá, 2010. p. 2.
13For this period of analysis, nationally, on average, a four-person home is considered as poor if its monthly income is less than COP 817,080. In the urban centers, 
this value is COP 901,789 and in the rest of the country it is COP 540,088. In turn, nationally, on average, a 4-person home is considered to be in extreme poverty if its 
monthly income is less than COP 366,755. In the urban centers, this value is COP 383,402 and in the rest of the country it is COP 312,322. 
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According to the Multidimensional Poverty Index for children and adolescents (MPI-C), 33.98% 
of the child population lives in conditions of multidimensional poverty and among children 
aged 3 to 5 years, the rate of poverty is higher, as it affects 36.9%, followed by the group of 
adolescents aged 12 to 17 years with 35.2%. 

The inequality measured through the Gini Coefficient remained high in the 2006-2010 period. 
In 2010, it was 0.585, which positioned Colombia as one of the 7 most unequal countries in 
the world and the second in the Latin American region, after Honduras. In 2011, the Gini index 
for Colombia was 0.548. Regarding the departments, Chocó, Guajira, Córdoba, Huila and 
Cauca presented the highest inequality in 2011; their indexes fluctuated between 0.554 and 
0.567. While, Cundinamarca, Caquetá, Atlántico, Risaralda and Meta had lower inequality 
with indexes between 0.458 and 0.49214.

For 2012, The Human Development Index15 of Colombia was 0.719, with a 0.2 difference from 
the Inequality-adjusted Human Development Index (0.519)16. Said difference between the 
indicators represents inequality related to life expectancy, education and control of income17. 
Taking into account that in 2010, the difference between the Human Development Index (0.84) 
and the Inequality-adjusted Human Development Index (0.492)18 was 0.48, it can be confir-
med that in the last two years, there has been a decrease in inequality in our country. 

In the time period analyzed, there was an elevated rate of unemployment, especially in the 
younger population. Said rate for the 2006-2010 period slightly decreased from 12.6% to 
11.7%19. As posed by some economic analysts, “Despite presenting a higher rate of growth 
in the last 30 years, the last four years were very discouraging in terms of results in the labor 
market. The rate of unemployment presented a very slight decrease, being one of the highest 
in the Latin American region, and informal labor worsened, going from 37.8% in 2006 to 42.3% 
in 2009”20. This affected families’ economic stability and its effects were directly or indirectly 
reflected in the situation of children and adolescents.

In its report on the main indicators of the labor market, the DANE indicates that in the rolling 
quarter June-August 2013, the national rate of unemployment was 9.5%. For this period of 
time, young people, i.e., people aged 14 to 28 years, represented 32.5% of the working-age 
population. This group increased its universal rate of participation to 58.1%21.

In the 2005-2010 period, social expenditure was around 14% of the GDP, a percentage lower 
than that allocated in other countries of the region22. According to the Colombian Ministry of 
Education, in 2012, 3.8% of the GDP was allocated to public spending in primary and high 
school23. Similarly, there was an important change in the distribution of social expenditure, 
which was redirected to programs focused on conditional transfers. In the case of the “Fami-
lias en Acción” Program, it went from having 700,000 beneficiary families in 2006 to 2.6 million 
in 201024. 

In the report presented to the CRC about the 2006-2010 period, reference is mainly made to 
the regulations and policy proposals and not to the results in the guarantee of children’s rights. 
The data on the situation of children in the country is limited and it is only provided on some 
topics, mainly on education and health. There are topics that are just cited and not analyzed 
regarding the guarantee of rights, such as: abandonment, consumption of psychoactive subs-
tances, recreation, culture, early-childhood development, sex trade, traffic of children and 
kidnapping. Other topics present limited information, such as disabled children, street children 
and the quality of education. The above confirms that greater criteria are needed for its pre-
paration.

There are weaknesses in the public information system for the recording and follow-up of the 
guarantee of children’s and adolescents’ rights. However, with the support of Cooperación 
Internacional25, the Colombian State took the first steps to consolidate an integrated national 
information system that takes into account the guarantee of children’s and adolescents’ rights. 
From 2012, the process will be resumed with the leadership of the SUIN Roundtable26 (espe-
cially of the ICBF as one of its members), but this requires the motivation of greater financial, 
political and technical commitments by the different State institutions, as well as strengthening 
the system in the municipalities and departments.

14Ministry of Health and Social Protection. Análisis de la situación de la salud en Colombia (Analysis of the Health Situation in Colombia), 2013. Consulted on October 8, 
2013: http://www.minsalud.gov.co/Documentos%20y%20Publicaciones/An%C3%A1lisis%20de%20situaci%C3%B3n%20de%20salud%20por%20regiones.pdf 
15The Human Development Index is comprised of indicators with three dimensions: life expectancy, education and income for the resources necessary for a dignified 
standard of living.
16The effects of inequality on human development can be found in the Inequality-adjusted Human Development Index (IHDI), which considers the average level of human 
development and its distribution throughout the dimensions of life expectancy, education and income. If there is no inequality, the IHDI is equal to the HDI. Any difference 
between the two indicates inequality. The bigger the difference, the bigger the inequality.
17United Nations Development Program (UNDP). Human Development Report 2013. The Rise of the South: Human Progress in a Diverse World. New York. 2013. Con-
sulted on October 8, 2013: http://www.undp.org/content/dam/undp/library/corporate/HDR/2013GlobalHDR/Spanish/HDR2013%20Report%20Spanish.pdf
18It takes into account the property of the world (from the Gini coefficient) and violence (measured by the rate of homicide and displacement). 
19Botero García. Jesús. Desempleo e informalidad en Colombia. un modelo de equilibrio general computable (Unemployment and Informal Labor in Colombia: A Compu-
table General Model of Balance).  Universidad EAFIT. p. 1.2011. Electronic document consulted on January 29, 2013, available at: 
http://www.banrep.gov.co/documentos/conferencias/Medellin/2011/Desempleo%20e%20informalidad_Jesus_Botero.pdf
20 Parra, Mónica, et al.  Análisis y perspectiva del desempleo en los últimos 12 años. Estudio para el Instituto de Estudios del Ministerio Público – Procuraduría General 
de la Nación (Analysis and Perspective of Unemployment in the Last 12 Years. Study for the Institute of Studies of the Public Prosecutor - Colombian Attorney General). 
Electronic document consulted on Saturday, February 2, 2013, available at: 
http://www.fedesarrollo.org.co/wp-content/uploads/2011/08/An%C3%A1lisis-y-perspectiva-del-desempleo-en-los-%C3%BAltimos-12-a%C3%B1os-INFF-201001004.pdf
21DANE. Mercado laboral de la juventud (14 a 28 años) Trimestre móvil junio-agosto de 2013 (Youth (14 to 28 Years) Labor Market, Rolling Quarter June-August 2013). 
Bogotá. 2013

22 Sarmiento, Alfredo. 2012 Financiación pública en infancia y adolescencia (Public Financing in Childhood and Adolescence). Colombia 2005-2015. Bogotá. 2012. 
Preliminary version. p. 12.
23 Preliminary information 
24 ECLAC. Conditional Transfer Programs Evaluation of the recent experience in Latin America and the Caribbean. Santiago. 2011. p. 111.
25 The consultant, Alfredo Sarmiento, produced two documents for the Monitoring System of Children’s and Adolescents’ Rights on structuring, one on the conceptual 
framework in 2009 and another on the value chains of the indicators in 2010. 
26 Unique National Information System, which is comprised of the different State organizations that have direct responsibility in the guarantee of children’s rights.

1.2 Comments on the State’s Report
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Application measures and 
general principles

In 2006, after a long process of advocacy by civil society, the country has made significant pro-
gress in changing its internal legislation with the formulation of Law 1098, Code for Children 
and Adolescents, which sustains the doctrine of comprehensive protection and contains the 
fundamental parts of the Convention’s principles. The design of the code’s contents was led 
by the Colombian Institute for Family Welfare and Alianza por la Niñez Colombiana. 

As well as its legal purposes, the code also helps to position the concept of the comprehensive 
guarantee of children’s and adolescents’ rights; with the need to restructure the State institu-
tions nationally and regionally for the development of actions aimed at guaranteeing children’s 
rights, and with the obligatory nature of allocating the necessary resources for its compliance. 

As the code was originally conceived and written as a second-level law, it requires the develo-
pment of regulations in different topics for its full compliance, through specific regulations that 
enable it to be applied effectively. This regulation has not been fully completed, which hinders 
the strict implementation of the code. For example, it requires the more accurate establish-
ment of the procedural actions that the family welfare attorneys must fulfill to ensure the due 
process (Administrative Process for Reestablishing Rights - PARD); the administrative pro-
cedure for removing the restriction on access to the record of adoption processes, reiterating 
the assumptions in which it proceeds; establishing terms of the reestablishment measures not 
included in Law 1098 of 2006, but created by the ICBF; the terms and scope of the follow-up 
of the reestablishment measures decreed by the administrative authority in its failure; the 
definition of the governing entity of the System of Adolescent Criminal Liability and the roles 
and responsibilities of each actor in the system’s operations; the definition of sanctions of the 
media and the body responsible for doing this; the procedure for review by Family Court men-
tioned in Section 2 of Article 119 of the Code; and the procedure that must be followed after 
the non-standardization of the measures decreed by the Family Court; among others.

In a survey carried out in 2010 by Alianza por la Niñez Colombiana of local actors (officials 
and members of civil society) on the implementation and development of the code27, it was 
found that only 45% of public officials and members of civil society who work to guarantee 
children’s rights considered that important changes have occurred in the rights situation in the 
three years the code has been in effect. The people consulted considered that institutional 
action continues to respond to irregular situations and not to the doctrine of comprehensive 
protection that establishes four fundamental actions: recognition, guarantee, prevention and 
reestablishment.

In the period after the Code for Children and Adolescents was passed, the ICBF incorporated 
the concept of duties of members of the child and adolescent population into its narrative in 
favor of children’s rights.

For this, it supported it with the theory which indicates that at the same time as working for 
children’s rights, it is necessary to require duties from them. In this vein, documents were 
published such as: “Derechos y deberes de los niños y las niñas a la identidad” (Children’s 
Rights and Duties for Identity)28 “Derechos y deberes de los niños y las niñas con el medio 
ambiente” (Children’s Rights and Duties for the Environment)29 and “Derechos y deberes de 
los niños y niñas a vivir y crecer con el amor de papá y mamá” (Children’s Rights and Duties to 
Live and Grow with the Love of Their Parents)30, where duties are mentioned such as “loving 
our brothers and sisters”, “making the most of our free time”, “behaving well”, “respecting and 
following the rules they set at home” and other similar duties.

It is important to take into account that the exercise of rights does not depend on the obser-
vance of a book of duties, as the precepts on which the first are based, as established in the 
Convention on the Rights of the Child, are established autonomously and without being de-
pendent on them in any way. However, in 2011, when the change in administration took place 
in the ICBF, it generated a change in the approach related to “duties” and the “guarantee of 
rights” was resumed, at least at the central/national level. 

The Code for Children and Adolescents established that it is mandatory for the mayors and 
governors to include topics of childhood and adolescence in their Development Plans; in the 
preparation of analyses on the situation children and in the formulation of differential and 
priority public policy for this population. Since the development of the National “Hechos y De-
rechos” Strategy (2009), significant progress has been made in the guarantee of rights in the 
departments and municipalities. The strategy was initially a partnership between the Attorney 
General and UNICEF, later the ICBF, Federation of Departments, the different Public Prosecu-
tors, the Presidency and some international cooperation organizations (World Vision, Funda-
ción Plan, Save the Children and IOM) were incorporated. The strategy is aimed at advocacy 
activities and the strengthening of technical capacity in topics of childhood and adolescence 
in the departments and municipalities, with the aim for the population to include these topics 
in the development plans; for the necessary funds to be allocated and for their rights to be 
guaranteed. From the Colombian Attorney General, specifically the Attorney for the Defense 
of Children’s and Family Rights, follow-up, supervision and control actions have been deve-
loped by requiring Public Accountability Reports from the national and regional governors on 
the topics of childhood and adolescence. 

On the other hand, the Code for Children and Adolescents establishes that the National Sys-
tem of Family Welfare (SNBF in its Spanish acronym), led by the ICBF as a governing body, 
must ensure the coordination of the organizations responsible for children’s and adolescents’ 
rights, prevent the violation of the rights and ensure their protection and reestablishment in the 
national, departmental and municipal spheres (Art. 205). Research on the SNBF carried out 
in 2011 concludes that “on the one hand, there is a National System of Family Welfare with 
the role and on the other hand, there is a complex reality in which there is frequent tension 
between the institutions, but in spite of this, they achieve a certain degree of coordination in 
the resolution of specific cases”31. The lack of coordination in the SNBF has led to a delay in 
the application of instruments to ensure children’s and adolescents’ rights, with the harm that 
this may cause to the children’s and adolescents’ quality of life32.

02

27 Durán Ernesto and Torres, Astrid. Análisis y recomendaciones sobre el desarrollo, implementación, aplicación y reglamentación del Código de la infancia y la adoles-
cencia a tres años de su entrada en vigencia (Analysis and Recommendations on the Development, Implementation, Application and Regulation of the Code for Children 
and Adolescents Three Years after It Came into Effect). Bogotá. October 2010.

28 ICBF.  Derechos y deberes de los niños y las niñas a la identidad (Children’s Rights and Duties for Identity). ICBF.  Bogotá, 2009.
29 ICBF.  Derechos y deberes de los niños y las niñas con el medio ambiente (Children’s Rights and Duties for the Environment). ICBF. Bogotá, 2009.
30 ICBF.  Derechos y deberes de los niños y niñas a vivir y crecer con el amor de papá y mamá (Children’s Rights and Duties to Live and Grow with the Love of Their 
Parents). ICBF.  Bogotá, 2010.
31 Durán, Ernesto, Guáqueta, Camilo & Torres, Astrid. Restablecimiento de derechos de niños, niñas y adolescentes en el Sistema nacional de bienestar familiar (Re-
establishment of Children’s and Adolescents’ Rights in the National System of Family Welfare). Revista Latinoamericana de Ciencias Sociales, Niñez y Juventud (Latin 
American Social Sciences Magazine, Childhood and Youth), 2 (9), pp. 549-559. 2011.
32 Report XVIII from the Ombudsman’s Office to the Congress of the Republic - Part One. Ombudsman’s Office. Bogotá, 2011. p. 191.
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As expressed by the Ombudsman’s Office꞉ ¨This partial progress in the institutions hinders 
official progress from materializing in the daily life of children and young people. Also, the co-
de’s great progress in recognizing them as citizens with their own rights is not reflected in the 
institutions and therefore, it has not been transferred to other spheres of social and political 
life (family, community and social)”33.

A significant change in the 2006-2010 period regarding the SNBF was the opening of family 
service offices in almost all of the country’s municipalities, in compliance with the Code for 
Childhood and Adolescence, which amounted to 1,092 in 1,102 municipalities34. Meanwhile, 
the ICBF maintained 201 local centers located in the capital cities and intermediate cities of 
the country, increasing the number of family welfare attorney offices35. 

One of the several conditions to ensure a good quality and timely response is to ensure that 
family welfare attorney offices as well as the family service offices operate 24 hours a day, 7 
days a week. However, this is only achieved in a few of them, in some of the departmental 
capital cities.

During the 2006-2010 period, CONPES (National Council for Social and Economic Policy) 
Document 109 of 2007 was issued, through which the national “Colombia for Early Childhood” 
public policy was passed. This policy aims to promote the all-round development of children 
from gestation to 6 years of age, responding to their needs and specific characteristics and 
helping to achieve equality”. Advocacy actions and work that Alianza por la Niñez Colombiana 
and other organizations had been developing to establish an early-childhood policy with spe-
cific comprehensive actions and goals were established with the CONPES.

Some progress was made in the 2006-2010 period in resources allocated to guaranteeing 
children’s rights, but this was insufficient, as established by a study on the topic: “Although 
there are funds to start to guarantee children’s and adolescents’ rights straight away, these 
are not necessarily sufficient. 

On the one hand, national transfers contribute to the guarantee of rights with certain limits 
and on the other hand, the restrictions on local tax collection prevent it from being assisted 
with their own funds.”36 “…Sixty years of uninterrupted positive growth in Colombia did not 
give the expected structural solution to overcome poverty, reduce inequality and give priority 
to childhood.”37 That is why the recommendation made by the Committee to the Colombian 
State regarding the need to increase and equally distribute the budget dedicated to Colombian 
children is still relevant.

The non-discrimination principle is stated in the Constitution and in national laws. However, 
weaknesses keep arising in the comprehensive and differential responses to the most vul-
nerable and excluded population groups, which include indigenous children, Afro-Colombian 
children, disabled children and LGBTI adolescents and young people. In sectors such as 

education, actions persist that promote discrimination and do not respond to a differential 
approach, as they do not have sufficient trained personnel to attend to the individual cultural 
traits and diversity38. A group that is particularly vulnerable to discrimination is the group of 
LGBTI adolescents and young people. The absence of local and national public policy that 
ensures their protection and participation in decisions regarding matters that concern them as 
emerging social group is worrying. This lack of social and political visibility may constitute a 
factor that worsens situations of exclusion and violence39.

Regarding gender equality, there was progress in access to education and health. However, 
the progress made in accessibility did not mean better conditions in the quality of service in 
response to a differential approach and recognition of gender differences. On the other hand, 
girls continue to face much higher levels of risk of sexual abuse, the sex trade and domestic 
child labor.

38  Report XV from the Ombudsman’s Office to the Congress of the Republic (2004-2008) - Part One Ombudsman’s Office. Bogotá, D.C, 2007. pp. 133-134.
39 The Planning Secretariat of the Capital District prepared and analysis of the LGBTI child and adolescent population group. Cfr: 
http://www.sdp.gov.co/portal/page/portal/PortalSDP/actualidad-SDP-home/DIAGNOSTICO-planeacion-baja.pdf

33 Ibid.
34 Colombian Attorney General. Comisarías de familia, línea de base nacional. Procurando la Equidad 6 (Family Service Offices, National Baseline Seeking Equality 6). 
December 2011.
35 Article 79 of the Code for Childhood and Adolescence establishes the formation of family welfare attorney offices as multidisciplinary teams in psychology, social work 
and nutrition that will assist the family welfare attorney as an administrative authority responsible for preventing, guaranteeing and reestablishing children’s and adoles-
cents’ rights.
36 Alianza por la Niñez Colombiana. Recursos para la infancia y la adolescencia: Una prioridad a nivel territorial (Resources for Children and Adolescents: A Territorial 
Priority). 2011. p. 47.  
37 Sarmiento, Alfredo. La crisis económica y la niñez (The Economic Crisis and Childhood). Alianza por la Niñez Colombiana. Bogotá. 2010.
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Civil rights and liberties 
(articles 7, 8, 13 to 17 and 28, paragraphs: 2, 37 and 39)

03
3.1. Civil Rights

   3.1.1. Birth Registration

   3.1.2. Expression and Participation

In its recommendations for the previous report, the Committee stated the need for the State 
to give “priority to the immediate registration of all children”. The 2010 National Demographics 
and Health Survey showed that 3.5% of the country’s children were not registered at birth. The 
departments with the highest percentages of unregistered children were: Chocó with 9.8%, Vi-
chada with 9.4% and Córdoba and Guajira with 8%, which are departments where the majority 
of the population is comprised of Afro-Colombians or indigenous people. The main reasons 
to not register children were: the death of the child, the parents not having identification docu-
ments, the father not being present and the registration place being very far away.

It is acknowledged that the State has carried out actions to make progress in the registration 
of children, such as the implementation of registration in hospitals and clinics in compliance 
with the Code for Children and Adolescents and the signing of the International Cooperation 
Agreement in 2007 between departmental and municipal governors, the National Civil Re-
gistry, UNHCR, UNICEF, Fundación PLAN and IOM to support Care Units for the Vulnerable 
Population (UDAPV in its Spanish acronym)40. However, making birth registration widespread 
is still a challenge, particularly in the Afro-Colombian and indigenous population and the po-
pulation in dispersed rural areas. 

Through the “Hechos y Derechos” Strategy, children and adolescents of the country’s different 
regions are developing participation processes regarding the guarantee of their rights, with the 
aim to position the relevant topics on the public agenda of the municipalities and departments, 
which is specifically established in the municipal and departmental development plans.

In this framework, in the areas for Public Accountability required by the Colombian Attorney 
General, particularly the attorney for the defense of child, adolescent and family rights, repre-
sentatives of the country’s different regions have had the opportunity to express their concer-
ns and proposals to the governors. These processes have been implemented since 2009. On 
average, three processes a year are implemented.

The National Inter-institutional Participation Roundtable initially led by Alianza por la Niñez 
and later as part of the “Hechos y Derechos” Strategy published the conceptual guidelines for 
participation in which 6 keys to participation are established so that it can be developed under 
basic fundamental criteria45: which will be at any age, in conditions of equality, in multiple sce-
narios, levels and forms, in a favorable environment and in an autonomous, comprehensive 
and continuous manner, with a real impact. 

Currently, the importance of the Participation Protocol of child and adolescent victims of ar-
med conflict for the implementation of Victims’ Law is highlighted. This protocol is in the design 
process undertaken by the Administrative Unit for Comprehensive Reparations and Care of 
Victims and Land Restitution (to date, this report has still not been made known). It is hoped 
that said protocol contains a differential, methodological approach that provides protection 
and security to children and that its implementation is ensured in all of the national territory.

In spite of this progress, there are still many challenges to achieve widespread and in-depth 
participation of this population group. There are still cultural and formal/institutional difficulties 
in the recognition of children as rights subjects, with the capacity to give their opinion on situa-
tions that directly affect them. The development of more participation methodologies is requi-
red, taking into account child age groups and developing deeper processes in the State insti-
tutions (National and Regional) so that the children’s proposals are really taken into account.

Additionally, it must be taken into account that by virtue of the Convention on the Rights of the 
Child, Articles 12 and 13, children have the right to participate in decisions that affect them and 
that are adopted in the protection of the State entities, which includes the judiciary of public 
power. For example, this implies that those who have been affected by violence that results 
from the armed conflict, through forced displacement, antipersonnel mines against them or 
illegal recruitment, must be heard by the judges, who must decree the necessary measures 
of satisfaction in their favor in the legal processes that are followed against those responsible 
for these criminal acts, as provided by Law 1448 of 2011, Victims’ Law. Evidently, children 
must be able to participate in the legal processes in which their reparations are decided, which 
is coherent with the provisions of other principles of the same regulatory instrument and of 
Article 31 of Law 1098 of 2006. To date, according to the sentences decreed by the ordinary 
jurisdiction or by the jurisdiction in charge of peace and justice processes, this has not occu-
rred in any process.

“In my house, they sometimes ask for my opinion and when I give it they say it is wrong... 
On the street, they ignore children’s opinions, because they don’t understand them.”41 

“Often, because we are children, they don’t pay attention to our opinions.”42

“Although we know that our opinions are small, we think they should be taken into account, 
but this doesn’t happen, because adults think we are not capable of giving good ideas.”43 

Article 31 of the Code for Children and Adolescents established the right to participation and 
joint responsibility of the State, family and society to guarantee it. On the other hand, the 
“Hechos y Derechos” Strategy, included in the 2006-2010 National Development Plan, poses 
the need “to encourage child and adolescent participation to strengthen their thinking capacity 
and help to build a democratic culture”44.

40 Historical Behavior of the National Civil Registry Service UDAPV 2000-2012. http://www.registraduria.gov.co/-UDAPV,286-.html
41 Participatory inquiry with children. Barranquilla, December 2012.
42 Participatory inquiries with children. Bucaramanga 2012.
43 Participatory inquiries with children. Bucaramanga 2012.
44 Participación de niñas, niños, adolescentes y jóvenes. Estrategia Hechos y Derechos Seis claves. Participation of children, adolescents and youth. “Hechos y Dere-
chos” Strategy - Six Keys. Colombian Attorney General. 2008. pp. 10, 29. 

45 Participación de niñas, niños, adolescentes y jóvenes. Estrategia Hechos y Derechos Seis claves. Participation of children, adolescents and youth. “Hechos y Dere-
chos” Strategy - Six Keys Bogotá. 2008.
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On the other hand, in the online inquiry made for this report, between October 2012 and Fe-
bruary 2013, in which more than 750 children and adolescents participated, in their opinion, 
school and family are the places where they are allowed to participate to some extent, while in 
political and social areas, their participation is more limited. The answers to the question about 
how often their ideas are taken into account were: At home or in their family they are taken 
into account sometimes 54.1%, always 37.4% and never 8.5%. In school, they are taken into 
account always 25.7%, sometimes 59.3% and never 15%. In the neighborhood and city this 
proportion is 11.4% always, 38.1% sometimes and 50.5% think that their opinions are never 
taken into account.

Answers like the one obtained from one of the girls consulted when asking her about her par-
ticipation at school and at home show that there are still difficulties among adults to accept the 
participation of children:

The State’s report to the Committee refers to experiences including children and adolescents 
in interactive processes such as the “Youth Speak Up and Propose the Country” Strategy of 
the ICBF, in which around 2,000 children participated in different regions of the country. Al-
though this kind of experience, like others implemented in some regions, is significant, they 
are limited to a small number of children. 

Initiatives carried out by the National Ministry of Education, such as the establishment of 
“School Governments” in the State educational institutions and the participation of young peo-
ple in the international Youth Parliament Project promoted by Mercosur, create a potential 
opportunity for participation. Although these mechanisms are institutionalized in the school 
centers, this does not mean that all children are provided with effective participation or that 
they have the possibility to effectively have an influence on the school organization and de-
cision-making processes with an approach that takes them into account as active rights sub-
jects. 

The State’s report to the Committee refers to experiences including children and adolescents 
in interactive processes such as the “Youth Speak Up and Propose the Country” Strategy of 
the ICBF, in which around 2,000 children participated in different regions of the country. Al-
though this kind of experience, like others implemented in some regions, is significant, they 
are limited to a small number of children. 

Initiatives carried out by the National Ministry of Education, such as the establishment of 
“School Governments” in the State educational institutions and the participation of young peo-
ple in the international Youth Parliament Project promoted by Mercosur, create a potential 
opportunity for participation. Although these mechanisms are institutionalized in the school 
centers, this does not mean that all children are provided with effective participation or that 
they have the possibility to effectively have an influence on the school organization and de-
cision-making processes with an approach that takes them into account as active rights sub-
jects. 

An evaluation carried out in 201048, which addresses the topic of participation, social advoca-
cy and influence of children and young people, shows that there are few areas and scenarios 
created for these purposes, an aspect which limits the exercise of their rights and their recog-
nition as citizens. In places such as school, in spite of the presence of a “School Government”, 
a large part of the relations are marked by an adult-centric and hierarchical relationship, which 
is also often authoritarian. Nationally, there is little knowledge of the operations of the “School 
Government” and little credibility of its usefulness: 61.1% of adolescents (male and female) 
knows about the operations of the school government. However, 55.4% thinks that it has not 
carried out any coordination of collective interest49. 

An online participation exercise carried out by this report asked children and adolescents what 
actions they proposed to improve the situation of their rights, to which they answered: 

Participation in political decisions that affect them is limited, as expressed by a boy consulted: 

Yes, when we say to the teacher, let’s wash the floor instead of sweeping it and 
the teacher does that ... In my house, I buy what I want with what I earn from 
work, but to eat, I have what my mother makes.  46

Our ideas are not taken into account by adults. They listen to us, but they don’t 
take our ideas into account. For example, the governors can listen to us, but 
they do not take our decisions into account. In my community, we would tell the 
Mayor to build us a playground for children; maybe he would listen to us, but he 
would never build the playground.   47

46 Participatory inquiries with children. Quibdó, November 2012.
47 Participatory inquiries with children. Cauca, November 2012.

48 Evaluation of Colombia’s Country Strategic Plan (CSP II) National Preliminary Document CPO 12 As an Adolescent I Build a Life, Community and Country. Plan, 
Colombia, 2010, pp. 10 - 12.
49 Evaluation of Colombia’s Country Strategic Plan (CSP II) National Preliminary Document CPO 12 As an Adolescent I Build a Life, Community and Country. Plan, 
Colombia, 2010, pp. 11.

1) Help all children to have parents and to have a healthy wellbeing, to be safe. 
2) Help all children to have parents and homes. 
3) Help children to not lack anything, above all food, housing and clothes, so that in this 
    way, they are well.  
4) Make all children recycle.
5) Ensure loving, respectful and happy homes. 
6) Protect them against those who treat them badly. 
7) Ensure that all children can go out and nothing will happen to them. 
8) Stable, well-remunerated work with good hours so that parents can spend quality time    
    with their children, strengthening the family bond. 
9) wEnd all the injustice and end all the corruption. 
10) Protection for all Colombian children and adolescents. 
11) Do everything possible so that children have a nutritious and healthy diet and a 
      dignified home. 
12) Clean and more abundant parks. 
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Currently, advances in telecommunications have favored the development of new participation 
mechanisms based on building social networks and popularizing media, which have provided 
the possibility of including children and adolescents in exercises of information, education and 
monitoring their rights. Some State entities use these mechanisms. However, it must be taken 
into account that access to this technology is still limited in a large part of the national territory, 
mainly in rural areas and that, on the other hand, because of financial situations, a significant 
percentage of children do not have access to it. According to the DANE, in 2010, only 19.3% 
of homes had internet connection, 24.4% in the urban centers and 1.6% in the rest50.

Television continues to be the main type of media that the country’s children and adolescents 
have access to, as shown in the quality of life survey of the DANE in 2010 and which, ac-
cording to the data of ENSIN (National Survey of the Nutritional Situation in Colombia) 2010, 
they dedicate most time to each day. The actions carried out by the State to provide access 
to good-quality television continue to be limited. The content of television programs often nor-
malize violence, portray criminals such as drug traffickers as heroes, degrade the image of 
women showing them as sexual objects and promote consumption practices that do not favor 
children’s development.

Ethnic-racial discrimination against Afro-Colombian children and adolescents is also reflec-
ted in the school environment. According to the study, “They Are Also Equal Here”55, in some 
academic environments, “Racism is expressed ‘subtly’, but no less effectively and violently …
the teachers deny racism in the institution, but highlight the issue and the natural inclination of 
Afro-Colombians toward dance and sport, building narratives on their recreational and sports 
skills, compared to problems in academic performance.”56

The serious situation in which indigenous children and adolescents live is shown in their nu-
tritional conditions. ENSIN 2010 showed that the percentage of all types of malnutrition in 
indigenous children was significantly higher than malnutrition in the rest of the population. The 
percentage of chronic malnutrition in indigenous children under 5 years was 29.5% compa-
red to 13.2% in the general population and the percentage of global malnutrition was 7.5%, 
compared to 3.4% in the general population. The most concerning information found was that 
9.4% of indigenous children under 5 years presented severe chronic malnutrition, more than 
three times the national average (3%).

According to the results of the research, “La niñez y el futuro de los pueblos indígenas (Chil-
dren and the Future of Indigenous Communities)”57, in the indigenous communities, there is 
no permanent care from the State or the health service providers through preventative inter-
vention and programs, and the causes of death of children are preventable, given that they are 
mainly the result of malnutrition, respiratory infections, tuberculosis and whooping cough. This 
research also indicates that more than 60% of children in three of the communities analyzed 
are born with a weight below the normal weight and the food assistance provided by the State 
is insufficient and not all of them receive it. Regarding education, it states that no child went 
to the initial forms of education and levels of pre-school attendance are less than 50%. Atten-
dance in primary education varies between the communities reaching 99% (children of the 
Awa community) in some and 57% (children of the Yukpa community) in others. The levels of 
secondary education are worryingly low, reaching just 38% in the case of children of the Awa 
community58.

Added to the above are the serious violations of their rights that they are exposed to from 
armed conflict and the presence of illegal armed groups, because they result in attacks on 
schools, hospitals and towns and the occurrence of selective murders, disappearances and 
forced displacement59. The use of indigenous and Afro-descendant children and adolescents 
by the different illegal armed groups continues to be a constant violation of their rights and 
constitutes one of the main causes of forced displacement in their communities60.

Most indigenous and Afro-Colombian communities live in poverty and are excluded, being 
the most vulnerable population groups in the exercise of their rights. The 2006 analysis of 
poverty and inequality in Colombia indicated that “67.9% of indigenous people are poor and 
29.8% live in destitution; in turn, the Afro-Colombian communities have 62% poverty and 25% 
destitution”51. 
 
Given the characteristics identified in these communities, the conditions of vulnerability are 
growing, especially for those who live in rural areas52. Poverty limits the satisfaction of basic 
needs, affecting the child population of Afro-Colombian and indigenous communities more 
strongly53. Likewise, the physical location of the settlements of ethnic population groups are 
connected to armed conflict. Children and adolescents have been victims of forced armed 
recruitment in their territories.54

   3.1.3. Ethnic and Cultural Diversity

We need them to protect us. Gangs, the sale and consumption of drugs, sexual 
violence and the war that wants to rule our neighborhoods and lands worry us, 
they stated in an announcement sent by Afro-Colombian, black, Raizal and Palen-
quero children and adolescents to the world summit of Afro-descendant leaders in 
September 2013 in Colombia.

50 DANE. Basic Information and Communication Technology Indicators. Year 2010 June 7, 2011 Electronic document consulted on March 14, 2013, available at: 
http://www.dane.gov.co/files/investigaciones/boletines/tic/bol_tic_2010.pdf. 
51 López, Hugo and Núñez, Jairo Pobreza. Desigualdad en Colombia (Inequality in Colombia). Analysis and strategies. National Planning Department. 2007. p. 96.
52 Report of the Secretary-General on Children and Armed Conflict in Colombia. United Nations Security Council.  2012. p. 3.
53 Ibid. 18. p. 3. 
54 To cite just one case, in “2010, the Observatory of the Presidential Program on Human Rights and International Humanitarian Law reported that there had been an 
increase in cases of forced recruitment of Sikuani and Guayabero indigenous children in the Guaviare Department.” United Nations, Op. Cit. p. 6.

55 Vásquez, Carmen. Aquí ellos también son iguales: Una aproximación al racismo en el ámbito escolar (They Are Also Equal Here: An Approach to Racism in the School 
Environment). In: Afro-reparaciones: Memorias de la esclavitud y justicia reparativa para negros, afrocolombianos y raizales (Afro-Reparations: Memories of Slavery and 
Reparation Justice for Black, Afro-Colombian and Raizal People). Center of Social Studies Universidad Nacional de Colombia. Bogotá, 2007. pp.647-660.
56 Mosquera, Claudia et al. Afro-reparaciones: Memorias de la Esclavitud y Justicia Reparativa para negros, afrocolombianos y raizales (Afro-Reparations: Memories of 
Slavery and Reparation Justice for Black, Afro-Colombian and Raizal People). CES (Center of Social Studies) Collection. Afro-Colombian Studies Series. Universidad 
Nacional de Colombia. Bogotá, 2007. p. 57.
57 CODACOP (Corporation for the Support of Popular Communities) “La niñez y el futuro de los pueblos indígenas (Children and the Future of Indigenous Communities). 
Kimpres. Bogotá. 2010. 
58 Ibíd. pp14-18,20-21. 
59 Report of the United Nations High Commissioner for Human Rights on the Situation of Human Rights in Colombia, 2007.
60 UNHCR, Armed Recruitment of Children in Colombia Forces Indigenous off Their Land. 2009. Electronic document consulted on Tuesday, March 12, 2013, available at:  
http://www.acnur.org/index.php?id_pag=8879
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On the other hand, the presence of children and adolescents of the Embera Chamí, Embera 
Wounan, Embera Catíos, Zenúes and Sikuani indigenous communities as victims of the sex 
trade in several areas of the country is recognized: Cali, Medellín, Montería, Sincelejo, Quibdó 
and Arauca61. Illegal mining (gold and coltan) in the departments of Guaviare and Guainía, 
on the borders with Venezuela and Brazil, also attracts Puinave indigenous children who are 
subjected to sexual abuse in exchange for payment in money by settlers and miners, which 
include Brazilian citizens and illegal armed groups.  

It must be highlighted that although the Colombian State did not initially adhere to the United 
Nations Declaration on the Rights of Indigenous People, it did adhere to it at the end of the 
period analyzed62.

The country is still far from achieving the safety of the physical integrity of all members of 
ethnic communities, from providing differentiated and favorable assistance to indigenous and 
Afro-descendant children and adolescents and from ensuring the full exercise of their rights, 
specifically in health and education, as requested by the Committee in 2006.

Family environment and alternative forms of care 
(articles 5, 9 to 11 and 18 (paragraphs 1 and 2), 

19 to 21, 25, 27 (paragraph 4) and 39)
04

61 Fundación Antonio Restrepo Barco, Fundación Renacer and Plan (2008)  Escenarios de la Infamia. Explotación Sexual de Niños, Niñas y Adolescentes (Scenarios of 
Infamy: Sexual Exploitation of Children and Adolescents). Bogotá. p 60-61
62 UN. Racial Discrimination in Colombia: Alternate Report to the Committee on the Elimination of Racial Discrimination. 2009. p. 9.

63 Participatory inquiry with children. Cauca, November 2012.
64 National Institute of Legal Medicine and Forensic Science. Forensis, Domestic Violence. Colombia. 2006. pp. 93-94.
65 National Institute of Legal Medicine and Forensic Science. Forensis. Descripción del Comportamiento de la Violencia Intrafamiliar (Description of the behavior of 
Domestic Violence). Colombia. 2010. p 103.
66 Participatory inquiry with children. Cartagena, December 2012.
67 Participatory inquiry with children. Cali, November 2012. 
68 Attorney General. Citizen Care System “80% of victims of domestic violence are women,” indicated the Attorney General at the National Meeting of Family Service 
Offices. Colombian Attorney General. Bulletin 518. 2012. Electronic document consulted on February 3, 2013, available at: http://www.procuraduria.gov.co/portal/_80_de_
las_victimas_de_violencia_intrafamiliar_tiene_rostro_de_mujer___senalo_Procuradur_a_durante_Encuentro_Nacional_de_Comisarios_y_Comisarias_de_Familia.news

“In homes, adults are mistreated in front of children, they argue and that is why children do 
the same at school, because they come with the same problem from home. When these 

fights occur, for a while it makes you frightened, but then you learn how to fight and how to 
argue, and so at school you do the same thing. If you are not doing anything and someone 

comes and hits you, it is because they learned to do that.”63 

In 2006, 13,540 cases of child abuse were reported, assessed by Legal Medicine; the greatest 
risk of suffering from abuse being in the age range from 10 to 14 years and girls receiving most 
abuse from both parents64. Reports of domestic violence and abuse did not significantly vary 
in the 2006--2010 period. In 2010, Legal Medicine reported having assessed 7,319 assaults 
against girls and female adolescents and 6,412 against boys and male adolescents. Many of 
the girls and female adolescents who were assaulted were carrying out housework, a role that 
is assigned to women in the country. 

Child abuse “presents differences from 10 years of age. While for males it presented a slight 
decrease, for women it presented a fairly significant increase”65: For boys aged 10 to 14 years, 
there is a rate of 98.07 per one hundred thousand inhabitants and for those aged 15 to 17 
years, there is a rate of 91.30 per one hundred thousand inhabitants. While for girls aged 10 to 
14 years, it is 112.95 and for those aged 15 to 17 years, it is 177.59 per one hundred thousand 
inhabitants. The main perpetrators continue to be the parents in 62.4% of the cases and other 
family members in 37.5% of the cases.

Assaults are part of the environment in which many children grow up, as they mention:

Although legal regulations are developed like Law 1257 of 2008, which regulates raising awa-
reness, prevention and punishment of all forms of assault against women, the reality has not 
changed. In 2010, the Colombian Attorney General reported that out of the 108,778 cases of 
HIV, women and girls represent 80% of the victims68.

Domestic violence is when families hit each other. In my house, there is a girl they 
keep shut inside. If they see her outside, they hit her with a belt. If my father gets 
involved, he hits my mother and if my siblings get involved, he also hits them. As 
they don’t let her go out, she takes pills…”66“Say rude things, abuse them, not 
help them and be bad people. I have seen them slap children, they hit them and 
tell them they never should have been born.   67
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According to Legal Medicine, 6,564 boys and 7,649 girls are abused in Colombia. In total, 
14,213 cases of child abuse were reported in 2011.

According to the 2011 Forensis report69, out of the 17,717 years of healthy life that were lost 
due to domestic violence committed against children and adolescents, 11,091 were of fema-
les. This is a figure almost double the 6,626 of healthy life lost in men. As the age increases, 
the number of cases of domestic violence suffered by girls increases, to the point that half of 
the recorded cases are presented in girls aged 15 to 17 years. At home, at night time and at 
the weekend were the places and situations in which the highest number of cases of domestic 
violence was recorded70.

The figures of violent deaths of children under 18 years are alarming, especially in the 15 to 
17 years age group. In 2010, there were 973 violent deaths in this age group, out of which, 98 
corresponded to women71. 

The National Institute of Legal Medicine and Forensic Science reveals that for 2012, in this 
same age group, there were 1,145 homicides: 974 of males and 171 of females.  These figu-
res provide evidence of the involvement of children and adolescents in this internal conflict 
that afflicts the country, as well as common crime and organized crime.

In Colombia, suicide is mainly a problem among adolescents and young people72. In 2009, 
193 cases of suicide were reported of children aged 10 to 17 years. Out of the total percentage 
of suicides in the country, the percentage of suicide of adolescents aged between 15 and 17 
years has increased, going from 5.97% in 2008 to 6.86% in 2010. This situation reflects the 
mental health problem experienced by this population group. In 2012, 175 people between 6 
and 17 years took their own life, out of which, 115 were male and 60 were female. According 
to the Quarterly Epidemiological Bulletin, presented by the National Institute of Legal Medicine 
and Forensic Science, in the first semester of 2013, 48 boys and 28 girls between 13 and 17 
years of age committed suicide. 

Another problem is the rate of accidents. In 2010, there were 180 accidental deaths in the 0 to 
4 years age range; 92 in the 5 to 9 years age range; 90 in the 10 to 14 years age range and 
102 in the 15 and 17 years age range. In the 0 to 4 years age range, out of the 180 victims, 
134 were girls and in the other age ranges, the highest frequency was in boys73. In 2012, there 
were 463 accidental deaths in the 0 to 17 years age range, out of which, 315 were of boys 
and 148 of girls74. 

In 2011, there was a total of 19,617 sentences on sex crimes. The most affected population 
group is of girls aged between 10 and 14 years with 7,304 cases and boys aged between 5 
and 9 years with 1,476 cases75. In the case of sex crimes, a study carried out by the Institute 
of Studies of the Public Prosecutor indicates that the impunity of sex crimes in 2006 in national 
territory fluctuated between 92 and 93%76.

Associated with the situations presented, mainly with the families’ precarious living conditions, 
the country presents worrying figures of child abandonment. Between 2008 and 2011, 3,280 
entries of abandoned children into ICBF programs were reported77. The 2010 National Demo-
graphics and Health Survey shows that only 56.1% of children aged under 15 years live with 
both parents, 35.4% of them live with just one of their parents, generally the mother and 7.1% 
of them do not live with either of their parents78.

Equally worrying are the cases of failures provide child support, which record high levels of 
reports in the country’s penal system. “The District Attorney’s database indicates that in the 
criminal system, between 2005 and 2010, around 250 thousand processes were filed for fai-
lure to provide child support.”79 To these cases must be added those that are not reported for 
fear of a violent response from the father and the barriers that are sometimes put up by the 
justice system for receiving claims, specifically because of attitudes of officials playing down 
the importance of reports made by women. “When they consider them to be domestic matters 
they put up obstacles. On occasions, they indicate that if the women have enough money to 
cover their children’s expenses, they should not resort to the legal system.”80

In a study by the Colombian Institute for Family Welfare published in the El Tiempo news-
paper on November 4, 2013, it was reported that 1,200 processes are opened each month 
for responsible parenting processes. The cases doubled this year, going from 7,500 to more 
than 15,000. The family courts have opened 44,913 records, which means and average of 41 
cases a day. It also confirms that 145,000 mothers registered their sons and daughters alone.

In 2008, the ICBF reported a total of 58,527 children and adolescents assisted in the pro-
tection system for rights violations, out of which 48% were female and 52% were male, the 
majority coming from urban areas, 10,984 had been put up for adoption and had not been with 
their families for more than a year81. The majority of these children and adolescents who were 
put up for adoption and were found in protection institutions consisted of cases called “difficult 
adoption” cases because of their age or another condition.

The 2010 management report of the Colombian Institute for Family Welfare82 indicates that in 
Colombia, 711,000 children and adolescents were assisted with forms of protection, because 
their rights were threatened and/or violated and a measure was ordered to reestablish their 
rights. 

In its 2012 management report, the Colombian Institute for Family Welfare83 reports that 
69,684 children and adolescents were put under protection with the main reasons for entry 
being abuse, special conditions of their guardians, being victims of sexual violence, sexual 
abuse, abandonment, consumption of psychoactive substances, being on the streets, malnu-
trition, emergency situations and threats to their integrity. If we add the reports of the National 
Institute of Legal Medicine and Forensic Science, Forensis for 2012, regarding domestic vio-
lence and sexual violence, it gives us a result of 161,728 cases, which indicates than less than 
50% of these cases have been attended to by the ICBF.

69 National Institute of Legal Medicine and Forensic Science and National Reference Center Group on Violence Forensis 2011. Life Data. Bogotá. 2011. 
70 National Institute of Legal Medicine and Forensic Science and National Reference Center Group on Violence Forensis 2011. Life Data. Descripción del Comportamien-
to de la Violencia Intrafamiliar (Description of the behavior of Domestic Violence). Colombia. 2011.
71 National Institute of Legal Medicine and Forensic Science. Forensis. Comportamiento del homicidio (Behavior of Homicide). Colombia. 2011. p. 21.
72 National Institute of Legal Medicine and Forensic Science. Forensis. Qué ha pasado con el suicidio en Colombia durante los últimos 13 años (What Has Happened with 
Suicide in Colombia over the Last 13 Years?) 2009. p. 72.
73 Ibid. pp 309-310.
74 National Institute of Legal Medicine and Forensic Science, 2012. 
75 National Institute of Legal Medicine and Forensic Science, Forensis, 2011, p. 213.
76 Institute of Studies of the Public Prosecutor, La gesta y el cantar, sistema penal acusatorio, delitos sexuales y política pública. p. 45.

77 Pandi-Aldeas Infantiles. Cada día son abandonados dos niños en Colombia. Abandono: un delito que se castiga con cárcel (Every day, two children are abandoned in 
Colombia. Abandonment: A Crime Punished with Prison). Bogotá, 2011. p. 1.  
78 PROFAMILIA. 2010 National Demographics and Health Survey. PROFAMILIA- Ministry of Protection - ICBF - USAID. Bogotá, 2011, p. 38,
79 Bernal Carolina et al. DeJusticia Center for the Study of Law, Justice and Society. El Delito de Inasistencia Alimentaria: Diagnóstico Acerca de su Conveniencia (The 
Crime of Failure to Provide Child Support: Analysis of its Appropriateness). USAID. 2012.  p. 38.
80 Bernal Carolina et al.  2012. Op. Cit. p. 60
81 Durán, Ernesto. Situación de los derechos de la infancia de niños y niñas que han perdido el cuidado de sus padres o están en riesgo de perderlo (Rights Situation of 
Children who Have Lost the Care of Their Parents or Are at Risk of Losing it). Electronic document consulted on February 2, 2013. Available at: 
http://www.aldeasinfantiles.org.co/Conozcanos/abogacia/Documents/situacion-de-derechos-ni%C3%B1os-as-sin-cuidado-de-sus-padres-o-en-riesgo-de-hacerlo.pdf  
82 Colombian Institute for Family Welfare, 2010 Management Report, p. 13.
83 Colombian Institute for Family Welfare, p. 22.
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In a report published on April 3, 2013, the La Patria newspaper indicated that the ICBF has 
14,408 children and adolescents under its care through the Foster Homes program. Out of 
which, 2,590 (18%) of them are disabled. This indicates that only 2.02% of the children under 
protection are attended to in the Foster Home Program.

In accordance with Resolution 5930 of 2010, the Colombian Institute for Family Welfare re-
cognizes two types of family care: Foster Home and Protection Home. It is necessary to cla-
rify that the Protection Home category does not meet the requirements of the United Nations 
Guidelines for Alternative Care84. Taking into account the resolution and the more than 700 
institutional operators that provide protection services to the ICBF, it is clear that the general 
principles of the alternative shelter categories are not met, which must be fully taken into ac-
count as part of efforts to prevent children from being separated from their parents.

The Committee has made recommendations to the Colombian State for the review and adjust-
ment of the adoption program. Figures from research carried out on the topic show that Co-
lombia is one of the countries where the most children are given up for international adoption, 
being among the three countries of Latin America with the highest rates of foreign adoption, 
together with Guatemala and Haiti. As indicated by Representative of the Congress, Ángela 
Robledo, in a debate on political control over adoption in the country by foreigners, during the 
2006-2010 period, Colombia gave up 1,639 children for adoption to foreign families in 2006, 
1,617 in 2007, 1,617 in 2008, 1,413 in 2009 and 1,798 en 201085. 

Additionally, in one of its recommendations, the Committee on the Rights of the Child has 
stated that it is “concerned by the practices of private adoption houses for pregnant women, 
which may influence the informed consent of these women to adoption and encourage the 
sale of children”86. Beyond questioning adoption by foreign families, this document intends to 
emphasize the need to promote adoption by national families more and for the State to have a 
greater level of control and the State’s bodies must ensure consent on this subject is free from 
force, deceit or leading to error.

In this sense, in the process of reestablishing rights, it is recommended to keep in mind the 
Sentence on Guardianship for the protection of fundamental rights 844 of 2011, through which 
the Constitutional Court urged the ICBF to design a protocol that the employees must follow 
to apply the different measures for reestablishing rights, particularly the declaration of adopta-
bility and preventing mistakes from being made. In response to this, the ICBF issued Circular 
Notice 012 of 2012, through which it specifies 9 criteria for the processes of reestablishing the 
rights of children or adolescents before being put up for adoption. These criteria consist of the 
search for family networks and connections of the children and adolescents; their participation 
in these processes; the benefit of the family unit as the best nucleus for them to grow up in; 
and consent for communication, only exceptionally decreeing measures that separate chil-
dren or adolescents from their family. Thanks to this sentence, all of the protocol was modified 
for the declaration of adoptability.

In terms of the verification of each child or adolescent’s rights (Article 52 of Children and 
Adolescents Law), it is necessary to point out that this verification is often not carried out. 
This often occurs, because of insufficient presence of family welfare attorney offices and their 
technical teams. Colombia has 1002 municipalities and only 200 local area centers.

84 Guidelines on Alternative Care of Children, passed by Resolution 64/142 paseed by the UN on December 18, 2009  
85 Robledo, Ángela. Colombia entrega lo más preciado: sus niños y niñas. A propósito del debate sobre adopciones (Colombia gives up its most valuable thing: its chil-
dren. For the Pursposes of the Debate on Adoption). 2010. p. 5.
86 Recommendations of the Committee on the Rights of the Child regarding the Report Submitted by the Colombian State on the Implementation of the Optional Protocol 
to the Convention on the Rights of the Child regarding the Sale of Children, Child Prostitution and Child Pornography. 2003-2008 p. 61. 2010.

5.1 Health and Sanitary Services
Although the Committee recommended that the State prioritize assigning sufficient funds to 
counteract the growing inequality and effectively reduce discrepancies in the standard of li-
ving, particularly in the urban and rural areas, inequality and inequity have persisted in the 
2006-2010 period. Regarding the human rights situation in Colombia, the High Commissioner 
for Human Rights stated, “Despite progress in health-service coverage, full enjoyment of the 
right to health continues to be restricted. Approximately 17.5% of the population suffers from 
at least one serious health problem and inequality and insufficient access, availability and 
quality of health services persist for people living in poverty.”87

In spite of these conditions, progress has been made in indicators such as the reduction of 
the infant mortality rate, which at the end of the 2006-2010 period was 15 per 1000 in the 
urban area and 17 per 1000 in the rural area88. The indicators during the 2006-2010 period 
reflect strongly marked disparities in departments such as Chocó, Vaupés, Vichada, Guainía 
and Amazonas (where the population is mainly indigenous or Afro-Colombian), with figures 
that are double the national average and according to the DANE, with levels of infant mortality 
higher than 40 for every 1000 live born89. Similarly, according to the wealth index, the infant 
mortality observed in the lowest socioeconomic level is almost double of that corresponding 
to the highest socioeconomic level (23 vs. 12 per 1000)”90. Also, particularly in the rural areas 
and areas with an indigenous population, recent studies show that in some indigenous groups 
the mortality rate can be 10 times the national average91.

In infant mortality, neonatal mortality occupies a large percentage, around 63% of the cases 
occur in the first 28 days after birth92. One aspect that continues to be fairly problematic is 
maternal mortality.  Particularly in the 2008-2009 period, there was an increase of almost ten 
deaths per one hundred thousand live born”; a “worrying situation because Colombia must 
maintain a sustained reduction to achieve the goal set for 2015”93. According to the analysis 
of the Ministry of Health and Social Protection about the health situation in Colombia, in 2010, 
there were 485 maternal deaths in the country: 40.41% (196 deaths) was due to unclassified 
obstetric conditions; 21.44% (104 deaths) to edema, proteinuria and hypertensive disorders 
during pregnancy, birth and puerperium and 16.70% (81 deaths) due to complications during 
labor and birth94. The departments of Amazonas, Vichada and Guajira, where the majority of 
the population is indigenous, present the highest maternal mortality rates, between 220 and 
391 deaths for every one thousand live-born babies.

Disability, basic health and wellbeing 
(articles 6, 18 (paragraph 3), 23, 24, 26, 27 

(paragraphs 1 to 3) and 33)
05

87 Report of the United Nations High Commissioner for Human Rights on the Situation of Human Rights in Colombia. A-HRC-16-22. Thursday, February 03, 2011. p. 18.  
88 Profamilia, Ministry of Social Protection National Demographics and Health Survey. Bogotá, 2010.  
89 DANE. Vital Statistics. Estimaciones de Mortalidad infantil nacional, departamental y municipal periodo 2005-2010 (Estimates of National, Departmental and Municipal 
Mortality Rates for the 2005-2010 Period).
90 ENDS (National Demographics and Health Survey), Infant and Child Mortality. Bogotá, 2010, p 208.
91 CODACOP (Corporation for the Support of Popular Communities) “La niñez y el futuro de los pueblos indígenas (Children and the Future of Indigenous Communities). 
Kimpres. Bogotá. 2010. p. 13.
92 RMinistry of Health and Social Protection. Análisis de la situación de la salud en Colombia (Analysis of the Health Situation in Colombia), 2013. Consulted on October 
8, 2013: http://www.minsalud.gov.co/Documentos%20y%20Publicaciones/An%C3%A1lisis%20de%20situaci%C3%B3n%20de%20salud%20por%20regiones.pdf
93 Así Vamos en Salud (How We Are in Health). 2010 Annual Report: Cómo va la salud en Colombia (How Health Is in Colombia). Bogotá, 2011. p. 21.
94 Ministry of Health and Social Protection. Análisis de la situación de la salud en Colombia (Analysis of the Health Situation in Colombia), 2013. Consulted on October 8, 
2013: http://www.minsalud.gov.co/Documentos%20y%20Publicaciones/An%C3%A1lisis%20de%20situaci%C3%B3n%20de%20salud%20por%20regiones.pdf
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Similarly, late maternal mortality has tended to increase, going from 73.06 in 2005 to 75.31 in 
2010. While the rate of late maternal mortality decreased in 2008, coming to 62.34 and later 
increased to 75.31 in 2010. Prenatal control in Colombia increased by 3.86% in the 2005-2010 
period. All of the regions have increase the percentage of live births with four or more prenatal 
controls, with the exception of Amazonía-Orinoquía, where coverage decreased by 6.30%. 
The regions that have experienced the greatest increase are Central, Pacific and Eastern 
regions with 5.76%, 4.99% and 4.23%, respectively.

A very worrying piece of data is the increase in the low birth weight figure, which went from 
8.85% in 2004 to 8.85% in 200995. The State report does not take this piece of information into 
consideration and shows the increase in the gap for a wide group of children due to the increa-
se in extreme poverty (especially in rural areas) and food insecurity. The Ministry of Health 
and Social Protection indicates that the prevalence of low birth weight constitutes one of the 
main risk factors for neonatal mortality. In our country, this value tended to increase during the 
2005-2010 period. Around 9% of children are born weighing less than 2,500 grams96. 

According to the report of the Ombudsman’s Office, the right to health was the second most 
violated right, with “the denial of the provision of the service, the deficient and untimely me-
dical assistance/care and the failure to pay health contributions being the most recurring be-
havior”97. The above is partly due to the health system model that prioritizes cover without 
guaranteeing appropriate quality, as referred to by one of the children consulted:

According to the “Analysis de la situación de salud en Colombia (Analysis of the Health Si-
tuation in Colombia)”103, in 2011, in Colombia, vaccination coverage was around 85% in all 
the biologicals. The highest vaccination coverage for polio was in the Eastern and Caribbean 
regions with 90.13% and 89.06%, respectively. While the lowest coverage was in the Amazo-
nía-Orinoquía (70.55%) and Central (75.42%) regions.

According to the Analysis of the Health Situation in Colombia on the Growth and Development 
Program, “The minimum activities stipulated by the regulation to be carried out in the controls 
are not being adequately carried out. The head circumference measurement or age for 19% 
of children who attend the controls is not recorded. Both of these pieces of information are an 
important factor in the evaluation and can serve as a warning about the alterations in develo-
pment.”104 The ENDS (2010) showed that only 76% of children under 5 years attended growth 
and development programs.

The average duration of the breastfeeding period decreased between 2005 and 2010 from 2.5 
months to 1.8 months. The average total time of the breastfeeding period was 14.9 months 
in 2010. The creation of the new Ten-year Plan for Breastfeeding must be highlighted, which 
aims to improve these indicators105.

The country has elevated levels of infant malnutrition. In 2010, the percentage of children un-
der 5 years with chronic malnutrition was 13.2%, with important differences between the rural 
areas (17.0%) and urban areas (11.6%) and the level of education of the mothers. For mo-
thers with no education, 31.3% has children with chronic malnutrition. In indigenous children, 
the percentage of chronic malnutrition came to a worrying 29.5%, with high levels of anemia 
and zinc deficiencies106.

Equally worrying is the food insecurity data: “The prevalence of food insecurity in homes was 
42.7%, distributed as follows: slight 27.9%, moderate 11.9% and severe 3.0%. The prevalen-
ce of food insecurity in rural homes was 57.5%”107. 

As some children and adolescents who participated in the inquiries mention, the situation of 
food insecurity and malnutrition is seen on a daily basis in rural and urban communities:

The system maintains differences in registration, like the difference in early childhood, which 
presents “significantly lower registration with 73%”100. Effectively, the ENDS (2010) data 
shows that children and adolescents are those who are least registered with a health service 
provider and in 2010, 13% in the 0-9 age group and 12.9% in the 10-19 age group were still 
not registered.  Although there are differences like those quoted, it must be highlighted that in 
the 2006-2010 period, there was a significant increase in registration on the General Social 
Security Healthcare System of Colombia. The ENDS (2010) shows that between 2005 and 
2010, “registration on the General Social Security Healthcare System in Colombia increased 
by 19 percent going from 69 to 88%”101.

Vaccination coverage increased, but there is still 20% of the child population that has not 
completed the full vaccination schedule, with important differences in coverage between re-
gions (while in Nariño, 93.7% has all the vaccinations for the age, in Guajira, only 70.3% has 
them).102

They don’t attend to you quickly and there is never medication, they just give you 
the basic. They don’t give you the service you deserve.   98

If the girl has insurance and the boy doesn’t, they attend to the girl first.   99

95 Así Vamos en Salud (How We Are in Health). 2010 Annual Report: Cómo va la salud en Colombia (How Health Is in Colombia). Bogotá, 2010. p 27.
96 Ministry of Health and Social Protection. Análisis de la situación de la salud en Colombia (Analysis of the Health Situation in Colombia), 2013. Consulted on October 8, 
2013: http://www.minsalud.gov.co/Documentos%20y%20Publicaciones/An%C3%A1lisis%20de%20situaci%C3%B3n%20de%20salud%20por%20regiones.pdf
97 Report XVI from the Ombudsman’s Office to the Congress of the Republic Bogotá. 2008. p. 117.
98 Participatory inquiries with children. Chocó, November 2012.
99 Participatory inquiries with children. Montería, December 2012.
100 ICBF. Optando por la Paz y la Prosperidad Social (Opting for Peace and Social Prosperity). First public accountability exercise on the rights of children, adolescents 
and young people. Bogotá. 2012.  
101 ENDS. 2010. p. 401.
102 Profamilia. Situation of the children in Colombia. 2010 Electronic document consulted on January 24, 2013, available at:
http://www.profamilia.org.co/encuestas/Profamilia/Profamilia/documentos/boletines/prensa/Situacion_de_los_Ninos_y_Ninas_en_Colombia.pdf

In our community, children eat approximately twice a day, because the financial 
situation of their parents is critical.” “There is hunger and malnutrition in the com-
munity. It would be good for there to be more monitoring or visits to families so 
that they are aware of the crisis they are going through. Carry out projects with 
evidence for the government, so that it is made aware of the community’s reali-
ty. Some days there is no money and many families go to sleep without eating 
anything in the day... I would prefer to have a lot of rice with less meat, because 
that is more filling. In our neighborhood there is a high level of malnutrition.   108 

103 Ministry of Health and Social Protection. Análisis de la situación de la salud en Colombia (Analysis of the Health Situation in Colombia), 2013. Consulted on October 8, 
2013: http://www.minsalud.gov.co/Documentos%20y%20Publicaciones/An%C3%A1lisis%20de%20situaci%C3%B3n%20de%20salud%20por%20regiones.pdf
104 Ministry of Social Protection. Análisis de la situación de salud en Colombia 2002-2007 (Analysis of the Health Situation in Colombia, 2002-2007). Bogotá, 2010. 
105 Ministry of Social Protection. Ten-year Plan for Breastfeeding 2010-2020. Bogotá, 2010.
106 Ministry of Social Protection, Colombian Institute for Family Welfare (ICBF). ENSIN (National Survey of the Nutritional Situation in Colombia) Bogotá, 2010. p. 178.
107 Ibid. p. 351-352.
108 Participatory inquiries with children. Barranquilla, December 2012.
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Regarding sexual and reproductive health, the State report states the benefits of the Friendly 
Services Model Strategy for adolescents and young people implemented by the Ministry of 
Health with the support of UNFPA. This process was started in 2008 and it is hoped that it 
will have an important impact on adolescent health, by adjusting health services to the needs 
and realities of adolescents and young people in the framework of the rights perspective (pro-
motion of health and wellbeing), emphasizing decisions about their healthy and responsible 
sexuality.

Teenage pregnancy in Colombia has decreased. However, in 2010, the rate was 19.5%, which 
is still a high figure. Similarly, it is necessary to note that there are important differences be-
tween the departments that fluctuate between 16% and 33%. Additionally, the persistence of 
pregnancy in girls under 15 years (5.2%) is worrying109. 

On this aspect, it must be noted that many of these pregnancies are the result of criminal 
carnal access, as certified by the DANE. This body records an annual average of 5,300 girls 
under 14 years who between 2000 and 2012, gave birth to their children in public hospitals wi-
thout the police or legal authorities having started appropriate investigations on these events, 
as in Colombia, any sexual relations with children under said age are considered to be illegal.  
It must be specified that in 22% of these events, the sex offenders, who are considered as 
such even when they have the consent of the assaulted girl, as this is irrelevant when determi-
ning the nature of the crime, are relatives of the victim. An analysis of the DNA of the victim’s 
father would be sufficient evidence to sentence the accused. In spite of this, these processes 
are not carried out, the cases are not reported with sufficient severity, the Children’s Police 
Department does not investigate them and the prosecutors or judges do not process the ca-
ses to the necessary degree. 

Furthermore, teenage pregnancy creates a greater level of vulnerability in the health of tee-
nage mothers and their sons/daughters, to the extent to which they are more exposed to mor-
tality and school abandonment110, aspects which in the future, have an impact on their health 
and social development.

According to the National Demographics and Health Survey, the proportion of pregnant ado-
lescents in all levels of education increased: 52% (2005) and 55% (2010) without education; 
42% (2005) and 47% (2010) in primary education; 17% (2005) and 18% (2010) in secondary 
education; and 9% (2005) and 11% (2010) in higher education111.  According to the data of the 
Ministry of Education for 2011, between 20% and 45% of pupils who left the education system 
reported parenthood as the main reason112.

One of the girls consulted says:

Regarding sanitary services, a study by ECLAC115 showed that in 2007, in Colombia, there 
was evidence of severe and moderate deficiencies in the home assessment categories of 
housing, sanitation and access to drinking water, primarily in the rural areas. In the housing 
home assessment, the study showed severe deficiencies for 3.3% of the urban population and 
5.9% of the rural population. While those considered less severe had figures above the Latin 
American average, reaching 17% in the urban population and 43.5% in the rural population.

As of 2010, according to the Quality of Life Survey (ECV in its Spanish acronym) carried out 
by the DANE, little more than 75% of the country’s homes had a sewer services. However, 
the differences in coverage were significant between the municipal centers and the rest of the 
country. For the former, coverage came to 91.8% and for the latter, only 15.1% of the homes 
had the services. The mains water data for the same year showed 95.9% coverage in the 
urban centers and 57.1% in the rest of the country (57.1%).
 
The results of the same survey for 2011 indicate that 87.3% of the population has access to 
running water and 72.3% to a sewer system. Access to services is greater in the urban areas 
or centers than in the rural area or rest of the country. Electricity: urban centers (99.5%) and 
the rest of the country (89.9%); natural gas: urban centers (65.6%) and the rest of the country 
(4.0%); Mains water: urban centers (96.0%) and the rest of the country (56.3%); Sewer sys-
tem: urban centers (89.1%) and the rest of the country (12.3%); Garbage collection: urban 
centers (97.2%) and the rest of the country (18.3%); Telephone: urban centers (46.2%) and 
the rest of the country (3.3%)116.

The quoted figures have a differential affect on women, increasing their vulnerability to the 
violation of their other rights, as stated by the UNDP, “In Colombia, 16% of homes are in pre-
carious settlements. The prevalence of female leadership is greater in this kind of settlement. 
It is known that the lack of basic services has a significant impact on women. Together with 
children and adolescents, women are the main ones responsible for supplying water to the 
family, a task which takes up a lot of time and energy and that is one more factor that increa-
ses the gender gap. Similarly, the lack of lighting poses a significant threat to people’s safety, 
above all for women, for whom it can create the risk of suffering from sexual violence.”117

Finally, environmental health is another problematic issue, as told by some of the children and 
adolescents consulted:

We see that today there are many pregnant adolescents and child malnutrition 
has increased. Our recommendation is for young people to be taught how to use 
family planning methods and also to give talks to young people to raise their awa-
reness of the consequences of pregnancies at a young age and that in the end it 
is the babies who suffer. Raise awareness of the families… (and) the trust of the 
parents so that their children trust them more and tell them what happens.   113 

Children get ill because of the dust in the streets and also because in the rainy 
season, there are lots of puddles of water and many mosquitoes. My mother 
sweeps and we breathe in the dust and get sick.” “In stagnant waters there are a 
lot of infections and I shouldn’t play with it because there is infection there.    114 

109 ENDS, Teenage Pregnancy. 2010. p. 114.
110 The Andean Sub-regional Committee for Adolescent Pregnancy Prevention Adolescent Pregnancy in the Andean Sub-region Quito, 2008. pp. 21-24. 
111 CONPES Document 147, data taken from the Demographics and Health Survey, Profamilia, 1990, 1995, 2000, 2005, and 2010.
112 CONPES Document 147, p. 10
113 Participatory inquiry with children. Cartagena. February 2013.

114 Participatory inquiry with children. Montería, December 2012.
115 ECLAC and UNICEF. Child Poverty in Latin America and the Caribbean, Santiago de Chile, 2010
116 Ministry of Health and Social Protection. Analysis of the Health Situation in Colombia, 2013. Consulted on October 8, 2013:
http://www.minsalud.gov.co/Documentos%20y%20Publicaciones/An%C3%A1lisis%20de%20situaci%C3%B3n%20de%20salud%20por%20regiones.pdf
117 UNDP. La equidad de género en Colombia (Gender Equality in Colombia). Bogotá, 2007. p. 24.
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Care for the child population with some kind of disability has not been developed by the State. 
This is a significant deficiency, given that in its recommendations, the Committee stated the 
need for the Colombian State to double its efforts in professional and financial resources for 
this population group. 

The results of the 2005 National Census reported that in Colombia, there are 632,255 disa-
bled people, out of which, 10% are children and adolescents118. The document, “Discapacidad 
en Colombia: Reto para la Inclusión en Capital Humano (Disability in Colombia: A Challenge 
to Include Human Capital)”, shows that in 2010, “for every one thousand children registe-
red aged zero to four years, 5.5 are disabled children. In children aged 5 to 9 years the rate 
is 10%; in the 10 to 14 age group it is 12.1; and in young people from 15 to 19 years, it is 
10.7%.”119 In all ages, the proportion is higher in males. 

The main causes of disability are general illnesses (42%), accidents (16.4%), hereditary gene-
tic alterations (15.7%), conditions of the mother during pregnancy (7.6%) and complications at 
birth (4.5%). The remaining percentage corresponds to unknown factors. This categorization 
also showed that there is a greater probability of preventable disability in regions with a higher 
level of poverty. Children aged 0 to 18 make up 16.8% of the total of disabled people120. Simi-
larly, 13% of all people who require the support of another person are aged between 5 and 14 
years. The role of caring for this population group has been mainly assigned to women.

The lack of financial resources in the home is added to this worrying information. According 
to the 2005 census, some kind of disability is more common in homes with children under 5 
years.On the other hand, the disabled population is discriminated against. According to the 
mentioned investigation, around 22% disabled people perceive negative attitudes from other 
people, circumstances that affect children between 10 and 14 years more, as well as those 
aged between 5 and 9 years, because they perceive that most of these attitudes come from 
their own family nucleus112. 

Discrimination is also reported at school, which is mainly from the classmates, especially in 
the 5 to 14 years age group. Said work also showed that in the departments where there is 
less exclusion, there is a percentage of the disabled population that is not registered with the 
health system: 29.2% of children aged 0 to 4 years, 28.5% aged 5 to 9 years and 26.0% aged 
10 to 14 years. In the departments where there is high exclusion, the figures worsen, 44.6% 
aged 0 to 4 years, 25.9% aged 5 to 9 years, and 34% aged 10 to 14 years are not registered. 
The ICBF only attends to 5.2% of the disabled population under 5 years112, in prevention, 
protection or rights restitution programs. 23% of children and adolescents attended to by 
this institution have some kind of disability. This is a clear indicator of the lack of an inclusive 
institutional service for this population group, which forces many families to resort to services 
other than the State services.

Access to education for the disabled population increased in the 2006-2010 period, although 
regional disparities persist regarding the educational institutions and preparation of the tea-
chers to attend to disabled children and adolescents, with greater difficulties in the rural area. 
The proportion of disabled students enrolled is 0.9% in pre-school, 1.4% in primary education, 
0.9% in secondary education and 0.4% in high school. Most of the enrolled disabled students 
are in primary education (66%123). 

“The national average of teachers with training in inclusive education is 0.9% per institution 
and of support personnel it is just 0.5%.”124The recorded figures of 2010 for school attendance 
show a critical situation for this population group: 87.9% of disabled people do not attend an 
educational establishment and this percentage is 70.9% in children aged 0 to 4 years125. 

Despite the fact that Article 47 of the General Law on Education (Law 115 of 1994) makes it 
mandatory to include specific inclusion programs for the disabled population in the regional 
development programs, in many municipalities there is no clear and consistent information on 
the disabled child population and the programs carried out for them to exercise their rights126. 
In 2011, 116,153 disabled children were attended to in the education system according to the 
National Ministry of Education.

Disability significantly increases in children and adolescents of marginalized communities and 
communities with less opportunities for them to fulfill their rights, such as indigenous and 
Afro-Colombian communities. The disabled population presents a higher level of illiteracy than 
the national population in general127. 

A situation that affects the disabled child population is financial exploitation. Cases of children 
used for begging have been reported. However, this issue has not been systematically docu-
mented by the State, which contributes to the absence of specific protection policy.

The Convention on the Rights of the Child, the Convention on the Rights of Persons with 
Disabilities, Law 1618 (2013) and the Code for Children and Adolescents (Law 1098) clearly 
established the rights of disabled children and adolescents.

However, the protection actions that they establish have not been regulated and therefore, 
they have not been effective. Regarding Paragraph 2 of Article 36, which states that “parents 
who assume the comprehensive care of a disabled child will receive a special social benefit 
from the State”, to date, said benefit has not been regulated.
 

Prevention and care of mental health problems in children and adolescents starts to occupy a 
place in the public agenda. At the end of the 2006-2010 period, a study directed specifically at 
the adolescent population was carried out. This study concluded that many mental disorders 
start at 4 years of age.

5.2 Disabled Children

5.3 Mental Health and Use of Psychoactive Substances

118 Pandi News Agency Report Colombia inclusiva. Por un país para todos (An Inclusive Colombia: For a Country for Everyone). 2010.
119 Gómez, Julio. Colombia Líder & Fundación Saldarriaga Concha. Discapacidad en Colombia: Reto para la Inclusión en Capital Humano (Disability in Colombia: A 
Challenge to Include Human Capital) Bogotá, 2010. p. 42.
120 Ibid. p. 53.
121 Ibid. p. 68.
122 Ibíd. pp. 53 and 90

123 Sarmiento, Alfredo. Situación de la educación en Colombia Preescolar, básica, media y superior Una apuesta al cumplimiento del derecho a la educación para niños, 
niñas y jóvenes (The Situation of Pre-school, Primary School, High School and Higher Education in Colombia: An Attempt to Fulfill Children’s and Adolescents’ Right to 
Education). Education: A Commitment by Everyone Project. Bogotá. 2011. p. 111.
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125 Gómez, 2010 Op. Cit. p. 120.
126 Gómez, 2010 Op. Cit. pp. 130-131.
127 Sarmiento 2011. Op. Cit. p. 19.
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In said study, it was found that 16% of adolescents has suffered or suffers from mental disor-
ders. Out of this proportion, 17.4% is female and 14.8% is male. The study also indicated that 
11% of adolescents had considered committing suicide (14.3% female and 7.6% male)128. 

In the consumption of psychoactive substances, it was found that there is the possibility of 
accessing them from 11 years of age. Cigarette consumption has decreased. However, it is 
a problem that affects 15% of the school population in high school and tends to increase in 
higher education, Out of the students between 11 and 18 years who participated in the Na-
tional Study on the Consumption of Psychoactive Substances, 40% stated having consumed 
alcoholic drinks in the last month, 5% stated they consumed alcohol on a daily basis, 11.7%, 
3 to 6 six times a week and 24%, 1 or 2 times a week129.

The consumption of cocaine increased in the school population. The prevalence of its use at 
some point in life went from 1.9% in 2004 to 3.3% in 2011. 

Despite the fact that there is a proposal to create a national Statute on Drugs and an Advisory 
Commission for drug policies (Resolution 0832 of December 10, 2012, of the Ministry of Justi-
ce), a real policy to prevent the consumption of drugs in Colombia that prioritizes reducing the 
vulnerability of children and adolescents has not been consolidated.

In turn, Law 1566 of July 31, 2012, through which regulations are stipulated to ensure the 
comprehensive care of people who consume psychoactive substances and the national “en-
tity committed to the prevention of the consumption, abuse and addiction to psychoactive 
substances” is created, does not establish differential actions for the care of children and 
adolescents.

128 Ministry of Social Protection, UNODC. Situación de Salud Mental del Adolescente (Mental Health Situation of Adolescents). National Mental Health Study-Colombia. 
2010. pp. 157-158.    
129 Interior Ministry, Ministry of Education, Ministry of Health, UNODC Estudio Nacional de Consumo de Sustancias Psicoactivas en Población Escolar Colombia 2011 
National Study on the Consumption of Psychoactive Substances in the School Population, Colombia 2011. Bogotá. 2011. p. 20.

130 2010-2014 National Development Plan “Prosperidad para Todos” (Prosperity for All). Executive summary. Bogotá. 2011.   
131 Rodríguez, Mónica. Educación y pobreza. Un análisis de eficiencia relativa departamental (Education and Poverty: An Analysis of Relative Departmental Efficiency). 
Dissertation of Masters in Economic Sciences. Universidad Nacional de Colombia. 2012.
132 Ministry of Health and Social Protection. Análisis de la situación de la salud en Colombia (Analysis of the Health Situation in Colombia), 2013. Consulted on October 8, 
2013: http://www.minsalud.gov.co/Documentos%20y%20Publicaciones/An%C3%A1lisis%20de%20situaci%C3%B3n%20de%20salud%20por%20regiones.pdf. 
133 Statistics of the education sector. Electronic document consulted on September 20, 2013, available at: http://menweb.mineducacion.gov.co/seguimiento/estadisticas/
principal.php?seccion=9&id_categoria=2&consulta=coberturan_nivel&nivel=9&dpto=&et=&mun=&ins=&sede=&consulta_detalle=et. Consulted on September 10, 2013.
134 Ibid. Consulted on Friday, September 20, 2013.
135 National Ministry of Education Colombia aprende. Plan sectorial educativo 2011-2014 (Colombia Learns: Sectoral Education Plan 2011-2014). Bogotá. SF

6.1 Right to Education

Education, leisure and cultural activities 
(articles 28, 19, 30 and 31)

06
Illiteracy continued to decrease and the national average came to 6.7% in 2010130. Worrying 
levels of illiteracy persist in departments where the majority of the population is indigenous or 
Afro-Colombian (according the 2005 census, the Guajira Department has a rate of illiteracy 
that is 11 times higher than the national average131), as well as in the poor rural population and 
disabled population. 

In 2011, the illiteracy rate in people over 15 years decreased by 0.5% to 5.8%. However, there 
are differences between the municipal centers and the rest of the country, as the illiteracy rate 
in people over 15 years is almost 4 times higher in the rest of the country than in the munici-
pal centers.  Between 2010 and 2011, this figure decreased by 0.3%, while in the municipal 
centers it decreased by 0.6%132.

In the 2006-2010 period, there were some changes in the levels of education coverage with 
significant increases in the levels of coverage in secondary and high school. Net coverage in 
the period: went from 61.83% in 2006 to 61.8% in 2010 for kindergarten; from 91.56% in 2006 
to 89.66% in 2010 for primary education, from 64.75% to 70.81% for secondary education and 
from 36.03% to 41.65% for high school. In gross coverage, there was a change from 93.74% 
to 89.37% for kindergarten, from 120.22% to 117.45% for primary education, from 93.01% to 
103.74% for secondary education and from 68.87% to 78.61% for high school133.

Despite the fact that, as mentioned, the opening of 1.4 million new school places was repor-
ted in the period, large inequality persisted in education coverage in this period between the 
departments with higher or lower levels of income and development. This is how in Bogotá 
(capital of the country), in 2010, the levels of net coverage were 88.85% in primary school, 
84.83% in secondary school and 54.40% in high school, and in the Atlántico Department, the 
performance of the figures was 96.07% in primary school, 75.35% in secondary school and 
44.75% in high school. Contrary to this, in departments with lower income and with an ethnic 
population, the figures had a different performance. In the Vaupés Department (where the ma-
jority of the population is indigenous) the net levels of coverage for 2010 were 64.99% in pri-
mary school, 26.26% in secondary school and 7.48% in high school. In the Chocó Department 
(where the majority of the population is Afro-Colombian) the net levels of coverage for 2010 
were 82.78% in primary school, 59.78% in secondary school and 18.15% in high school134. 
With this same logic, there were large gaps in education coverage between the urban and 
rural areas. While the net national high school coverage in urban areas was 48.4%, in rural 
areas, it was 19%135.
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In 2012, according to official data from the Ministry of Education, 5,292,319 girls and boys 
enrolled with educational establishments, that is, 10,674,609 pupils were enrolled. In 2012, 
the net coverage rate136 was 63.39% in kindergarten, 87.10% in primary school, 71.48% in 
secondary school and 40.98% in high school. The highest net coverage rates were in the de-
partments of Casanare (103.88%), Sucre (95.55%) and Cesar (94.01%). In Casanare, there 
was a net coverage rate of 78.45% in kindergarten, 102.00% in primary school, 85.40% in 
secondary school and 44.03% in high school. While in Sucre, these figures were 67.51% in 
kindergarten, 95.10% in primary school, 73.72% in secondary school and 38.11% in high 
school. For Cesar, the values are 65.94% in kindergarten, 93.85% in primary school, 69.36% 
in secondary school and 34.62% in high school. 

In turn, the lowest net coverage rates were in the departments of Vichada (66.75%), Vaupés 
(62.32%) and Guaivare (59.18%). In Vichada, the net coverage rate was 38.2% in kindergar-
ten, 66.96% in primary school, 33.37% in secondary school and 15.01% in high school. For 
Vaupés, these rates were 25.29% in kindergarten, 63.35% in primary school, 31.81% in se-
condary school and 9.36% in high school. Finally, in Guaviare, the figures were 37.54% in kin-
dergarten, 58.24% in primary school, 43.64% in secondary school and 19.62% in high school. 

Inequality in terms of access is also a variable to consider in the case of pre-school education. 
However, since 2010, the country has made big efforts in early childhood and the National “De 
Cero a Siempre” Strategy was created, which seeks the all-round education of this population 
group in different formal and informal areas for this service. The strategy has managed to 
conceptualize and commit the different public sectors to developing coordinated, comprehen-
sive actions and to promote all-round early-childhood development (in the framework of Law 
1098).

Regarding quality and measurement through the SABER tests: 57% of private education ins-
titutions obtained high, superior or very superior results in the Saber 11 tests of 2009, compa-
red to 23% of the State educational institutions, which is even more critical in the rural areas, 
where only 4% of the official schools obtained these results137. As expressed by the Ministry 
of Education, “the results on quality demonstrate huge gaps according to the socioeconomic 
and regional conditions and by area (rural-urban)”138.

International assessment applied to Colombian students, such as the PISA tests in 2009 
showed that almost half of the country’s students at 15 years of age have difficulties that 
prevent them from reaching an acceptable “minimum level of literacy to continue making suc-
cessful progress in their schoolwork and to play a role in society. Also, although only 17% of 
these results are related to the young people’s socioeconomic conditions, the private schools 
have better results than the State schools”139.

One of the problems that afflicts the country is the precarious nature of the educational faci-
lities and their equipment in a large part of Colombia, which does not meet the needs of the 
educational community for all the levels of the system. As recommended by the CRC, there 
needs to be greater resources to ensure the right to education.

However, the Ombudsman’s Office has indicated that the allocated resources are still not 
sufficient and due to this, “it is observed that a large part of the educational establishments of 
the official sector in the years observed (2006-2007) lack adequate infrastructure to ensure 
minimum sanitary facilities for students of both sexes, as well as sufficient classrooms and 
areas for sport, technology and recreation for the development of their intellectual, social and 
creative capacity. Some are still located in environmentally at-risk areas, as well as those near 
military targets”140. 

This point was also mentioned in the inquiries with children and adolescents who say that:

Factors such as the teachers’ level of training and their workload affect the quality of educa-
tion, as told by the children and adolescents consulted.

136 Net Coverage Rate (NCR): The relationship between all the pupils enrolled in a level of education who have the theoretical age corresponding to the level and the total 
population in this age group. It is calculated in this way for each level of education.    
137 ICFES. State high school exam. Results of the 2005-2010 period. Bogotá. 2011.  p. 55.
138 Ministry of Education Methodologies, allocation and uses of SGP (General Participation System) resources - validity 2011. Consulted on Saturday, April 20, 2013, at: 
www.mineducacion.gov.co/.../articles-266598_archivo_ppt_sgp2.ppt 
139 Ombudsman’s Office Op. Cit. p. 110.

They don’t like the school facilities, because the bathrooms and classrooms aren’t 
clean. The bathrooms are a complete disaster”141; “The school and garden facili-
ties are insufficient; they need libraries, computer rooms and administrative 
facilities”142; “There are run down classrooms that are dangerous…They are run 
down, because the walls are coming apart; they could fall on top of the children… 
My school needs computers”; “They need to improve sanitation. It is really bad, 
because they stop the water in the bathrooms and there is just one bathroom for 
boys and girls143   .

We need more teachers for other subjects. We have just one teacher for all sub-
jects, because sometimes the teacher has studied to teach Spanish and doesn’t 
know English.”144“There are qualified teachers, but each teacher must teach just 
one subject. There are also many teachers who you don’t see for very long for this 
same reason and so one class is extended, because they put several subjects 
with just one teacher”145; “There is more coverage, but the classrooms are more 
crowded, the quality of education has worsened considerably and there are many 
children who go to school not because they like it, but because they have to.146 

140 Ombudsman’s Office, Op.Cit. p. 105.  
141 Participatory inquiry with children. Tumaco. November 2012 
142 Participatory inquiry with children. Armenia, December 2012.
143 Participatory inquiry with children. Chocó, December 2012.
144 Participatory inquiry with children. Jamundí. November 2012
145 Participatory inquiry with children. Cali, February 2013.
146 Participatory inquiry with children. Bucaramanga.
147 Participatory inquiry with children. Bucaramanga, December 2012.

Some of the teachers do not have training on teaching, which means that the edu-
cation isn’t very good and the relation between pupils and teachers is indifferent. 
Many pupils leave school because there is no government support to ensure the 
opportunity for these children to be able to continue studying as their families do 
not have sufficient financial resources. As recommendations, we propose that the-
re should be follow-up of the educational institutions, greater control of overcrow-
ding, hiring of trained teachers to be teachers, more resources so that the pupils 
can study without problems and a real policy that includes all of the population in 
education, maintaining the cultural differences that exist.   147 
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Regarding issue of school dropouts, it is important to point out that the country has low reten-
tion capacity of adolescents in the education system. It is important to highlight that as unem-
ployment arises in families, school dropouts increase and children start to work on generating 
income for their families, as stated in the study led by Sarmiento. This study shows that in 
2008, the rate of school dropouts was 28.7%148. Although the school dropout rate has decrea-
sed since then, it is still very high. Likewise, other studies, such as the one by the Institute of 
Urban Studies of Universidad Nacional in collaboration with the Ministry of Education in 2011, 
indicated that a total of 360,480 students dropped out of school because of circumstances 
related to the long distances between school and home, as well as low school performance. 
Other aspects indicated that this is not just a problem of the families’ income, but also of ac-
cess to education centers and the lack of motivation with the low quality of education.

Other studies show that measures such as making the school day longer may be a factor that 
helps to prevent school dropouts and the repetition of school grades149. However, the school 
day has only been made longer in a few of the educational institutions of the country’s capital. 

The rates of repetition in the country in the 2006-2010 period were low. For example, in 2007, 
the rate was 3.7% in primary education. This situation could be due to the maintenance of the 
so-called “automatic promotion” in this period, through which there was particular flexibility 
and students passing to the next grade was guaranteed. The effects of this situation in terms 
of quality and the students’ effective learning have not been measured.

Although there have been reductions in students falling behind in the grade they should be in 
because of their age, in 2008, more than 50% boys and 40% girls had fallen behind in their 
grade. This situation was more critical among the poorest children, while members of the hi-
ghest decile were behind in at least a quarter of a grade150.

In 2008, free education was declared in the public sector for primary education and in 2010, 
for all basic compulsory education through Sentence C-376 of the Constitutional Court, as a 
result of the advocacy work in the Colombian Coalition for the Right to Education. Until 2010, 
free education was established for primary education and the socioeconomic levels with the 
lowest resources. Since 2012, education is free for all levels of public sector education (pre-
school, primary school, secondary school and high school). The resources established per 
student (who arrives directly to the educational institutions) are very low to satisfy the needs 
of the educational institutions, specifically those related to the quality of education.

Free education (school tuition) does not eliminate the maintenance costs of students with 
scarce resources in the educational system, including the costs of school supplies, transpor-
tation and uniforms. The conditional benefit programs, through strategies such as Familias en 
Acción or Red Unidos, promoted access to education for the children of families who require 
the benefits and as a condition to access them. However, these strategies continue to create 
dependencies that cannot be equated to a universal rights perspective.

Even when there has been progress in the budget in the education sector, there is still bac-
kwardness. In 2010, investment in education came to 4.99% of the GDPx, still far from the 
established goal of 6%. 

The investment in pre-school education made by the Colombian State was lower than that of 
other countries of the region with similar development in the 2006-2010 period. While coun-
tries like Argentina, Chile and Mexico invested between 0.6% and 0.5% of the GDP, Colombia 
invested 0.1%152.

Expenditure in the quality of education continues to be behind: ¨In Effect, the proportion of 
the SGP (General Participation System) allocated to quality has not been improved, but it has 
been reduced. While in 2002, 6.5% of the SGP was allocated to improving quality, in 2009, 
this percentage dropped to 6%¨153. This has an effect on the results obtained in the tests on 
quality (SABER) and leads to a gap in learning which shows that “in Colombia, there are high 
levels of inequality in the academic results of students related to the socioeconomic level of 
their families, the kind of education management and the geographical area of the schools 
they attend”154.

Actions with the aim to ensure the access of children and adolescents to recreational, cultural 
and artistic activities do not have an important place in the report submitted by the State. On 
this aspect, the report only states the benefits that the measure of extending the school day 
could represent, which is still not adequately implemented in the country and does not replace 
the State obligation to guarantee these rights. 

The National Reading Plan stands out in this field, which has strengthened the municipal pu-
blic library system with a moderate budget. However, in 2010, important deficiencies persisted 
in the equipment of the libraries, in terms of books as well as technology. Only 58% of the mu-
nicipality libraries connected to the national network of public libraries has internet access155. 

On the other hand, the “Music for Healthy Coexistence” Project also stands out, which since 
2002, has been sponsoring the development of music education projects for children of seve-
ral Colombian municipalities156. There is little information on actions carried out in recreation 
and sport for children and adolescents, which shows the limited importance it has in the public 
agenda.

A fundamental element for the improvement of recreational and sports activities is the invest-
ment in infrastructure, which as of 2010 was significantly behind, as reported in the 2010-2014 
National Development Plan, which says that although there are some 54,780 areas, approxi-
mately 27% of them is incomplete, 15% is in an average state and 40% is in a bad state157. 
This aspect was one of the twelve most voted by children and adolescents who participated in 
the online inquiry carried out by organizations belong to Alianza por la Niñez Colombiana158.

148 Sarmiento Op. Cit. p. 60.  
149 Jaramillo, Sandra, et al. Deserción y Repetición en los primeros grados de la básica primaria: factores de riesgo y alternativas de política pública (Dropouts and Repe-
tition in the First Grades of Primary Education: Risk Factors and Public Policy Alternatives). Education: A Commitment by Everyone Project. Bogotá, 2010. p. 83.
150 Sarmiento Op Cit. pp. 84-85.
151 Ministry of Education Revolución Educativa (Education Revolution). 2010. Electronic document, consulted on April 20, 2013, available at:
http://www.mineducacion.gov.co/1621/articles-233263_archivo_pdf_presentacional_05_2010.pdf

152 Sarmiento, Alfredo. Situación de la educación en Colombia Preescolar, básica, media y superior Una apuesta al cumplimiento del derecho a la educación para niños, 
niñas y jóvenes (The Situation of Pre-school, Primary School, High School and Higher Education in Colombia: An Attempt to Fulfill Children’s and Adolescents’ Right to 
Education). Education: A Commitment by Everyone Project. Bogotá, 2011 p. 29.
153 Piñeros Luis. Una mirada a las cifras de la educación en Colombia 2002-2009 (A Look at the Education Figures in Colombia 2002-2009). Education: A Commitment by 
Everyone Bogotá, 2010. p. 30.
154 Ibid.
155 2010-2014 National Development Plan “Prosperidad para Todos” (Prosperity for All). Executive summary. Bogotá. 2011. p. 21. 
156 ICBF. Optando por la Paz y la Prosperidad Social (Opting for Peace and Social Prosperity). First public accountability exercise on the rights of children, adolescents 
and young people. Bogotá, 2012.  
157 Ibid.
158 Online participatory inquiry with children. October 2012 - February 2013.

6.2. Rest, Play, Leisure and Recreational, Cultural 
and Artistic Activities
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The 2012 Culture Consumption Survey asks about the perceptions, tastes and cultural practi-
ces of men and women in Colombia, in aspects such as participation in cultural areas, use of 
free time, purchase of video games and music or attending art courses or workshops. 

Taking a population of 4,321,000 children aged 5 to 11 years as a basis: 2,192,000 boys and 
2,129,000 girls, the survey reveals that on average, a girl spends 16.3 hours a week (Monday 
and Friday) in activities in her free time, while a boy spends 17.3 hours. 

These activities are recreation (71.3%); physical activity (55.9%), cultural shows and events 
(20%); audiovisual media and the media (67.2%); reading (48.6%); passive leisure (65.9%); 
social life and enjoyment (53.7%); hobbies and games (47.7%); interactive activities (25.2%), 
trips (7.7%) and sport (56.2%). In this last activity, there is a big gender difference, as 1,256,000 
boys and just 881,000 girls practice a sport. 

According to the results obtained, 96.9% of children aged 5 to 11 years watch television. Out 
of these, 2,132,000 are boys and 2,053,000 are girls. 57.1% purchase videos games, 40.3% 
play video games, 39.6% listen to recorded music, 39% listen to the radio and 33.7% have 
been to the cinema in the last 12 months. 

The children in this age range have also participated in different cultural scenarios. Going to 
the theater, dance and opera (24.5%) stands out; followed by participation in fairs and ex-
hibitions (21.2%); attending concerts, recitals, music shows in open and closed areas (live) 
(14.6%) and visits to exhibitions, fairs and photography, painting, illustration, sculpture and 
graphic arts exhibitions (12.6%).

Around half of the children aged 5 to 10 years go to cultural areas such as libraries (41.4%), 
followed by museums (15.6%), cultural centers (15.1%), historical monuments, archaeologi-
cal sites, national monuments and historical centers (13.1%) and art galleries and exposition 
rooms (5.4%).

The situation of internal displacement was one of the points on which, in its 2006 recommen-
dations, the Committee expressed “serious concern about the high number of children who 
continue to be displaced in Colombia” and shared the concern expressed by the Constitutional 
Court in Sentence T025 of 2004, referring to the lack of care and specific support for displa-
ced children and adolescents, considering that they comprise more than half of the displaced 
population. In response to this, a substantial increase in resources for displaced people, an in-
crease in cooperation with UNHCR, an increase in psychosocial care for children and the dis-
tribution of humanitarian assistance to maintain the principle of distinction are recommended. 

As expressed by the Constitutional Court in Order 251 of 2008, “child victims of forced displa-
cement are the most vulnerable and indefensible beings”, they suffer from irreparable losses 
of fundamental stages in the growth process and their families change. Girls are more expo-
sed to: sexual abuse due to a lack of protection and financial issues; the sex trade because 
of the family’s economic needs; housework (they are employed more easily than boys) and 
school dropouts, as they end up assuming the care of their siblings.

Regarding this point, in the official report, the State claims that one of the greatest achieve-
ments is the generation of CONPES 3400 and making the policy on forced displacement, 
human rights and reconciliation, which arose from the 2006-2010 Development Plan. In spite 
of this progress, State actions are still insufficient to ensure the rights of the considerable 
number of child and adolescent victims of displacement. The State mentions a series of ac-
tions carried out through the responsible agencies (like the former Acción Social and ICBF), 
but the information is still not fully presented, taking into account the indicators ordered by the 
Constitutional Court, which do not allow the progress of the effective enjoyment of their rights 
to be measured. 

According to data from the Department for Social Prosperity (DPS in its Spanish Acronym), 
in 2010, there was a total of 798,018 households and 3,486,305 people registered as displa-
ced159. These figures are far below those reported by the Consultancy for Human Rights and 
Displacement (CODHES), based on their own information system, which for 2010 showed 
5,186,260 displaced people, with the number of displaced people just in 2010 being 280,041, 
which corresponds to around 56,000 households. 

Special protection measures 
(articles 22, 30, 32 to 36, 37b to 37d, 38, 39 and 40) 07

7.1. Children Outside Their Country of Origin who Try to 
Obtain Protection as Refugees, Unaccompanied Child 
Asylum Seekers, Internally Displaced Children and Children 
Affected by Migration 

159 Statistics of the displaced population in the RPD to July 2010. Electronic document consulted on Saturday, January 12, 2013, available at: 
http://www.dps.gov.co/Estadisticas/SI_266_Informacion%20PAG%20WEB%20%284-08-2010%29%20ver%202.htm
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For August 2013, the National Information Network of the Victims’ Unit160 reports 5,244,963 
people as displaced, 5,247,857 people received and 5,258,862 declared. Just in 2013, 43,973 
people had been displaced, 49,900 were received and 203,332 were declared. 

The differences between the official records and those of civil society organizations occur 
because, as stated by the High Commission on Human Rights, in Colombia, there is “a conti-
nuous under-registration of cases… with higher frequency in areas of hostilities,” as illustrated 
through specific cases161. The official figures broken down for the child population issued by 
the Department for Social Prosperity show that in the 2006-2010 period, there was a decrease 
in the number of displaced children and adolescents, as in 2007, the figures reported 71,468 
girls and 75,551 boys, while in 2010, the figure came to 30,450 girls and 32,029 boys. The 
fact is that although there is a decrease, displacement persists as an alarming situation that 
violates the rights of children and adolescents and their families. 

According to recent figures of the Victims’ Unit on the reporting of victimizing events by age162, 
49,950 girls and 52,824 boys were recorded as victims of the armed conflict in 2011, 34,155 
girls and 36,219 boys in 2012 and 10,561 girls and 11,204 boys in 2013. The main victimizing 
events in chronological order include: displacement, threats, homicide and terrorist acts.

In response to Sentence T025 and Order 251 of 2008 of the Constitutional Court, at the end 
of the period (2010), the State implemented the “My Rights First” program for the differential 
protection of displaced children and adolescents. Said program has received critical com-
ments from the monitoring roundtable of the Order163, which say that establishing the special 
care strategy has focused specifically on education and housing, it has not been possible to 
“prevent displacement and its effects on children pose a challenge for the State as a whole 
and specifically for the local and national governments”164. According to these analysts, “weak-
nesses reoccurred in coordination, absence of monitoring and belonging of the programs un-
derway of each one of the entities responsible for providing care to children and adolescents 
to guarantee their rights. Nor was it possible to attend to the cases of the 18,000 children and 
adolescents contributed by the civil society organizations.

To date, the program has not only failed to respond to the original obligation to respond to the 
identified needs of this population, but it also fails to comply with the individual requirements 
feature of the program referred to as a requirement in Order 251”165. 

The Ombudsman’s Office166 states that in 2010, a state of unconstitutional items persisted, 
even when Sentence T025 of 2004 and its Orders contributed to the recognition of displace-
ment and raising the awareness of society about its victims. This body states, “There is a state 
of unconstitutional things in the occurrence of events such as forced displacement, in the pre-
carious care for victims of forced displacement and in the weak policy to end displacement.” 
Similarly, it states, “the inclusion of victims in the registry of the displaced population has been 

160 RNI - Red Nacional de Información (National Information Network). Information cut-off date: 8/31/2013 12:00:00 a.m. Consulted on October 8, 2013: 
http://rni.unidadvictimas.gov.co/?page_id=1629
161 Annual Report from the High Commissioner of Human Rights. March 4, 2010, A/HRC/13/72.  
162 RNI - Red Nacional de Información (National Information Network). Information cut-off date: 8/31/2013 12:00:00 a.m. Consulted on October 8, 2013: 
http://rni.unidadvictimas.gov.co/?page_id=1629.
163 Work document of the critical comments by the monitoring roundtable of Order 251 about the “My Rights First” Program for differential protection of displaced children 
and adolescents in the case of forced displacement. 2010. 
164 Ibid. p. 47.
165 Follow-up Roundtable p. 48.
166 Ombudsman’s Office, Report Eighteen Op. Cit. p. 140.

a barrier for access to care, because the centralization of the assessment in Bogotá has not 
allowed the inclusion of people and communities displaced from municipalities that are a part 
of it... This problem has had the consequence of the under registration of the displaced po-
pulation.” The main barriers to care for the displaced population have arisen in humanitarian 
emergency care.

For the Ombudsman’s Office, care of children and adolescents “is aimed at minimal guaran-
tees of a temporary nature in basic health issues and it is not aware of the rights violations that 
have specific effects on each child”167. It also states that the responses for women, disabled 
people and indigenous people are not sufficient. 

In 2011, Law 1448 of Victims and Land Restitution was issued, which decreed measures of 
care, assistance and comprehensive reparations for victims of the internal armed conflict. Title 
VII of the Law is dedicated to child and adolescent victims of armed conflict who have suffered 
from displacement, disappearances or armed recruitment, sexual violence, kidnapping, the 
death of one or more parents or injuries from antipersonnel mines, unexploded ordnance or 
improvised explosive devices, which indicates that their right to the truth, justice and compre-
hensive reparations is given priority. At the time this report was prepared, the victim repara-
tions processes were just starting and there was no evidence in them of the application of the 
prevalence of child and adolescent rights established in the National Constitution.

Another problem associated with the pressure generated by armed conflict is the refugee si-
tuation. According to UNHCR, it is calculated that there are 500,000 Colombian refugees who 
live in the surrounding countries. The main receiver country of Colombian refugees in 2010 
was Ecuador (53,342 people) and around 70% of them were women and children168. 

For this refugee population, there are barriers to attaining and access to programs and 
services:

They don’t want to receive my girls. It’s like just by hearing the accent they deny 
you the opportunity. I spend the day walking, asking for places in different schools. 
In all of them they ask for documents legalized in Colombia; in some, as soon as 
you say you’re Colombian they say no, or later, or that so-and-so is not there. The 
eldest does not have the certificate or grades. She is 13 years old and was stud-
ying in Colombia, but here they don’t want to let her enroll. I told the principal that 
we had to run away suddenly one day and that is why I don’t have any documents 
or the birth certificate… They rejected refuge to a friend of mine and her children 
are not studying, because they ask her for the same legalized documents and she 
cannot go back to obtain them, because of the problems she has. She would be 
at too much risk for a document and it also costs a lot of money. Here they don’t 
understand your situation    169.

167 Ibid. p. 154.
168 UNHCR. Policy Development and Evaluation Service. In the Shoes of Refugees: Providing Protection and Solutions for Displaced Colombians in Ecuador. Ana 
Guglielmelli White. 2011. p. 8.
169 Huepa, Johanna. Derecho a la educación de niños y niñas colombianos/as en situación de refugio en Ecuador (The Right to Education of Colombian Child Refugees 
in Ecuador). p. 4. Electronic document consulted on February 13, 2013, available at: 
http://www.uasb.edu.ec/UserFiles/369/File/PDF/CentrodeReferencia/Temasdeanalisis2/ninezadolescenciayjuventud/articulos/Huepa.pdf
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7.2. Children and Adolescents in Armed Conflict, Including 
Their Physical and Psychological Recovery and Their 
Reintegration into Society

The persistence of armed conflict directly affected children and adolescents of several regions 
in the country throughout the 2006-2010 period. In 2008, the Ministry of Defense estimated 
that the number of children who participate in armed groups was around 8,000. Said figure 
could be between 11,000 and 14000, according to nongovernmental sources170. Regarding 
the 2009-2012 period, the United Nations Security Council 2009-2012 “verified 343 cases of 
recruitment and use of children in 23 of the country’s 32 departments”171. This situation has 
also been reported by civil society organizations such as the Coalition against the Involvement 
of Children and Youth in Armed Conflict in Colombia (COALICO), an organization which has 
been showing the systematic involvement of children and adolescents in the conflict172.

The figures of cases of disassociation and reintegration of children and adolescents attended 
by the ICBF from 1999 to 2012 amounts to 5,005, a small number if it is compared to the num-
ber involved in the conflict by the guerrilla, paramilitaries or criminal gangs. Recruitment is a 
historical phenomenon in said groups’ areas of action, where socioeconomic vulnerability and 
social exclusion affect children and adolescents173.

The United Nations (UN) identified that between 2011 and 2013, there have been at least 625 
cases of children recruited. In turn, the most recent report by the UN Secretary-General on 
Children and Armed Conflict in Colombia, protected by the provisions of Resolution 1612 that 
governs the subject, mentions that the use and recruitment of children by organized groups 
outside the law is a systematic and generalized phenomenon with at least 300 cases reported 
in 23 departments in 2012174. 

According to the ICBF Bulletin “Vulnerabilidad, reclutamiento y utilización de niños, niñas y 
adolescentes por grupos armados organizados al margen de la ley (Vulnerability, Recruitment 
and Use of Children and Adolescents by Organized Illegal Armed Groups)“175, in 2011, 282 
children and adolescents disassociated themselves from these groups, distributed as follows: 
203 from the Revolutionary Armed Forces of Colombia (FARC), 3 from the United Self-Defen-
se Forces of Colombia (AUC), 44 from the National Liberation Army (ELN), 24 from criminal 
gangs, 6 to be established, 1 from the Popular Liberation Army (EPL) and 1 from the Gueva-
rista Revolutionary Army (ERG).

While in 2012, 124 children and adolescents disassociated themselves: 90 from the Revo-
lutionary Armed Forces of Colombia (FARC), 16 from the National Liberation Army (ELN), 2 
from the Popular Liberation Army (EPL) and 16 from criminal gangs. In general, the largest 
number of disassociated children and adolescents come from the guerrilla groups.

According to a description of this population group , 84.3% of the children and adolescents 
disassociated from Organized Illegal Armed Groups after combat, 74.8% in ambushes and 
61.5% in armed captures. 

There has been very poor prosecution of the crime. The following is a summary of the figures, 
deficiencies, achievements and realities in the subject.

170 Interview with Sergio Tapia, President and International Human Rights Attorney of the International Tribunal on Children Affected by War and Poverty. El Espectador, 
November 19, 2008.
171 United Nations Op. Cit. p. 5. 
172 COALICO. Monitoring Bulletin No. 9. Statistics Bulletin 2009-2011. Bogotá, 2012.
173 ICBF. Child Wellbeing Observatory. Bulletin 3. Vulnerabilidad, reclutamiento y utilización de niños, niñas y adolescentes por grupos armados organizados al margen 
de la ley (Vulnerability, Recruitment and Use of Children and Adolescents by Organized Illegal Armed Groups). Bogotá, 2012. p. 5.
174 Office for the Coordination of Humanitarian Affairs (OCHA). 2014 Humanitarian Needs Overview. 2013.
175 Colombian Institute for Family Welfare (ICBF) and International Organization for Migration (IOM). Vulneración, reclutamiento y utilización de niños, niñas y adolescen-
tes por grupos armados organizados al margen de la ley (Vulnerability, Recruitment and Use of Children and Adolescents by Organized Illegal Armed Groups). In: Child 
Wellbeing Observatory. No. 3. Bogotá. 2012. Consulted on October 15, 2013: 
http://www.icbf.gov.co/portal/page/portal/PortalICBF/Bienestar/Programas%20y%20Estrat%C3%A9gias/ObservatorioBienestar/Boletines/OBSERVATORIONINEZ_N3.pdf

176 Ombudsman´s Office, UNICEF and ICBF (2006). Caracterización de las niñas, niños y adolescentes desvinculados de los grupos armados ilegales: inserción social 
y productiva desde un enfoque de derechos humanos (Description of Children and Adolescents who Left Illegal Armed Groups: Social and Productive Insertion from a 
Human Rights Approach.). Downloaded on August 5, 2012, from: http://www.unicef.org/colombia/pdf/co_resources_ID1_introduccion.pdf

 ►The crime was criminalized for the first time in Law 418 of 1997. That is why, in 
our country, no legal sentence was ruled in this respect between 1964, the date 
these recruitments started, and 1997. 

► In spite of the fact that it was recognized as a crime, not one single sentence 
was ruled between 1997 and 2007.
  
►  According to data received in August 2013, the ordinary justice system has 
made 47 condemnatory sentences, which correspond to processes in which 
members of the Human Rights Unit of the Colombian District Attorney acted; the 
entity that provided us with this information. Similarly, in accordance with the re-
ports of the country’s district attorney offices, as of December 2012, the justice 
administration had adopted 49 more sentences of this kind. In total, the ordinary 
justice system has ruled approximately a few more than 100 sentences punishing 
this crime with its regulatory recognition as a crime. 

If we take into account that more than a decade ago, it was established that child 
victims of armed recruitment by the guerrilla or self-defense groups could amount 
to 14,000, according to different estimations already quoted in this document, and 
that to date, the ICBF has already attended to 5,200 children in its specialized 
programs, it is clear that the number of sentences ruled is very low.   
In reality, it is incomprehensible that in the field of ordinary jurisdiction, the State 
has not made quicker progress in criminal trials of possible perpetrators with the 
aim to establish their responsibility in the recruitment of children. This is fairly sur-
prising when we know that the life stories and testimonies of more than 5,000 chil-
dren to date who have left illegal armed groups and have been attended to by the 
ICBF would be a sufficient trial basis for these investigations and punitive trials. 
It is clear that the District Attorney must have requested these investigations from 
the ICBF years ago. Likewise, said entity must have initiated the corresponding 
criminal reports that show the recruitments that it can verify in its own files of the 
last 15 years, according to the accounts of children who have been attended to by 
this official body and with which it can identify the responsible groups. 

With the aim to rectify this situation, for the first time, after the recognition of the 
crime and later, 15 years after starting to receive and treat children who have 
suffered from this crime, in 2013, the ICBF decided to establish reports for 900 ca-
ses. This is an important figure, although, it is very likely to be less than the events 
known by its workers, who currently respond to 5,265 victims.
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Undoubtedly, these reports partly correct a situation that, according to Article 150 
of Law 1098 of 2006, Code for Children and Adolescents, since a long time befo-
re, obliged the family welfare attorneys to take the testimonies of child victims of 
the crime, through a questionnaire sent by the attorney or judge of the process, 
once it had been initiated. Definitively, in recent years, the practice of testimonies 
has not been observed as rigorously as necessary, nor has it made progress as 
quickly as it should.

One the other hand, as has already been mentioned, the population of rural children and 
adolescents and those of ethnic origin who live in areas of conflict presented a higher level of 
vulnerability to the violation of their rights, including a greater level of recruitment177.

However, for the 2006-2010 period as stated by some of the people interviewed to carry out 
this report, the child victims of conflict were made completely invisible, “it seemed like the 
armed conflict only affected adults”178. To the extent that the different forms of involvement of 
children in armed groups were not visible, not just as soldiers, but also in spying, charging 
extortion, participation in cocaine production or in the groups’ maintenance work, nor was their 
use as human shields recognized and in the case of girls, as sexual partners of the comba-
tants, with many cases of sexual violence occurring.179

Involvement in armed groups has become a constant problem in rural areas, the outskirts of 
large cities and in intermediate cities where opportunities for study and work are scarce, a 
situation that armed groups take advantage of. 

The actions presented in the official report aimed at preventing this situation include the for-
mulation of CONPES 3376 of 2010, the construction of roadmaps to prevent forced recruit-
ment and special programs for the reintegration of children and adolescents. 

These prevention roadmaps have started to be implemented, but their impact has been very 
limited, as risk factors such as child labor or domestic violence have increased. The presence 
of antipersonnel mines or of illegal armed groups in the territory has not decreased and, ex-
cept for free education, which has an influence on school dropouts, aspects related to illegal 
recruitment continue to have a very negative effect. 

Furthermore, the National Planning Department (DNP) and the Intersectoral Commission for 
the Prevention of Recruitment have recognized that in 2013, it is not known with certainty, how 
much was invested by the public bodies involved in the framework of this public policy, nor in 
which places the expenditures announced in 2010 in the mentioned CONPES were made.

In effect, the amount the policy to prevent recruitment announced would be invested is equi-
valent to more than COP 100 billion. However, it has not been possible to establish whether 
in reality, it was executed or not, or which of the 133 prevention actions referred to in the cited 
CONPES were carried out to the point that the State agencies state that, “this such partial 
information does not allow decisions to adequately be made, which is why it is neces-
sary to call upon the Intersectoral Committee, with the aim to report their obligations in 
a timely manner and with the necessary quality”180.

According to the records of the Office for the Coordination of Humanitarian Affairs in Colom-
bia, the country came to take first place in the world as the nation with most victims of antiper-
sonnel mines in the 2006-2010 period, with official data at the end of 2008 of three victims a 
day. The official information shows that out of the 10,253 victims recorded since the nineties, 
2,126 died by 2013. Out of the total victims, 3,895 were civilians and the rest in the military, 
87% men, 3% women, 2% girls and 8% boys. Land mines affect children and adolescents 
from rural areas in 31 of the country’s 32 departments.

The year 2006 was the one that presented the highest number of victims (1,235) from the 
use of antipersonnel mines and unexploded ordinance, according to the official data provided 
by the Comprehensive Action against Antipersonnel Mines Program. The number of people 
affected decreased from that year on and the figures for the remaining years of the period 
were: 978 victims in 2007, 857 in 2008, 748 in 2009 and 552 in 2010.

According to the National Information Network of the Victims’ Unit184, 706 people were affected 
by antipersonnel mines in 2011, 734 in 2012 and 59 up to August 2013. It is estimated that in 
2011, 5% were children and adolescents, in 2012, 22%, and in 2013, 34%.  

The recommendations of the CRC to the State in 2006 established the need to increase 
efforts to assist civilian victims, especially child and adolescent victims and their families, 
given the serious repercussions this has on their lives. Similarly, it made it and it makes it im-
perative to demand the end to the use of this kind of war material from the armed actors. The 
State created an office (under the Colombian Vice-presidency) for the coordination of specific 
actions for the affected population. 

Again, it has also been stated that investment needs to be increased in prosthetics for victims 
and in comprehensive treatment for physical and emotional rehabilitation from the effects 
generated by this situation185. This implies disrupting life projects, physical development pro-
blems, resentment and reorganization of family life, because of the need to organize a special 
care structure for the victims. 

According to the data from the same government, 6 entities did not produce a single re-
port, such as the “ICBF (with 16 actions), District Attorney (with 4 actions), Attorney 
General (with 11 actions), Interior Ministry (with 6 actions), Agencia Colombiana para la 
Cooperación (with 5 actions), Territorial Consolidation Unit (with 1 action shared with 
ANSPE (National Agency for Overcoming Extreme Poverty) and DPS)”181 , “concentrate 
approximately 50% of the total activities” 182,which increases concerns resulting from the 
lack of harmony in the reports on these topics183.

177 Report of the Secretary-General on Children and Armed Conflict in Colombia. Security Council S/2012/171
178 Worker of an NGO member of Alianza por la Niñez Colombiana. Interview carried out on February 11, 2012. 
179 Ruiz Botero, Luz, “Nos pintaron pajaritos”. El conflicto armado y sus implicaciones en la niñez colombiana... (They Gave us False Illusions: Armed Conflict and its 
Implications for Colombian Children...) Instituto Popular de Capacitación, IPC: Bogotá, Colombia: Fundación Cultura Democrática, Fucude, Medellin. 2008. p. 71.
180 Intersectoral Commission for the Prevention of Recruitment of Children, Adolescents and Youth by Organized Illegal Armed Groups. “Results of the follow-up inter-
views to CONPES 3673 of 2010. Report information in the period from January 1, 2013 to July 31, 2013. September 2013

181 Ibidem
182 Ibidem
183 Ibidem
Intersectoral Commission for the Prevention of Recruitment of Children, Adolescents and Youth by Organized Illegal Armed Groups. “Results of the follow-up interviews to 
CONPES 3673 of 2010. Report information in the period from January 1, 2013 to July 31, 2013.” September 2013.
184 RNI - Red Nacional de Información (National Information Network). Information cut-off date: 8/31/2013 12:00:00 a.m. Consulted on October 8, 2013: http://rni.unidad-
victimas.gov.co/?page_id=1629
185 OCHA. La situación de las minas antipersonal en Colombia (The Situation of Antipersonnel Mines in Colombia) 2009. Bogotá. 2009. Electronic document consulted on 
Saturday, March 02, 2013, available at: 
http://www.internal-displacement.org/8025708F004CE90B/(httpDocuments)/946DAB92079CE242C12575E100500210/$file/180209+Separata+MAP+2009.pdf

7.3. Children Affected by Antipersonnel Mines



112 113Supplementary report Supplementary report 

It is imperative to indicate in this section that, according to the Presidential Program for Com-
prehensive Action against Antipersonnel Mines (PAICMA in its Spanish acronym), between 
2005 and 2013, around 1.5 km² was demined in the country out of a total of 120 km² which 
are spread out in 31 departments that suffer from this problem, according to government es-
timates.186 There is 118.5 km² left to demine, which suggests that efforts in the context of a 
possible post-conflict situation will be arduous, and while war confrontations increase, the use 
of these weapons will continue to have an impact on the forced displacement of children, and 
therefore, on their possible recruitment

“Some children are exploited. Their parents don’t do anything and send their children to work 
and when they return they make them do the housework as well.”187       

According to reports by the DANE, the rate of labor participation of children and adolescents 
(without including housework) decreased from 8.9% in 2005, to 6.9% in 2007. However, in 
2009, this rate increased to 9.2% and in 2011, it came to 12.85%.  In 2009, the country had 
1,050,047 children and adolescents working188 and in 2011, there were 1,465,000. There are 
gender differences in child labor that make girls especially vulnerable to housework, one of the 
most recurring forms of child labor in the cities and in the countryside.

According to the 2011 National Survey on Child Labor (DANE), 15.6% of children between 5 
and 17 years of age works, with the percentage of children who live in rural areas being higher. 
Out of these working children, 70.8% attends school and 20.7% does not attend school. Most 
children say that they work because they need to help with the family’s economic situation 
(38.7%) and another high percentage says that it is because they like to have their own money 
(33.5%).

It is worth clarifying that the Child Labor figures do not include household chores and domes-
tic labor, which makes the situation of girls in Colombia invisible. Children between 5 and 17 
years of age participate more in chores such as cooking, ironing, washing, looking after small 
children and/or unwell people, washing pots, plates and dishes; cleaning and maintenance of 
the home and running errands and/or buying groceries. 
  
In 2012, according to the DANE, approximately 1,111,000 children between 5 and 17 years 
of age work in Colombia.  55% of the national total of this population group carried out hou-
sework. The main chores carried out by boys were: running errands and/or buying groceries 
(88.2%) and cleaning and maintaining the home (84.6%). In turn, the main chores carried out 
by girls were: cleaning and maintaining the home (93.3%) and running errands and/or buying 
groceries.

Regarding the number of hours that girls spend working, it was found that 40.9% spend less 
than 15 hours a week, 21.5% spend 15 to 29 hours a week and 29.2% work 30 hours or more 
a week working. The Integrated Information System for the Identification, Registration and 
Description of Child Labor and its Worst Forms (SIRITI in its Spanish acronym) of the Ministry 
of Labor currently has records of 14,963 girls who carry out housework or chores, out of which, 
29% is comprised of girls aged 5 to 11 years and 71% is comprised of girls aged 12 to 17 
years. Regarding the kind of activities they carry out, 7,309 girls (48.8%) carry out the worst 
forms of work, whether it is because of the activity or conditions in which they carry it out, such 
as the sex trade, mining, activities under environmental, security or health risks or work with 
long hours. 46.7% (6,992 girls) carry out other work and 4.5% carry out housework.

As stated in one of the testimonies collected in the “Because I’m a Girl” (2012) book, the situa-
tion and living conditions of girls in Colombia drive them into to housework: 

The difficult financial situation of a large proportion of adolescents has led to them being used 
in drug trafficking. In 2010, drug trafficking was the second cause of the adolescent popula-
tion being brought before the justice system and in this same year, in the January-November 
period, a total of 7,682 cases was reported, a figure that shows an 18.02% increase from the 
same period in 2009190.

The existence of the National Strategy to Prevent and Eradicate Child Labor and Protect the 
Working Youth 2008–2010 is recognized, as well as the work carried out through it191. Howe-
ver, its impact on the problem presented in the figures is questioned. The main recommen-
dation of the CRC to the State on this topic was to intensify efforts through adequate budget 
allocations to combat the financial exploitation of children and adolescents.

The reduction of child labor requires political and institutional commitment that responds the 
comprehensive guarantee of their rights and the socioeconomic wellbeing of their families. 

Do you feel safe at home or at school? 
“I don’t feel safe. They can even rape you at school when everyone has left.” 

“In other schools, they abuse girls. They tell them not to say anything, because if they do, 
they will do something worse to them. This happened once when I was in Cartagena.”192  

7.4. Economic Exploitation of Children and Adolescents, 
Including Child Labor

186 Interview with Pablo Parra, member of Programa Presidencial para la Acción Integral contra Minas Antipersonal (Presidential Program for Comprehensive Action 
against Antipersonnel Mines). August 2006. 
187 Participatory inquiry with children. Cartagena, December 2012.
188 Bohórquez, Margarita. El trabajo infantil en Colombia. Reporte de resultados del Sistema de Seguimiento y Evaluación de la Protección Social. (Child Labor in Colom-
bia: Report on the Results of the Follow-up and Evaluation System of Social Protection). Ministry of Social Protection. Bogotá, 2011.

189 Escobar, Manuel. Because I’m a Girl: The Situation of Girls in Colombia 2012. PLAN. Bogotá. p. 51. 
190 Casos de niños “mula” aumentaron 18 por ciento en el 2010 (Cases of “Mule” Children Increased by 18 Percent in 2010)  El Tiempo. Sunday, December 26, 2010. 
Electronic document consulted on Monday, February 04, 2013, available at: http://www.eltiempo.com/justicia/ARTICULO-WEB-NEW_NOTA_INTERIOR-8680520.html
191 ILO-IPEC. Development of Public Policy for the Prevention and Eradication of Child Labor in Colombia. Systematization of an Experience. Bogotá, 2009. p. 72.
192 Participatory inquiries with children. Cartagena.

I told my Dad that I was now big enough to work in a family home to help my si-
blings. I came to Quibdó and a lady took me on to look after a boy. I worked for se-
ven years in that house, from when I was 11 to 17 years old. I looked after the boy, 
I washed him and I did everything for him. Later, I studied at a school and with what 
I earned, I sent money and clothes to my parents for my siblings and this is how 
I helped them to move forward. I cried a lot, because it was very hard for me   189.

7.5. Child and Adolescent Victims of Sexual Abuse
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In spite of the recommendation from the CRC in which it urges the State to reinforce control 
mechanisms regarding the number of cases of sexual abuse, the problem is still in similar con-
ditions.  In the findings of Legal Medicine regarding sexual relations, in 2008, 21,202 cases of 
abuse were recorded, out of which 16,120 were on people over 18 years of age; in 2009, the 
total recorded was 21,612 cases, 18,328 of them on children and adolescents; and in 2010, 
the total was 20,142, out of which, 17,318 cases were on children and adolescents193. The age 
range in which girls are most abused is 10 to 14 years. While the age at which sexual abuse 
was most committed against boys was from 5 to 9 years. 

In 85% of cases reported of sexual abuse of children, family members and known people are 
the assailants. Also, out of the places where this crime is committed, the following stand out: 
the child’s home (70%), the assailant’s bedroom (7%), schools and gardens (4%) and public 
areas (4%)194. 

According to Legal Medicine, between January and September 2013, 11,333 cases of sexual 
violence against children and adolescents under 17 years were presented. Out of which, 
9,423 cases were of girls, that is 83%, a considerably higher figure than the 1,910 cases of 
boys reported. 

The majority of these cases continues to arise in girls aged between 10 and 14 years and boys 
aged between 5 and 9 years. Furthermore, people close to the victims prevail as the main as-
sailants: 38% family members, 9% neighbors, 9% friends, 2% classmates and 1% teachers195.

In the context of armed conflict, a worrying situation persists of sexual abuse of children and 
adolescents by different illegal armed groups. As stated by the High Commissioner for Human 
Rights, there are several cases which “illustrate how women and girls, and occasionally men, 
are victims of the sexual violence generated by all parties to the conflict, as well as by illegal 
armed groups that emerged after the demobilization of paramilitary organizations”196. That 
is why, it is important that the victim reparations processes established in Law 1448 of 2011 
clearly and differentially consider the effects of sexual violence on children and women.

Through the research carried out by Fundación Renacer, Fundación Plan and Fundación 
Restrepo Barco, it was calculated that in 2006, there were more than 30,000 child and ado-
lescent victims of sexual exploitation, although there are no official figures to that respect197. 
In light of the difficulty of obtaining reliable information on a problem that occurs in secrecy, 
this data shows us the seriousness of a problem that has not been sufficiently recognized by 
the country.

It must also be taken into account that the current reports may reflect under registration of this 
kind of case. For example, in the most recent report by Legal Medicine (September 2013) on 
sexual violence, suspected sexual exploitation represents only 0.15% of recorded cases. Ac-
cording to the institution, in the year so far, 17 children, 5 boys and 12 girls, have been victims 
of this kind of crime in Colombia198.  

The State report establishes the issue in a fairly general way and highlights the positive as-
pects of the care provided by the ICBF, which covers a minimal amount of the cases of chil-
dren who are victims of this crime (less than 5%). This violation of children’s and adolescents’ 
rights was also indicated in the CRC’s recommendations to the Optional Protocol in 2010, 
where the progress made with the formulation for the National Plan for the Prevention and 
Eradication of the Child and Adolescent Sex Trade 2006-2011 is recognized. However, at the 
same time, it laments the lack of intersectoral coordination to promote and comprehensively 
apply what is established in the plan and to fulfill the State’s obligations. 

The lack of knowledge on the topic has led to many cases of the child sex trade not being 
attended to and reported with the urgency they require. The expert organizations on the topic 
highlight that “penal conduct classified as a crime against an individual’s liberty, integrity and 
sexual formation in the Penal Code is referred to as sexual abuse. That is, Colombian legisla-
tion punishes violation or sexual abuse, but not sexual exploitation199.

Legislation, such as laws 985 (2005), 1329 (2009) and 1336 (2009), provided legal elements 
to empower the fight against exploitation and combat trafficking, pornography and sex tou-
rism. However, in spite of these measures, Colombia continues to be one of the countries in 
Latin America with the highest participation in international networks of child pornography and 
sexual exploitation200. The association of tourism with child sexual exploitation generates a 
normalizing perspective in society of the situation of transgression.

Regarding this point, the CRC made recommendations to the State about the corresponding 
optional protocol. However, there are multiple deficiencies that are reflected in the report and 
registration of investigations and punishments for those responsible for this practice in the 
country, which reflects it being made invisible by the State.

Between 2007 and 2010, The Ombudsman´s Office reported 3,879 cases of missing children 
under 14 years of age201. It is estimated that the reasons for these disappearances include the 
sale and trafficking of children and adolescents.  However, most of the cases are not investi-
gated in depth, or if they are investigated, they do not obtain results. In light of this inaccuracy, 
it is necessary to increase protection measures and expand the design of prevention and es-
tablishment measures, as well as creating statistical records that make these transgressions 
visible, also indicating their differences and implications in terms of gender.

7.6. Sex Trade

7.7. Sale and Traffic of Children and Adolescents

193 Cifras de Abuso Sexual Infantil en Colombia (Figures of Sexual Abuse of Children in Colombia). Legal Medicine. 2012 Electronic Document, consulted at: 
http://redcontraelabusosexual.net/RED/index.php?view=article&catid=73%3Acifras-de-abusosexualinfantilencolombia&id=128%3Acifrasdeabusosexualinfantilencolom-
bia&format=pdf&option=com_content&Itemid=133
194 Jiménez, Gilma. Senator. Spokesperson of the Life Imprisonment Referendum for Rapists and Murderers. Primero Nuestros Niños y Niñas (Our Children First). Elec-
tronic document found at: http://gilmajimenez.com/cifrasviolencia
195 National Institute of Legal Medicine and Forensic Science, 2013. 
196 United Nations. Report of the United Nations High Commissioner for Human Rights on the Situation of Human Rights in Colombia, A/HRC/16/22 February 2011 p. 25.
197 Fundación Plan et al. Escenarios de la infamia. Explotación sexual de niños, niñas y adolescentes (Scenarios of Infamy: Sexual Exploitation of Children and Adoles-
cents). 2006. Electronic document consulted on Friday, February 15, 2013, available at: 
http://www.iin.oea.org/IIN/cad/actualizacion/pdf/modulo3_2009/Escenarios%20de%20la%20infamia.pdf

198 National Institute of Legal Medicine and Forensic Science - January to September 2013.
199 Rivera Nelson, Renacer Team - Granada Contreras Luz Alcira World Vision. First Alternate Report on the Implementation of the Optional Protocol to the Convention on 
the Rights of The Child regarding the Sale of Children, Child Prostitution and Child Pornography. Recommendations of the Committee on the Rights of the Child regarding 
the Report Presented by the Colombian State. Colombia 2003-2008. Bogotá, 2010. p. 31.
200 Alianza por tus Derechos. Colombia: 35 mil niños víctimas de abusos sexuales (35 Thousand Child Victims of Sexual Abuse). Bogotá, 2012.
Electronic link: http://www.alianzaportusderechos.org/article/colombia-35-mil-ninos-victimas-de-abusos-sexuales/
201 Jiménez, Op. Cit., Consulted on January 25, 2013 at http://gilmajimenez.com/cifrasviolencia
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According to the National Information Network of the Victims’ Unit202, in 2011, 221 cases of 
forced disappearances of children and adolescents were reported. The following year, 317 
cases were reported and in 2013 up to August, 45 cases were reported.

The records of organizations that have approached the topic of the sale of children and ado-
lescents show that although this situation has few official reports, it occurs with a certain fre-
quency in populations far from urban centers203. Economic necessity is indicated as a causal 
factor that has sometimes led to rural families giving up their daughters and sons as a mea-
sure to meet their needs. 

The trafficking of children and adolescents in its other forms such as work or forced services, 
servile marriage, forced begging and organ extraction has not received sufficient attention 
from the State.

Colombia is considered to be one of the main countries of origin for international and national 
trafficking of women, children and adolescents. Between 2007 and 2009, the Central Direc-
torate of the Judicial Police and Intelligence (DIJIN in its Spanish Acronym) indicated that out 
of 121 investigations on human trafficking, 115 corresponded to children and adolescents204. 
According to some reports, the main victims of this act are women and girls (80% to 95%), 
specifically for sexual purposes. However, it is indicated that children are also involved in 
other forms of exploitation and there are weaknesses in the capture and prosecution of the 
traffickers205.

As established in the State report, in the 2006-2010 period, progress was made in the design 
of care strategies, through actions developed by international cooperation projects. However, 
progress was not made in a complete process of the description and official recognition of the 
national problem, one of the recommendations made by the CRC in 2006, but just on a focu-
sed exercise in the main cities of the country206.

The ICBF indicated that in 2007, there were 4,457 street children and adolescents207, who 
were victims of all kinds of violence and discrimination and were deprived of most of their ri-
ghts. It was recorded that 33% of female adolescents who live in these conditions have been 
pregnant and 12% of children and adolescents who live on the streets have been sexually 
abused208. It also showed the consumption of psychoactive substances: “Every day, cigarettes 
are consumed in 28% of the cases, marijuana in 24%, crack in 23%, inhalable substances in 
17%, cocaine in 7% and alcoholic drinks in 4%.”209

Are there adolescents who break the law in your community? 
What happens when this occurs?

“Yes, there are (drug) consumers, thieves, con men, hired killers and drug dealers.”
“They are treated badly by the police, because they verbally insult them and mistreat them. 
They take them away, they hit them, they wash them with a pressured hose and they relea-

se them.”210 

The Special Bulletin of the ICBF indicated that “adolescents who break the law are those 
who in their transgression reflect inequality, social vulnerability, poverty, exclusion from the 
education system and the formal labor market. The large majority presents a life marked by 
domestic violence, abuse and exploitation. Abuse of psychoactive substances completes this 
picture”211. 

As recorded in the State’s report, the phenomenon of crimes committed by adolescents is 
increasing and its figures are worrying. The criminal activities most committed by children and 
adolescents are: drug trafficking, theft, weapon trafficking and personal injuries212.

The Code for Children and Adolescents established the principles and rules that must govern 
the operation of the System of Adolescent Criminal Liability (SRPA in its Spanish acronym), 
specifically, it establishes that its purpose is of an educational nature and that it is different to 
the adult system in the processes as well as its punishments. 

The code established the age of criminal responsibility at 14 years, it restricted the loss of free-
dom to serious crimes and facilitated the inclusion of young people in a complex legal system. 
Currently there are Special District Attorneys, Criminal Court Judges for Adolescents, Criminal 
Courtrooms and Family Courtrooms of the Judicial District Superior Tribunals, Supreme Court 
of Justice, Judicial Police, National Police, Public Ombudsmen and Family Welfare Attorney 
Offices.

The new system has been progressively implemented since 2007. In a recent evaluation of 
the system, several obstacles were found that prevent the educational purpose for which it 
was created from being achieved, which are: 1. Failure to establish a governing body of the 
system; 2. Little understanding or clarity of the role of the competent authority to reestablish 
the rights of adolescents in the criminal process for adolescents; 3. Insufficient appropriation 

Although the State established care and prevention programs as conditional benefits aimed at 
families who have children on the streets, with the aim to contribute to the needs and reduce 
the risk of falling into this situation, these strategies are insufficient given the complexity of the 
problem which requires specific action aimed at improving structural problems.

It is necessary to insist on the differentiation between a girl or boy living on the street and cri-
minals, because this association is common in the popular stereotype and in the same culture 
of the State institutions that intervene in the problem.

7.8. Street Children and Adolescents

7.9. Adolescents who Break the Law

202 RNI - Red Nacional de Información (National Information Network). Information cut-off date: 8/31/2013 12:00:00 a.m. Consulted on October 8, 2013: http://rni.unidad-
victimas.gov.co/?page_id=1629
203 Rivera-Granada. Op. Cit, p.14. 
204 Technical Team of Corporación Espacios de Mujer. La Trata de personas en Colombia: La esclavitud moderna (Human Trafficking in Colombia: Modern Slavery). 
Electronic document consulted on Sunday, March 3, 2013, available at:
http://www.espaciosdemujer.org/sitio/attachments/article/8/colombia/La%20Trata%20en%20Colombia.pdf
205 Ibid. 
206 ICBF. European Union. Caracterización Social y Cuantificación de NNA en situación de calle. Estudio realizado en 16 Ciudades de Colombia (Social Description and 
Quantification of Street Children and Adolescents: A Study Carried out in 16 Cities of Colombia). 2007.
207 Alianza por tus Derechos. Colombia: Más de 4 mil niños viven en la calle, reporta el ICBF (Colombia: More than 4 Thousand Children Live on the Streets Reports the 
ICBF). 2007. Electronic document consulted on March 2, 2013, available at: 
http://www.alianzaportusderechos.org/article/colombia-mas-de-4-mil-ninos-viven-en-la-calle-repo/
208 ICBF, European Union 2007. Op Cit. p. 51.
209 Ibid. p. 46.

210 Participatory inquiry with children. Armenia, October 2012.
211 ICBF. Special Bulletin, Adolescentes en conflicto con la ley (Adolescents who Break the Law). Bogotá. 2012. p. 4.
212 ICBF. Child Wellbeing Observatory. Adolescentes en Conflicto con la Ley (Adolescents who Break the Law). System of Adolescent Criminal Liability 2012. p 3.  Elec-
tronic document consulted on Sunday, March 03, 2013, available at : 
http://www.icbf.gov.co/portal/page/portal/PortalICBF/Bienestar/Programas%20y%20Estrat%C3%A9gias/ObservatorioBienestar/Boletines2/Boletin%20Especial%20n1.pdf
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and allocation of resources to finance the System of Adolescent Criminal Liability (SRPA) and 
programs that fulfill the punishments and technical guidelines; 4. Little or no areas to take 
adolescents to who are caught carrying out criminal activities in each municipal jurisdiction; 5. 
There is not a training curriculum for human resources that intervene in all the stages of the 
adolescent criminal liability process; 6. There are no guides for the implementation of Resto-
rative Justice; 7. The Ministry of Health’s failure to assign financial resources and programs 
for comprehensive and specialized healthcare for adolescents who commit crimes; 8. The 
system does not have an integrated information, follow-up and social reintegration system; 
9. The adoption of the policy to prevent child and adolescent criminality is pending; 10. No 
specialized programs are provided for children aged under 14 years who commit crimes.213

Furthermore, the entities that adolescents who are sentenced by the justice system are refe-
rred to, where they are punished for the crimes they committed, do not have detox programs 
for drug consumption. It is worth highlighting that 65% of young people responsible for the 
crimes are also regular consumers of these substances, as established by the Colombian 
Attorney General and Fundación Restrepo Barco214. In the same way, it is necessary to note 
that the institutions the adolescents are referred to do not attend to the mental health problems 
that some of them suffer from. The Social Security Healthcare System does not act in the fra-
mework of these problems, nor is it required for these purposes. 

An analysis document of the System of Adolescent Criminal Liability produced by Alianza 
por la Niñez Colombiana indicates that “the application of the system has showed a series of 
inconsistencies that in some cases are caused by legal deficiencies, in others, by problems 
of discretionary interpretation of the laws and in others, by the lack of specialized training pro-
grams for all the workers who are involved in the process, as well as the very low institutional 
offer through which punishments not involving imprisonment can be fulfilled in all of the coun-
try’s municipalities. Additionally, the lack of physical places in each municipality where ado-
lescents caught committing crimes can be taken to and the low presence of places to provide 
preventative detention, as well as the insufficient number of places for prison punishment.”215 

CONPES Document 3629 on social policy on the issue states, “The offer to attend to the 
punishments of the SRPA is asymmetrical in itself and comes from the general outline of the 
Children’s Code.”216 So there is a new system that is implemented by the old system of insti-
tutions built on the logic of the irregular system.

In addition to these problems in the system, the same government and some media carried 
out a stigmatization campaign of the offending adolescent population, they questioned the 
existing system and demanded more severe punishment, stating that stronger repressive me-
asures were needed, not comprehensive protection. As a result of this, in 2011, there was a 
reform to the SRPA expressed in Law 1453 of 2011, through which sentences were increased 
for adolescent offenders and imprisonment regulations were imposed on the specialized care 
institutions.

At the end of the period, the system moved in the context of a new law that posed a new model 
of comprehensive protection with institutions that came from an irregular situation model and 
presented resistance to change and with a national government concerned about restraining 
and punishing the criminal adolescent population.

The country is exposed to natural disasters: 86% of the population is exposed to a medium 
and high risk of earthquake, 28% to a high risk of floods and 31% to a medium and high risk 
of landslides (World Bank 2012). The nation is in third place, after Bangladesh and China, in 
the Climate Change Vulnerability Index. Population groups living in poverty are most affected 
by this, especially children and adolescents.

National risk management policies have made progress, but there is still a need for this issue 
to be given greater priority for allocating resources and implementing risk management and 
response strategies in emergency situations, specifically by the regions (departments and 
municipalities).  The response of State institutions to emergencies is often uncoordinated and 
does not establish differential priorities for the child and adolescent population. 

In fact, the Disaster Risk Management approach in Colombia is essentially disaster aware-
ness, reduction and management (coming from the United Nations International Strategy for 
Disaster Risk Reduction):   In legislation, standards and action programs, there is no evidence 
of the children’s rights approach or the differential approach for comprehensive protection. 
The emphasis is just on saving lives, treating all vulnerable people or people affected by the 
disasters in the same way.  From this perspective, the population under 18 years of age is 
not subject to care or education according to its characteristics and needs, nor is it an actor 
in its own protection (prevention). It is just a passive and anonymous subject, without a clear 
intention for the effective enjoyment of its rights217. 

One of the situations that occurs in the country is related to the fact that the population that 
is more frequently affected by natural phenomena is usually also the victim population of the 
armed conflict, especially the displaced population.  However, it has been identified that there 
is no organization and coordination between different legislation on the issue, as well as in the 
actions that are implemented for the comprehensive care of people, especially children and 
adolescents affected by and/or victims of both problems218.

The same situation is repeated regarding the impact of climate change, which is directly rela-
ted to DRM. According to the National Adaption to Climate Change Plan (DNP, 2012), “Most 
disasters in Colombia are due to climate variation. 90% of emergencies reported by the Natio-
nal Unit for Disaster Risk Management in the 1998-2011 period in the country (13,624 in total) 
are related to hydroclimatological phenomena and other related phenomena.”  Furthermore, it 
also directly and indirectly affects the country’s socioeconomic development, the deficiencies 
of which are reflected in the perpetuation of poverty, which in turn, has a stronger impact on 
children and adolescents.  No measures are provided in that respect in the report of the Co-
lombian state to the CRC.

213 Report of the SRPA Evaluation Commission 2012. 
214 Colombian Attorney General and Fundación Restrepo Barco. “Pescadores de ilusiones: niños y jóvenes infractores de la ley penal: política pública, reeducación y 
sistema de responsabilidad penal para adolescentes (Ley 1098/2006) (Fishermen of Illusions: Child and Youth Offenders of Criminal Law: Public Policy, Reeducation and 
the System of Adolescent Criminal Liability (Law 1098/2006)” E. Miguel Alvarez Correa G., Elkin Louis G., Sandra Parra D. Colombia. Institute of Studies of the Public 
Prosecutor.
215 Alianza por la Niñez Colombiana. Propuesta para la comisión de evaluación del sistema de responsabilidad penal para adolescentes consagrada en el artículo 110 de 
la Ley 1153 de 2011. (Proposal for the Evaluation Commission of the System of Adolescent Criminal Liability established in Article 110 of Law 1153 of 2011), December 
2011.
216 National Council for Social and Economic Policy. CONPES Document 3629. System of Adolescent Criminal Liability. Care Policy for Adolescents who Break the Law 
December 2009

217 Alianza por la Niñez Colombiana. Estudio sobre la articulación institucional en el diseño e implementación de la política pública para la Gestión del Riesgo de 
Desastres Naturales y la Atención y Reparación Integral a las Víctimas del Desplazamiento Forzado en Colombia (Study on Institutional Coordination in the Design and 
Implementation of Public Policy for Natural Disaster Risk Management and Comprehensive Reparations and Care for Victims of Forced Displacement in Colombia). 
Researcher: Henry Díaz. February 2014. 
218 Ibidem.

7.10. Children Affected by Natural Disasters 
(Emergency Situations)
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Conclusion08
The review of the guarantee of children’s and adolescents’ rights in Colombia in the 2006-
2010 period reveals a difficult reality that affects people who live in contexts of social and 
economic inequality to a greater extent and that in many cases is added to the existence of 
internal armed conflict, generating greater situations of rights violations in the child and ado-
lescent population.

Economic and social inequality is particularly evident in rural areas and in regions with greater 
presence of the ethnic population (indigenous people and Afro-Colombians), such as the ca-
ses of the Orinoquia and Pacific coast regions.

It is recognized that in the 2006-2010 period, important legislative progress was made, such 
as the issue of the Code for Children and Adolescents (Law 1098).  There was also progress 
in the guarantee of rights such as the right to a birth certificate, education with education 
coverage mainly in primary schools and recognition of free education, comprehensive ear-
ly-childhood development, though the public policy of comprehensive early-childhood care 
and the “Cero a Siempre” Strategy and health with the increase of access to the system, full 
vaccination systems and reduction of the infant mortality rate. 

However, there are still gaps to be addressed related to access and the quality of the different 
sectoral programs, their opportunity and complementarity, mainly in rural areas and regions 
of the country with a higher indigenous and Afro-Colombian population.  This situation is re-
flected in the figures of indicators including those related to the food security of indigenous 
and rural children; domestic violence against children; absence from school of the disabled 
population; educational coverage in secondary and high school; the child and adolescent sex 
trade and the worst forms of child labor with marked use of girls in housework. 

National and regional public management continue to respond to a sectoral logic that hinders 
the comprehensive response from the State in guaranteeing children’s rights.  In this way, the 
lack of coordination also causes the duplication of efforts and resources and the lack of con-
solidation of the National System of Family Welfare in the country.

The signed international agreements and regulations on children and adolescents to a large 
extent do not reflect the different situations of vulnerability of children affected by the armed 
conflict, such as displacement, forced recruitment and the different forms of violence against 
children, among others.

09Recommendations 

“For them to leave all the communities… for a committee to be formed out of this group and 
for them to hold it when decisions are going to be made and when this group of children has 

an idea, they (the State) take it into account.”219 

 “The government must emphasize its health policies in the rural districts which don’t have 
these services and where there are insufficient training conditions. They must carry out an 
in-depth study and develop sex education. Due to the lack of employment, there isn’t good 
nutrition. Parents go to mine and they leave us with our older siblings. There is a lot of gar-

bage and the houses don’t have sanitation.”220

 
 “Increase the classroom areas to prevent overcrowding in schools and so that it is more 

comfortable. Also for classes to not just be theoretical and to also involve going out, trips, 
practical things, trips to museums or things like that so that it isn’t just theory, which is very 

boring. In this way, we would all be motivated to study.”221 

“To know how to manage money…to be given job opportunities. For the ICBF to focus on 
the population that really needs a home and listen more to children than to adults, because 
children’s welfare has this purpose, not to humiliate or judge children. Listen to children.”222  

In response to the concerns expressed by children and adolescents in the participatory in-
quiries carried out and the analysis on the situation of their rights, we suggest that in its com-
ments, the Committee compels the Colombian State to make the following commitments:

 ► The State (Department for Social Prosperity) must ensure the improvement 
of families’ living conditions, specifically those of families that live in poverty and 
extreme poverty, so that the families can fulfill their role of joint responsibility in the 
comprehensive protection of children’s rights.

►  In all the entities that comprise it, the National System of Family Welfare (SNBF) 
must lead progress in the prioritization, coordination, complementarity and harmo-
nization of actions directed at children and adolescents to guarantee their rights. 
Also the sufficient and timely allocation of resources.

► From the experience of the “Cero a Siempre” Strategy (Comprehensive Ear-
ly-childhood Development), it is important that through the National System of Fa-
mily Welfare, the State continues efforts and sustainability aimed at the population 
of children aged 6 to 18 years. This implies the construction of the Comprehensive 
Child and Adolescent Care Roadmap and the allocation of the necessary resour-
ces, with the aim to make progress in guaranteeing their rights from the creation 
of Comprehensive Protection, as established by Law 1098.

219 Inquiry with children and adolescents. Cartagena. December 2012 4. 
220 Inquiry with children and adolescents. Quibdó. November 2012
221 Inquiry with children and adolescents. Floridablanca. December 2012
222 Inquiry with children. Bogotá. December 2012 
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 ► Through the SUIN Roundtable, the SNBF must continue to strengthen the na-
tional information and monitoring system of the situation of children’s and ado-
lescents’ rights, with a differential approach. This system must be nationally and 
regionally positioned, so that there can be coordinated and comprehensive fo-
llow-up of the guarantee of children’s rights and the respective adjustments can 
be made in policies and programs for children and adolescents. 

► With the support of the ICBF and Ministry of Health, the National Registry must 
comply with that established in Law 1098 on the right of the country’s children to 
a birth certificate. This effort must be prioritized in the rural and spread out areas 
with specific attention to the indigenous and Afro-Colombian population groups.

► The National Ministry of Education must emphasize the improvement of the 
quality of education, taking into account the low results in national and internatio-
nal tests. To achieve this, it must largely increase the resources allocated for this 
topic, which currently do not exceed 10% of the transfer amounts to the regions. 

► Taking into account the existing gaps in access to secondary and high school, 
the Ministry of Education must prioritize coverage and investment (6% of the GDP) 
to achieve widespread education, especially in the country’s rural areas, regions 
where there is a larger presence of indigenous and Afro-Colombian communi-
ties, and for the disabled population. This recommendation was also made by the 
countries in the 16th Session of the UPR in 2013 to Colombia:  “Develop effective 
measures to guarantee inclusive education that allows the effective enjoyment of 
excluded children’s right to education, such as those who belong to ethnic groups, 
disabled children or rural populations.”

► In the same sense, the Ministry of Education must promote and supervise the 
consolidation of the inclusive education model that allows education to be provi-
ded to all children, taking into account their individual characteristics, conditions 
and differential situations. 

► In the context of the peace process in the country, the Ministry of Education 
must include subjects related to peace and reconciliation in the curriculum guide-
lines or programs.

► The Ministry of Culture must increase the public offer directed at children and 
adolescents in leisure, recreational and cultural activities throughout the national 
territory.

► The Ministry of Health must ensure universal access to health services at all 
levels, without any discrimination and regulate and apply the special and differen-
tiated care established in the Reform of the General System of Social Security.

► The Ministry of Health must carry out the strategies to reduce levels of teenage 
pregnancy and reduce the incidence of sexually transmitted diseases, emphasi-
zing adolescent-friendly care.

► The State must strengthen the implementation of the food and nutritional se-
curity policy to eradicate hunger and malnutrition, specifically in rural areas and 
areas with more vulnerable population groups. 

 ► The ICBF must strengthen actions aimed at strengthening parental responsibi-
lity, with emphasis on positive child raising and protection.

► The National System of Family Welfare must prioritize and strengthen fami-
ly care strategies, increasingly reducing institutional care. Strengthen alternative 
kinds of shelter, taking into account the benefits of keeping children as close as 
possible to their normal place of residence, with the aim to facilitate contact with 
their family and possible reintegration. Similarly, siblings that maintain bonds in 
different alternative shelter environments must not be separated, unless there is a 
clear risk of abuse or another reason that is in the child’s best interests.

► The ICBF must ensure that financial and material poverty, or conditions directly 
and exclusively attributable to poverty, do not constitute the only justification for 
separating children from their parents’ care. In the first case, it must ensure su-
pport for the family to overcome the conditions that violate their children’s rights 
or put them at risk. 

► The ICBF must carry out greater control and follow-up of adoption processes, 
prioritizing national adoptions, and of the supervision of private adoption proces-
ses.

► The Executive Committee for Comprehensive Reparations and Care of Victims 
(Law 1448, Article 162) and the Colombian Institute for Family Welfare must sub-
mit regular reports supported with indicators with a differential perspective (gen-
der, age, disability and ethnicity) which account for progress in the guarantee of 
rights prevalent in child and adolescent victims of the armed conflict.

► The Colombian Institute for Family Welfare and the Unit for Comprehensive Re-
parations and Care of Victims must develop in a coordinated, complementary and 
harmonious manner, the design, implementation and evaluation of priority care 
roadmaps for child and adolescent victims of armed conflict, especially for issues 
related to the access to truth, justice, comprehensive reparations, reestablish-
ment of prevalent rights, protection against all forms of violence and reconciliation 
(Law 1448, Article 187).  The above as a result of the child’s best interests. This 
recommendation is related to the recommendations made by the countries in the 
16th Session of the UPR in 2013 to Colombia: “The inclusion of child victims of the 
armed conflict in the comprehensive reparations and care processes, mainly chil-
dren recruited or used by the armed groups, victims of APMs, children separated 
from their families and displaced children.”

► With the assistance of the Office of the United Nations High Commissioner for 
Refugees (UNHCR), the Department of Foreign Affairs and the Colombian Institu-
te for Family Welfare must carry out joint programs with the governments of other 
countries, which are the largest receivers (Ecuador, Venezuela, Panama, Brazil 
and Peru) of the child population displaced because of the internal armed conflict, 
to ensure their comprehensive care and reestablishment of their most important 
rights in conditions of equality without discrimination.
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 ► The Special Administrative Unit for Comprehensive Reparations and Care of 
Victims and the Colombian Institute for Family Welfare must present, execute and 
evaluate a program to implement the Participation Protocol of children and adoles-
cents in the implementation of Law 1448 (Victims’ and Land Restitution Law). As 
a minimum, said program must include interdisciplinary psychosocial assistance, 
methodologies with a differential approach (age, gender, disability, ethnic group 
and culture), establish the means and instruments to carry it out, ensure protection 
and safety measures and also procedures that strengthen communication chan-
nels that ensure that its proposals are taken into account and when they are not, 
that there is a response justifying why.

► The ICBF must strengthen the Administrative Process for Reestablishing Ri-
ghts (PARD) of children to respond to those established in the Code for Children 
and Adolescents. Specifically, verification of the guarantee of rights (before the 
PARD); the roadmap for the verification (or working hours or 24 continuous hours); 
the classification of reconcilable and irreconcilable rights (sexual abuse and child 
abuse are irreconcilable); notifications (guarantee of the right to due processing 
and the right to defense of the parties involved); and the parties’ procedural rights 
in all the stages of the PARD must be ensured.

► The National System of Family Welfare must strengthen the prevention strate-
gies of any kind of mistreatment or abuse and increase the severity of the puni-
shments for those who attack children and adolescents in some way. This recom-
mendation is related to the recommendations made by the countries in the 16th 
Session of the UPR in 2013 to Colombia: “The protection of children against any 
form of violence and the strengthening of measures for investigation, trial and pu-
nishment of the assailants, as well as for reestablishing the victims’ rights.”

► The State (ICBF, Ministry of Education and Ministry of Health) must regulate 
and execute the “social contribution that it is obliged to give to parents who assu-
me the comprehensive care of a disabled child”, established in Article 36 of the 
Code for Children and Adolescents.

► The Inter-institutional Committee to Eradicate the Worst Forms of Child Labor 
must present the evaluation of the National Strategy and consolidate effective ac-
tions aimed at reducing all forms of child labor, mainly child housework and mining 
work.

► The Ministry of Health must strengthen national policies to prevent the con-
sumption of psychoactive substances in the population under 18 years of age and 
ensure timely care for consumers of these substances. 

► The Ministry of Justice must ensure that there is no impunity of those respon-
sible for the sexual exploitation and abuse of children and adolescents and apply 
sanctions against the legal authorities that are accommodating with this crime. 
This recommendation is related to the recommendations made by the countries 
in the 16th Session of the UPR in 2013 to Colombia:  “The fight against sexual 
violence against women and girls and the development of effective measures to 
reestablish their rights through an action plan with the participation of civil society 
organizations.  A special call is made for the persecution and sentencing of abuses 
committed in the context of armed conflict.”

 ► It is recommended that the Colombian State ratifies Optional Protocol III of 
the Convention on the Rights of the Child and includes children as a particularly 
vulnerable population group to be protected in the New National Strategy to Fight 
against Human Trafficking. This is a recommendation made by the countries in the 
16th Session of the UPR in 2013 to Colombia.

► Regarding the System of Adolescent Criminal Liability, the State must establish 
the governing body (Ministries of Justice in the framework of the National System 
of Family Welfare) and this must ensure that it works to protect and guarantee the 
rights of offending adolescents, fulfilling the specific and differentiated educational 
purpose and ensure restorative justice, which is clearly differentiated in processes 
and punishments from the adult criminal system. Resources must also be assig-
ned to finance the system.

► The State must formulate the policy to prevent child and adolescent criminality, 
having the comprehensive protection of this population’s rights as a basic compo-
nent.

► Through all the public and private entities that comprise the National System 
for Disaster Risk Management (SNGRD in its Spanish acronym), the National En-
vironmental System and the control entities must include in its policies programs 
and budgets, differential analysis activities of the impact of emergency situations 
and disasters caused by natural phenomena and climate change. Using the chil-
dren’s rights and differential approach, plan actions for disaster risk-management, 
adaption, immediate response, recovery and rehabilitation, among others in the 
context of prevention, protection and reestablishment of children’s rights.

► Through the National System for Disaster Risk Management and the Unit for 
Comprehensive Reparations and Care of Victims, the Colombian State must es-
tablish coordination between the issues (actors, powers, coordination scenarios, 
regulatory references and international references) for the adoption of protocols 
and comprehensive care roadmaps in the context of armed conflict, taking into 
account that the population most affected by natural disasters is the population 
that is the victim of forced displacement, especially children.

► In the context of the current peace process in the country, The Colombian Sta-
te must promote the education/culture of peace promotion among citizens which 
involves specific programs and a differential perspective with children to reduce 
situations of violence and inequality. These programs must consider practices in-
cluding: 1. Peaceful community living - reconciliation. 2- Strengthening the social 
fabric- 3- Regaining trust.  4- Credibility of State institutions 4- Strengthening ca-
pacity to reestablish life projects. 5- Respect for human dignity.  6- Human rights 
culture. 7 – Strengthening capacity for participation in the construction of public 
policy related to peace and reconciliation, a democratic culture, and demanding 
rights.
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